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JUSTIFICACIÓN



El objeto de este trabajo de investigación es definir líneas y propuestas concretas de acción para la generación de una política pública que considere de manera integral los asuntos migratorios tanto a nivel externo como interno, dando atención prioritaria al tráfico internacional de migrantes ilegales o tráfico de personas, teniendo en consideración las dramáticas consecuencias de esta modalidad delictiva, tanto para las víctimas como para los Estados afectados.



Esta problemática se caracteriza por el impacto de sus connotaciones transnacionales. Los países desarrollados ven con preocupación que día a día aumenta el número de personas que llegan de manera legal o ilegal, dejando sus países de origen, generalmente afectados por situaciones de extrema dificultad, pobreza y en los peores casos por la violencia que ha caracterizado este fin de milenio.



Algunas de las implicaciones que generan las desviaciones en los flujos naturales y normales de migración pueden alterar tanto las políticas demográficas como los procesos de toma de decisiones en el modelo de desarrollo de un Estado y los comportamientos de los migrantes así como de las sociedades y sistemas receptores.



Un análisis desde la academia de la trayectoria histórica de la política migratoria en un país como Colombia resulta de interés científico y social, toda vez que las estadísticas recientes de entidades como la ACNUR� y la INTERPOL, han venido demostrando que este es un país considerado como expulsor, de tránsito y de destino de migrantes, sean éstos legales o ilegales.



Es de notar que el aspecto de la ilegalidad reviste de particular interés dado que se trata por lo general de vulneraciones tanto al derecho interno como al internacional y tienen implicaciones económicas, políticas y sociales tan alarmantes como el tráfico de sustancias sicotrópicas o el de armas de fuego.



¿Porqué resulta importante proponer un análisis relativo a esta modalidad del crimen organizado actualmente?



El tráfico de migrantes ilegales es una de las más denigrantes formas de explotación de la persona humana. 



Viola todos los derechos fundamentales de las víctimas y deteriora los niveles y condiciones de dignidad de las personas afectadas por este delito y por sus manifestaciones y consecuencias conexas.



En este sentido, los estudios adelantados por algunos centros de investigación adscritos al sistema de las Naciones Unidas y otros organismos internacionales especializados como la Organización Internacional de Migraciones OIM o la Organización Internacional del Trabajo OIT, están llamados a recomendar acciones para que los Estados partes integren en sus legislaciones y en los planes y proyectos que desarrollen una política migratoria integral que debe incluir por supuesto una variable importante de política criminal.



La problemática es cada día más visible, baste con buscar en cualquier medio de comunicación masivo para acceder a noticias (aún manejadas con cierto sensacionalismo), que reportan casos de personas traficadas, de restricciones a las legislaciones migratorias que han venido fortaleciendo el mercado negro de documentos de viaje y desarrollado otras modalidades de acceso ilícito hacia destinos “más prometedores” que los espacios expulsores.



Los casos más reconocidos por la prensa nacional e internacional consideran que los países de mayor presencia de esta modalidad criminal que atenta contra los sistemas y flujos migratorios normales son en el mundo desarrollado Japón, Holanda, Bélgica, Italia, Canadá y Estados Unidos. En el ámbito de los países de tránsito se destacan México, Panamá, los países insulares del Caribe y Venezuela.



Colombia juega el triple papel pues es tanto expulsor como receptor y por su territorio ingresan migrantes cuyo destino final o definitivo no es nuestro país, como se mencionó anteriormente.



En este orden es de interés tanto académico como político analizar el estado actual de la política migratoria en Colombia a partir de un seguimiento histórico de su desarrollo. 



Lo anterior permite ubicar y evaluar la situación colombiana en el concierto de la política y de la Agenda Internacionales vigentes, en particular en lo que se refiere a la problemática del tráfico ilícito de personas. 



Una revisión de la situación de este fenómeno a nivel internacional y su parangón con su tratamiento en el caso colombiano, permitirán la elaboración de algunas sugerencias con implicaciones en el desarrollo y fortalecimiento de una política migratoria coherente con las necesidades del caso nacional y actualizada en concordancia con las disposiciones internacionales vigentes.



Ésta se haría realidad a través de la presentación al Poder Legislativo de un proyecto de decreto orgánico, mediante el cual se propone la creación de la Dirección Nacional de Migración, en calidad de Unidad Administrativa Especial, adscrita al Ministerio de Relaciones Exteriores de Colombia.



El presente trabajo de investigación se ha basado en fuentes de información primaria y secundaria y en el conocimiento empírico y teórico de su autora, quien en su calidad de servidora pública ha accedido de primera fuente a procesos de toma de decisiones en los ámbitos de estudio de este documento, a través de su participación en escenarios nacionales e internacionales relativos a estas problemáticas.



El objetivo general de este trabajo es el mejoramiento y el fortalecimiento de la política migratoria colombiana, de tal suerte que se haga un seguimiento integral al tema, enfatizando su atención en la problemática del tráfico de personas, teniendo en cuenta que es una desviación del natural proceso de los flujos migratorios que caracterizan el mundo globalizado en el que vivimos.



En este sentido se hacen sugerencias y recomendaciones al Gobierno Nacional, que facilitarán la ampliación de los conocimientos sobre este tópico a nivel institucional y de la opinión pública.



Igualmente, a partir de los balances presentados en esta investigación se podrán fortalecer las acciones nacionales e internacionales en materia migratoria y de manera especial se fortalecerá la atención a las manifestaciones del tráfico ilícito de migrantes, toda vez que el fortalecimiento de la política migratoria a nivel interno redundará muy probablemente en un mejor manejo del tema a nivel multilateral y bilateral.



Esta investigación igualmente resulta de utilidad para las acciones que actualmente desempeñan la Comisión Nacional de Migración y el Comité Interinstitucional para la Lucha contra el Tráfico de Mujeres, Niñas y Niños� en el seguimiento y desarrollo de sus planes de acción y políticas públicas de atención a estos fenómenos.



En términos teóricos se propone un análisis histórico en lo que se refiere a la evolución de la política migratoria en Colombia desde su emancipación de la metrópoli española hasta la actualidad, teniendo como criterios de ubicación de la información documental la existente en los archivos del Congreso y las Gacetas de los archivos de los Ministerios de Relaciones Exteriores y de Justicia y del Derecho.



En el capítulo relativo al contexto internacional de la problemática se recurrió al análisis de la documentación vigente de los organismos del sistema de las Naciones Unidas como la Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal y de otros organismos especializados como la Organización Internacional de Migraciones OIM y la Organización Internacional del Trabajo OIT, así como otras fuentes documentales del sistema Interamericano. 



En este sentido prima una lectura desde la interdependencia teniendo en cuenta el sistema globalizado que impera actualmente en el ordenamiento mundial. Esta aproximación teórica da cuenta de la complejidad de los fenómenos estudiados y del evidente nexo entre la decisión tomada a nivel interno y sus repercusiones en la toma de decisiones de la política exterior de un país como Colombia.



En cuanto al análisis detallado del tráfico de migrantes ilegales, se ha revisado la documentación legal vigente a nivel interno y externo y se realizó un balance de las actividades desarrolladas en Colombia por las agencias gubernamentales encargadas del seguimiento y atención al tema, de tal suerte que se ofrece un panorama de la situación del tráfico de personas en el país y de su situación en la actual política migratoria colombiana.



La parte final del estudio pretende establecer y proponer algunos parámetros de construcción de una política pública en asuntos migratorios que dé cuenta de manera integral, del fortalecimiento del actual sistema migratorio nacional. Esta política se vería operacionalizada en la Unidad Administrativa Especial arriba mencionada, cuyo articulado concluye este trabajo de investigación.



En términos conceptuales, este documento amplía las nociones tradicionalmente empleadas en el tratamiento de esta problemática tanto a nivel institucional como en lo que hace al manejo del vocabulario corriente o el de los medios de comunicación, e incluso en algunos textos académicos. 



En este orden, retomar y proponer su armonización en los programas y políticas emprendidas a nivel nacional redundará en una mayor sensibilización de los agentes del Estado encargados de hacer cumplir la ley y de las aproximaciones de la comunidad académica a estos fenómenos.



Con este trabajo se pretende describir la evolución de la política migratoria en Colombia y evaluar el tratamiento particular del tema relativo al tráfico de personas.



Lo anterior, a fin de recomendar modificaciones a la legislación y la estructura administrativa y operativa vigente en asuntos migratorios, a través de la creación de una entidad gubernamental que de manera racional, eficiente y eficaz asuma el diseño, ejecución y evaluación de un Plan Nacional de Migración y en general asuma las responsabilidades migratorias del Estado colombiano.
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PARTE I



ANÁLISIS CONCEPTUAL Y LEGAL DEL FENÓMENO MIGRATORIO



CAPITULO I 



RESEÑA HISTORICA DE LAS MIGRACIONES



A- CONCEPTO DE MIGRACION





De manera general, el concepto migración significa movimiento o desplazamiento espontáneo o forzado y es un fenómeno inherente al ser humano. Se puede dar un significado a la expresión “emigrar”, que significa adoptar de manera temporal o definitiva un país, un clima, un entorno nuevo. Desde todos los tiempos el género humano ha presentado esta tendencia - como también puede observarse en las especies naturales -, queriendo seguir o buscando un nuevo escenario para su vida (espacio vital). 



Una explicación simple de la migración es que cierto lugar atrae a una persona por los buenos salarios, la libertad, la tierra o la paz, mientras que el lugar en donde vive la expulsa por los bajos ingresos, la represión, el exceso de población o la guerra. Sin embargo, hay aproximaciones más profundas que comprenden la historia de cada individuo, sus creencias, su familia, las relaciones anteriores de su país con otras naciones y toda la red internacional de rutas y patrones de migración existentes.



Conceptualmente, puede afirmarse que con el término migración pueden designarse los movimientos y traslados de personas, ya sea dentro del mismo país o franqueando los límites de dos ó más Estados.�



La noción de emigrar significa “irse” a otro lugar, salir de la ciudad natal o patria chica (como se denominó por tantos años) hacia la gran ciudad, o del país de origen a otro país, con el objeto de realizar alguna actividad igual o diferente a la que usualmente desarrollaba, pero siempre con la expectativa de que sea en mejores condiciones.



Si se establece una aproximación conceptual, es posible afirmar que las emigraciones son desplazamientos humanos masivos y/o más ó menos voluntarios. 



Las emigraciones que fueron en un principio naturales y desorganizadas, han adquirido una mayor planificación, y debería ser preocupación prioritaria de los Estados, fomentar y organizar el desplazamiento de su población tanto a nivel interno como hacia el exterior, a fin de solucionar problemas de falta de espacio y carencias de mano de obra. 



Otra categoría podría incluir a los emigrados, que son los individuos que residen fuera de su país, obligados en muchos casos por causas políticas, también se los conoce como exiliados, asilados o refugiados, que son diferentes modalidades cuya problemática se halla considerada en convenciones internacionales. Esta noción difiere de la de emigrante, que es aquella “persona que se traslada de su propio país a otro, generalmente con el fin de trabajar en él de manera estable o temporal”.�



El concepto de inmigración es el fenómeno inverso, es buscar un sitio a donde llegar con el fin de establecerse definitivamente o no, pero con la intención de permanecer por un lapso suficiente para desarrollar una actividad. Es llegar a un país para establecerse en él. La inmigración constituye un hecho de notorias repercusiones sociales, económicas y políticas que afecta de distinto modo a las naciones con exceso o carencias de población.�



Es importante hacer tales precisiones porque si bien una actividad conlleva la otra el tratamiento para uno y otro fenómeno tiene que ser diferente. Técnicamente se habla de flujos migratorios: los que entran a otra ciudad o a un país y los que salen de su ciudad a otra, ó a otro país.



Como causas de las migraciones humanas, de orden natural que ha tenido que abordar el hombre, sobre todo el hombre primitivo, obedecieron principalmente a la necesidad imperiosa de subsistencia, de asegurar una protección personal o también satisfacer su necesidad de cambiar. 



Como consecuencia se producen los desplazamientos humanos: siendo estas corrientes migratorias las más importantes, complejas y las más originales con todas sus consecuencias políticas, sociales, económicas y ambientales. 



Como Leroy - Beaulieu lo ha afirmado: “es un hecho social de los más acordes con la naturaleza. Es un hecho tan antiguo como la especie humana”.� 



Según el demógrafo Kingsley Davis: “fueron dos los factores que provocaron la migración; en primer lugar, gracias a sus herramientas y su lenguaje, los seres humanos podían adaptarse a diferentes condiciones de vida sin tener que aguardar a que la evolución los hiciera adecuados para un nuevo hábitat; en segundo lugar, a medida que crecían las poblaciones, las culturas comenzaron a diferir y se desarrollaron las desigualdades entre los grupos. El primer factor nos dio las llaves de las puertas de todos los rincones del planeta; el segundo nos dio las razones para usarlas”.�



En cuanto a las causas sociales éstas son todavía más complejas y variables: persecuciones políticas (fundamentalmente), las persecuciones religiosas y razones socioeconómicas. “La migración es necesaria, significativa, imperiosa. Es el Éxodo, Úlises, los barcos vikingos en alta mar rumbo a Islandia, la búsqueda de El Dorado, las naves de esclavos, las guerras civiles, el desplazamiento secreto de refugiados judíos durante la Segunda Guerra Mundial. Fueron 60 millones de europeos que abandonaron su hogar entre los siglos XVI y XX. Hubo 15 millones de hindúes, sijs y musulmanes desarraigados por la división del subcontinente indio en 1947. A medida que el siglo se acercó a su fin, la migración, con su inevitable agitación social, económica y política fue considerada como  ‘uno de los grandes retos del próximo siglo’”.�



Razones expulsivas como pudieron haber sido entre otras la llegada de un conquistador o atractivas como lo fue la “fiebre del oro”, y en general la seducción de las riquezas, son elementos que definen el que un país sea clasificado como de emigración o de inmigración, constituyéndose estas causas en móviles que estimulan los desplazamientos incesantes de la humanidad.



La historia ha conocido no solamente de migraciones voluntarias sino de migraciones forzadas, éstas habitualmente de manera colectiva.� 



En este sentido, debe hacerse la distinción entre “migraciones violentas” y “migraciones lentas”, regulares, metódicas y en la actualidad podría afirmarse que en algunos casos se trata de migraciones dirigidas. Las migraciones de masas llevan grupos humanos considerables e influyen sobre los procesos migratorios individuales. Las migraciones espontáneas y las migraciones planificadas por los Estados son esencialmente diferentes.�



La experiencia colombiana en tal sentido es que normalmente se identifica la migración con el ingreso al país de ciudadanos extranjeros, lo cual es válido, pero al referirse “al que se va”, al emigrante, se pierde el interés por el mismo y no ha existido una política clara en lo que se refiere al seguimiento de estos procesos ni de la situación de los nacionales colombianos que dejan el país, ni siquiera en los casos de emigraciones dirigidas y planeadas por el Estado, concebidas y establecidas para lograr el mejoramiento de las condiciones de sus nacionales en el exterior.



En la Dirección de Asuntos Consulares y Atención de Comunidades Colombianas en el Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores, existe una dependencia encargada de hacer esta labor, que reside esencialmente en un primer acercamiento y seguimiento a estos colombianos a partir de las informaciones que remiten los agentes consulares en el exterior.� 



Sobre este punto es de mencionar que hay una tradición de nuestros connacionales consistente en su renuencia a inscribirse en los consulados, ya sea por temor, desconocimiento o falta de interés por mantener nexos con el país�. 



Por otra parte, es de señalar que no existe una asignación presupuestal que permita promover o planificar programas y proyectos orientados hacia la promoción de la salida organizada y legal de los ciudadanos colombianos hacia el mundo.�



Es conveniente aclarar que en el caso del turismo, si bien, es un aspecto de los procesos migratorios y se considera dentro de los flujos migratorios, la particularidad del “turista” es que no tiene la intención de permanecer o domiciliarse en el lugar visitado.�





B- EL FENOMENO MIGRATORIO



El fenómeno migratorio es una constante a través de la historia de la humanidad y como tal, el primer tipo de migración que se da es la espontánea. Donald R. Taft sostiene que todo lo vivo emigra en la tierra ; todos los seres con capacidad de desplazamiento y naturalmente el hombre.



El referente histórico que se tiene del efecto de las migraciones es positivo en su mayor parte. La experiencia continental en materia migratoria podría iniciar su registro centurias previas al descubrimiento de América. 



En un esfuerzo de síntesis podría aseverarse que el poblamiento y la conquista del continente americano registran dos aspectos fundamentales, que a largo plazo vienen a definir comportamientos de todo orden: una emigración anglosajona, mezclada con franceses, holandeses y otros pueblos no mediterráneos y la ibérica adelantada por España y Portugal, que incluye la inmigración forzada de población africana auspiciada por los conquistadores.



Se permitió, el ingreso del individuo foráneo, por ejemplo los libaneses, árabes (sirios y palestinos), turcos y chinos, que llegaban al país con un interés personal, de manera aislada sin cohesión o compromiso. En este punto resulta interesante señalar que no necesariamente las “razones” personales son buenas “razones” para el país.



Las migraciones espontáneas, conllevan una serie de dificultades para los países precisamente por la falta de compromiso con el territorio que los acoge. Su interés prioritario es establecerse, buscar un modo de vida aceptable y tratar de traer a toda su familia, o trabajar en la mayoría de los casos sin ningún nivel de calificación, en el sector de los servicios o en la economía informal, para obtener dinero y mantener a sus familias en el exterior. Con el paso de los años y como es lógico, se invoca el derecho a la reunificación familiar, lo cual obliga al país receptor a facilitar el ingreso de esos otros miembros de la familia del migrante. 



Por lo general estas migraciones son endógenas, esto es, volcadas sobre sí mismas, cerradas, los individuos migrantes se interrelacionan poco con otros grupos humanos o de otras nacionalidades, se casan entre ellos y en muchos casos, ni siquiera aprenden el idioma, todo lo cual dificulta su integración a la sociedad que los recibe.�



Por otra parte, pero quizás por las mismas razones expuestas anteriormente, la legislación en materia migratoria a partir de la misma normatividad española de la época colonial, ha sido inadecuada y esencialmente ajustada a situaciones coyunturales, es decir sin planeación ni rigor.



No quiere significar tampoco que haya un rechazo evidente al extranjero pero no hay una aceptación plena y explícita. Ciertamente, Colombia no es un país “xenófobo” debido también a que son pocos los extranjeros que en realidad residen en el país. 



Esta confrontación se hace con base en experiencias muy cercanas que se tienen de países como Venezuela que ha aceptado y mantenido una migración europea muy variada desde hace décadas con resultados muy favorables (la xenofobia del venezolano es hacia el colombiano, el ecuatoriano o el peruano, no así contra los italianos, alemanes, españoles y portugueses - todos europeos - que conforman importantes minorías/colonias en ese país). 



En la Argentina desde finales del siglo XIX y todavía hoy en día, se ha trabajado con enormes y activos planes y programas para recepción de inmigrantes, no sólo de europeos y asiáticos, sino también de pobladores de los países limítrofes que satisfacen una prestación de servicios que quizás el nacional no está interesado en llevar a cabo. Chile, en menor cantidad pero con interesantes programas ha sido  tradicionalmente un país receptor� y el Perú, con una amplia población de origen asiático, pueden citarse como ejemplos exitosos en esta región del continente.



C - EL FENOMENO MIGRATORIO EN COLOMBIA:



Colombia se ha caracterizado y puede afirmarse que esta situación se mantiene hasta hoy día, por ser un país “naturalmente restrictivo” desde el punto de vista migratorio. No en vano se le ha denominado el “Tíbet de Sur América.”



Esto podría explicarse en parte por las características a que fue sometido,  durante la conquista y la colonia, y si se habla del período revolucionario, tampoco éste era realmente propicio para la inmigración. 



Mirando retrospectivamente la situación política de Colombia, a partir de la emancipación española, éste no ha dejado de ser un país particularmente violento, sujeto a guerras intestinas (declaradas o no), de manera permanente y la imagen y percepción que se tiene del mismo hacia afuera es la de una nación en conflicto, insegura y peligrosa, que muestra el terror y hasta el horror de lo que ocurre cada día.�





C. 1 - TIPOS DE MIGRACIONES EN EL CASO COLOMBIANO



Las tímidas migraciones hacia Colombia tal y como pueden catalogarse en general, se dieron de dos maneras: espontáneas y dirigidas.



I) MIGRACIONES ESPONTÁNEAS



Se consideran migraciones espontáneas, las que dependen esencialmente de las gestiones individuales del emigrante, quien se traslada de un lugar a otro asumiendo su propia responsabilidad, con sus propios recursos económicos, pero sin ninguna seguridad u opción de trabajo. Dentro de esta clasificación habría dos subtipos: la emigración clandestina o ilegal y la emigración legal. La primera, contiene todas las apariencias de la “aventura”, y por lo general suele hacerse de la siguiente manera: 



burlando las leyes del país de origen o expulsor

burlando las leyes de los países de tránsito

burlando las leyes de los países receptores o de destino



En el primer caso, están incluidas las personas que por razones políticas, religiosas, sociales, económicas y ambientales, se trasladan sin documentos, como polizontes, bien sea por vía aérea, marítima, fluvial o terrestre, en general de manera furtiva y por ende irregular o ilícita. 



Los refugiados que abandonan países para burlar sus leyes o para huir de la represión, presentan una situación particular que facilita su ingreso a la sociedad de destino, cuando una vez en su destino final, son reconocidos por razones de la situación internacional y entran a beneficiarse de la existencia de convenios internacionales en materia de refugiados o asilados políticos. �



En el caso de los países de tránsito, el problema se presenta por el empleo de documentación falsificada, y que tiene la posibilidad de desplazarse sin mayores dificultades hacia el país de destino final, coadyuvados por las redes organizadas de toda índole de tráficos ilegales (drogas y armas, entre otros).�



En el tercer caso, deben incluirse las personas que de una u otra manera logran embarcarse de acuerdo con las disposiciones o reglamentaciones migratorias del país de origen, llegando en condiciones igualmente de legalidad pero con el objetivo particular de permanecer indefinidamente y en la mayoría de los casos de manera ilegal en el país de destino.



Resulta pertinente hacer una aclaración entre los conceptos de “ilegales” e “indocumentados”, toda vez que los primeros pueden estar o no documentados, esto es tener un documento de identificación internacional, pasaporte, documento de viaje, tarjeta de tránsito, etc. Los segundos, carecen de cualquiera de estos medios de identificación y por lo tanto, en cualquier caso son ilegales además de indocumentados y su situación se hace más difícil de tratar y/o de solucionar.



La emigración espontánea legal incluye a su vez dos subtipos:



las personas pudientes (adineradas), 

las personas que carecen de recursos distintos a su capacidad de trabajo (limitada en muchos casos por las dificultades idiomáticas y culturales, así como de formación profesional, que debe afrontar en los países de destino).



Las primeras, evidentemente están en capacidad de establecerse en el país de destino y pueden desarrollar actividades económicas independientes, ya sea en calidad de inversionistas, asesores, trabajadores altamente calificados, académicos, etc.�



Las segundas, suelen sufrir graves contingencias y peligros, fracasando o logrando éxito gracias a un enorme esfuerzo personal. Este último tipo de emigrante puede registrar dos desventajas principales: 



1- para los países de alta inmigración, el peligro de aumentar el número de personas improductivas, poco calificadas, que amenazarían las condiciones socioeconómicas del país y 



2- para las migraciones en general, el riesgo de interferir en la acción internacional, ya que existen núcleos antimigracionistas muy fuertes en los países receptores, que aluden a éstos casos para sostener sus tesis xenófobas.�



II) MIGRACIONES DIRIGIDAS



Son aquellas que auspician los organismos nacionales o internacionales, que cuentan con planes definidos y que aportan una ayuda total o parcial al inmigrante para que pueda radicarse en beneficio del país de destino. 



El individuo que se radica tendrá un mayor interés por desarrollar lo mejor posible sus actividades en el país receptor. La inmigración dirigida como medio de avance y desarrollo del país receptor fomenta el intercambio de culturas, costumbres y hábitos por lo que depende de las necesidades del país receptor el tipo de migrantes que de manera predeterminada llegarán a su territorio.� En virtud de lo anterior es fundamental contar con un conjunto de criterios técnicos y culturales para que este tipo de programas tengan una efectividad acertada.�



Entre dichos criterios pueden considerarse los siguientes:



racionalidad de los flujos migratorios, no es conveniente hacer una ampliación de las “cuotas” de ingreso al país de manera abrupta o masiva



niveles de capacitación de los migrantes acordes con las posibilidades y necesidades del país receptor



coordinación interinstitucional en el país de acogida a fin de garantizar la cabal utilización del recurso humano que llega



garantizar la libre circulación de los migrantes en el territorio de llegada





III) CLASES DE MIGRANTES



La clasificación de los migrantes a un país es una ardua tarea que depende del número y variedad de criterios con los que se cuenta para  tal ejercicio.



Migrantes, hombres y mujeres, en busca de mejores condiciones económicas

Migrantes, hombres y mujeres, que desean reunirse con sus familiares

Migrantes, hombres y mujeres, que deben desplazarse por razones políticas o persecuciones ideológicas y religiosas



Estos mismos migrantes pueden serlo con una destinación urbana o rural. Los primeros incluyen hombres y mujeres como:



migrantes técnicos o altamente especializados 

obreros calificados con destino a la industria

obreros semicalificados 

obreros no calificados y aprendices

artesanos

profesionales liberales

intelectuales



Los segundos agrupan a los siguientes tipos de calificación:



colonos agrícolas 

contratistas que trabajan la tierra por contrato de explotación del suelo y del subsuelo con un propietario o a través del arrendamiento de parcelas

asalariados que trabajan la tierra por jornales





C.2 - RESEÑA HISTÓRICA DE LA LEGISLACIÓN MIGRATORIA EN COLOMBIA



Desde que Colombia se independizó de la metrópoli española, se observó la relativa escasez de la población en la mayoría del territorio nacional, ya que hacia 1824, el censo reportó una población de 1’229.259 habitantes�, concentrados esencialmente en la región centroriental y en la zona antioqueña, por lo que se inició una política de poblamiento a través del fomento a la inmigración extranjera a través de la adjudicación de tierras baldías, proceso aprobado mediante la Ley 11 de 1825, que autorizaba al Gobierno Nacional para disponer de tres (3)  millones de fanegadas de terrenos baldíos para el fomento de la colonización con extranjeros, disponiendo para cada familia de inmigrantes hasta 200 fanegadas y que se prefiriera en dicha asignación la mano de obra calificada, artesanos o labradores que contasen con recursos propios para su desplazamiento. 



Con base en esta reglamentación, en 1826 se adjudicaron 200.000 fanegadas de baldíos a la casa inglesa Harring Graham and Powells y a Tyrrel Moore 100.000 fanegadas en 1836, sin mayores resultados.�



A mediados del siglo, se promulgó la Ley 02 de 1847, en la que se estimulaba el ingreso de inmigrantes además de la asignación de terrenos baldíos, de una suma por cada varón mayor de 16 años o cada mujer y niño de cualquier edad o sexo, así como la mitad de costo del transporte por el Río Grande de La Magdalena.



Simultáneamente, se llevó a cabo una campaña en el exterior a través de los agentes consulares de Colombia y se fomentó la organización de Sociedades Nacionales para la Inmigración en diferentes provincias, sin que se obtuvieran los resultados esperados.



Otro intento infructuoso fue el adelantado por el Ministro José María Plata en 1853 quien propuso la creación en el exterior de una lotería de tierras baldías, cuyas boletas podían adquirirse con bonos de deuda pública o dinero.  En pocas palabras, aunque se formularon variadas y novedosas iniciativas, no se avanzó en el estímulo a la inmigración. 



Dichas políticas, basadas en el prejuicio decimonónico del positivismo científico, de que la etnia “blanca”, cristiana, europea y “civilizada”, podría favorecer el ideal de “orden y progreso”, y por supuesto, a variar las proporciones del mestizaje, procedimientos típicos de las mentalidades de la época.



Adicionalmente, entre los factores que desestimularon estos eventuales procesos migratorios dirigidos, puede citarse la situación de inestabilidad política, las condiciones insalubres de los territorios ofrecidos y el carácter tropical y poco apto para el éxito económico de esta empresa de poblamiento.



Otro de los fenómenos migratorios dirigidos más importantes pero muy poco conocidos y estudiados fue el movimiento de personas que se hizo necesario para la construcción del ferrocarril y del Canal de Panamá durante la segunda mitad del siglo XIX y los primeros quince años del XX.  



En este período, las compañías extranjeras vinculadas al desarrollo de esta zona, debieron recurrir a mano de obra foránea, que era conocida y valorada más por el número de muertos que conllevó la construcción de estas empresas titánicas, que por otras motivaciones o formas de registro de entrada. 



El ferrocarril del Istmo de Panamá fue la primera vía férrea transcontinental en el mundo, con una anchura de 1.50 metros y una longitud de 79.65 kilómetros, siendo también la vía más costosa del mundo, no sólo por el valor material de su construcción, sino por la cantidad de personas que murieron durante este proceso. 



No se sabe a ciencia cierta cuántos perdieron su vida en esa obra ya que no se llevaba un registro sistemático ni recuento de cadáveres, a no ser que se tratara de hombres de raza blanca, que representaban una fracción mínima del total de trabajadores empleados durante los cinco años que duró la construcción de esta vía férrea. Hacia 1853, por ejemplo, de un listado de 1590 hombres que figuraban en un registro de salarios, 1200 eran de raza negra. 



Estos trabajadores habían sido traídos como “carga” desde todas las partes del mundo: había hombres blancos, como los irlandeses, que ya habían construido canales y ferrocarriles a través de toda Inglaterra, pero no eran los más numerosos. 



De hecho, “(….) De más de un millar de chinos, cientos murieron tan rápidamente como los irlandeses atacados por las enfermedades tropicales; otros cientos de trabajadores chinos estaban afectados por la melancolía y se suicidaban de las formas más escabrosas (empalamientos, ahogamientos, ahorcamientos, etc.)”�. Esto significa que la población china se ha asentado en tierras colombianas desde mediados del siglo antepasado. 



Como anécdota de este proceso, puede mencionarse la experiencia en el puerto de Colón (Panamá), hacia 1855, de un médico que tuvo la intención de crear “en beneficio de la ciencia, un museo muy completo” en el cual estuvieran representados todos los tipos raciales que hubiesen participado, incluso con sus vidas, en esta obra titánica.



En lo que hace a la construcción del Canal, hacia 1880, se inició un proceso de enganche de trabajadores para llevar a cabo ”la Grande Entreprise” del célebre ingeniero francés Ferdinand De Lesseps (constructor del canal de Suéz), así como de los más prestigiosos ingenieros de l’ École de Ponts et Chaussées, quienes a pesar de sus conocimientos científicos y técnicos tuvieron que llegar a improvisar sus actuaciones, obligados por las condiciones y circunstancias insalubres del torrencial trópico y por las particularidades geológicas del Istmo.



Contando con una fuerza insuficiente de trabajadores negros e indígenas, contratados allí mismo, los responsables del proyecto iniciaron sus actividades, debiendo recurrir a más migrantes provenientes de la China y otras regiones asiáticas, a fin de superar las graves dificultades como el derribar árboles enromes y la extracción de sus profundas raíces, trabajo todo que se hizo a mano, con capital humano foráneo. 



Los hombres trabajaban con el temor constante de enfrentarse con animales venenosos y grandes felinos y las pavorosas pestes y fiebres que acabaron con esta mano de obra, poco acostumbrada al insalubre clima del Istmo. 



Rápidamente, el sueño del Canal De Lesseps pasó de ser una maravillosa aventura, a un mar de mortandad, enfermedad y ruina. Para 1903�, fecha en la que los Estados Unidos asumió la construcción definitiva del Canal, se habían sacrificado miles de vidas de personas provenientes de todo el planeta, de cuyos registros de ingreso al territorio no se tiene un mayor conocimiento. 



Por otra parte, en lo que se refiere al desarrollo político y jurídico del siglo XIX, la Carta Política de 1886 permitía la reglamentación de la situación de los extranjeros domiciliados en Colombia en lo que se refiere a sus derechos y deberes, de la que surgieron las primeras regulaciones normativas que garantizaban el principio de la reciprocidad legislativa, es decir que los extranjeros en Colombia gozarían de los mismos derechos de los nacionales, en la medida en que le fueran concedidos los mismos a los colombianos en el exterior. 



En desarrollo de estos presupuestos constitucionales, y sólo hasta 1920 mediante la Ley 48, se formuló como principio esencial de política, la apertura del territorio de Colombia a todos los extranjeros. Sin embrago, ésta sólo fue operativa en casos muy específicos como el de los técnicos que se incorporaron a los procesos mineros de Antioquía y a aquellas personas que se dirigieron a los centros urbanos para el desarrollo de actividades industriales, empresariales o profesionales, pero en ningún caso se exigió el poblamiento de territorios susceptibles de colonización, como estaba previsto en las normas anteriores y en la política de poblamiento.



Esta apertura se tradujo en la exigencia de ciertos requisitos mínimos tales como la expedición de pasaporte colombiano por un agente consular o de una nación amiga, con base en los certificados de buena salud y de conducta. Se denegaba la solicitud de entrada al país como inmigrante cuando existían antecedentes delictivos o de carácter político (es decir que se prohibía el ingreso dependiendo de la filiación política o ideológica de los solicitantes, estaba prohibida la entrada de anarquistas y comunistas reconocidos como tales en su país de origen).



La Ley 114 de diciembre de 1922, ordenaba a la Rama Ejecutiva del Poder Público fomentar la inmigración por considerarla útil al desarrollo económico e intelectual del país y del mejoramiento de las condiciones étnicas, morales y físicas de la población (manteniendo así el ideario del siglo XIX). Se hacía la distinción entre los migrantes con fines de inversión y aquellos que sólo podían ofrecer su fuerza de trabajo en el proceso de poblamiento y desarrollo.



Para hacer operativa y eficaz esta política se creó en el Ministerio de Agricultura y Comercio, la Oficina de Información y Propaganda, encargada de la difusión de estos planes y programas, así como del manejo de las Juntas de Inmigración en los puertos y ciudades fronterizas, que asesoraban y promovían los procesos de inmigración, y a través del apoyo y actuaciones adelantadas por los agentes diplomáticos en el exterior.



Adicionalmente, se fomentó el ingreso de inmigrantes a través del descuento del 25% en el impuesto de tonelaje a los buques que transportaran como mínimo a 20 inmigrantes debidamente documentados, y se autorizaba al Gobierno para organizar directamente o por medio de empresas particulares, zonas de colonización o colonias agrícolas en las cuales podían establecerse los inmigrantes.� 



Con la ley 89 de 1927, se creó una Sección de Inmigración y Colonización  adscrita al Ministerio de Industrias encargada de hacer las compras de las tierras requeridas. Así mismo, se establecieron las siguientes ventajas para quienes llegaban como inmigrantes al país: 



Debían ser alojados y mantenidos por las Juntas de Inmigración durante los primeros cinco días después de su llegada;



Las Juntas de Inmigración estaban obligadas a suministrarles todas las informaciones e indicaciones necesarias para su instalación ;



Los inmigrantes podían introducir libres de todo impuesto, prendas de uso personal, vestidos, muebles, instrumentos de agricultura o del oficio o profesión que ejercían;



Los inmigrantes recibían una tarjeta de identificación especial para viajar en empresas de transporte oficial o privadas que tuvieran concesión del Gobierno, para desplazarse a los lugares de destino;



Tenían  derecho a la adjudicación de hasta 25 hectáreas de tierras baldías;



Gozaban del beneficio de amparo de pobreza en asuntos judiciales, administrativos o de policía durante el año siguiente a su entrada al país;



Los pasaportes que se les expedían estaban libres de costos.



Posteriormente, y con las transformaciones del modelo económico y de desarrollo, es decir con el agotamiento del sistema hacendatario, el incremento del comercio cafetero, la recuperación de la capacidad importadora de maquinarias y equipos, así como con el desarrollo de las obras públicas, se generó una significativa ampliación del empleo urbano alimentado por el creciente éxodo rural.� 



Frente a estas modificaciones sociales y económicas, los sectores hacendatarios y terratenientes consideraron la posibilidad de solucionar el problema de los “brazos para la agricultura” debido a la escasez de mano de obra nacional, a través del fomento a una inmigración adecuada y dirigida hacia las obras públicas, frenando de esta manera la salida de campesinos de sus áreas de trabajo originarias.



En 1939 con el decreto 596, se crea en el Ministerio de Relaciones Exteriores el Comité de Inmigración y Colonización, como una entidad de “real” o por lo menos “formal” planeación y programación de la política pública relativa a la inmigración, destacándose entre sus funciones las siguientes:



Revisión de todas las leyes y disposiciones vigentes sobre inmigración y colonización para sugerir las modificaciones pertinentes 



Preparación de proyectos de ley relacionados con el tema



Estudio y elaboración de un Plan de Inmigración y Colonización que le permitiera al país aprovechar las condiciones para atraer hacia Colombia núcleos importantes de inmigrantes europeos�



Investigación sobre las condiciones naturales de los baldíos de la nación, considerados adecuados para la colonización con inmigrantes



Estudio de los medios de financiación del desplazamiento y ubicación de los inmigrantes



Preparación de los informes sobre la capacidad de receptividad inmigratoria del país, teniendo en cuenta criterios como profesión, actividad y condiciones de los inmigrantes, en cumplimiento de lo aprobado en la Conferencia Panamericana de Lima 



Analizar la cooperación ofrecida por organismos Nacionales e internacionales para la aplicación de esta política.



Los avances que ofreció la aplicación de esta política fueron casi nulos, como la mayoría de sus antecesores.



C.3 - POLÍTICA MIGRATORIA DURANTE LA SEGUNDA GUERRA MUNDIAL



Colombia se limitó a simples expresiones de apoyo humanitario a algunos pocos nacionales de países como España hacia 1937-39 y la aceptación de algunos judíos refugiados, procedentes de otros países de Europa central y oriental.



Dentro de la política de protección nacional vivida durante este período, se estableció el decreto 1205 de junio de 1940 que limitaba los puertos de acceso, controlaba los cambios de ocupación de los extranjeros en el territorio y ampliaba las causales de expulsión de los mismos.



Así mismo, el decreto 1790 de octubre del 41 regulaba el otorgamiento de visas y excluía la exención del depósito de inmigración a quienes ingresaran a Colombia con el fin de desarrollar actividades productivas o laborales y establecer valores diferenciales del depósito que era más elevado para países continentales no fronterizos y otros países.



Otra norma restrictiva fue el decreto 181 de enero de 1942, que permitía la imposición de sanciones especiales a los extranjeros nacionalizados comprometidos en actividades contrarias al orden público y a la seguridad nacional, y que suspendía los mecanismos como el ingreso colectivo de turistas en tránsito.



C.4 - LA POLÍTICA MIGRATORIA DE POSGUERRA



Naturalmente y para ser consecuentes, si Colombia siempre ha vivido en guerra, mal podrían los extranjeros víctimas en sus propios países, de un conflicto  como el recientemente terminado, querer establecerse en un país violento  y por demás, desconocido. 



Hacia finales de los años 40, con el final de la guerra, se reorientó la política migratoria permitiendo desplazamientos con vinculaciones esencialmente productivas, como lo señala el decreto 3380 de septiembre de 1948, que vuelve a regular la institución del depósito inmigratorio, concediendo exención a los contratados por misiones católicas o entidades estatales y a particulares vinculados con labores agrícolas, ganaderas e industriales.



La Ley 161 de diciembre de 1948, reorganizó los aparatos administrativos competentes en materia de inmigración, independizándolos del Ministerio de Relaciones Exteriores y dándoles inclusive la categoría de DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO AUTÓNOMO DE INMIGRACIÓN Y COLONIZACIÓN. A este nuevo órgano estatal se le asignaron entre otras las siguientes funciones a través de la sección “Bolsa de Inmigrantes”:



realizar encuestas entre los industriales, agricultores, hacendados, organizaciones de trabajadores y entidades públicas o privadas que se ocupaban de esas ramas de la economía, en lo referente a la inmigración de personas o familias, entre otras 



servir de intermediario entre personas o entidades que deseaban contratar inmigrantes 



formular especificaciones en los contratos de trabajo  para inmigrantes



actualización de la legislación migratoria



difusión de informaciones sobre demanda y oferta inmigratoria



promoción de la inmigración hacia Colombia 



autorización de visas de inmigrantes a cargo de la sección de visas y naturalizaciones



coordinación de la política interinstitucional en Colombia



creación de incentivos para la inmigración



Por otra parte, es de mencionar el decreto 3513 de noviembre de 1950, que facilitaba la obtención de visas de migrantes a quienes hubieran ingresado al país en calidad de turistas pero que hubiesen sido contratados por los gobiernos municipales o departamentales, acompañado de una nueva reglamentación bastante más flexible destinada a atraer turistas, mediante el decreto 1339 de junio de 1951.



Durante esta década, se avanzó hacia una política migratoria más abierta, a través de la Ley 8 de julio de 1952, que facilitaba la libre importación de capitales foráneos, eliminaba el depósito inmigratorio y la exigencia de celebración de contratos previos a la inmigración, lo cual fue reglamentado mediante el decreto 2895 de diciembre de 1952, que creó la “visa temporal” para todos los extranjeros que pretendían visitar el país con el ánimo de desarrollar actividades académicas, científicas, industriales, agrícolas o comerciales. Esta visa estaba exenta del depósito de inmigración y permitía una permanencia de hasta seis (6) meses.



Sin embargo, esta apertura no fue total pues, paralelamente el Estado creó otras entidades de control como el Instituto de Colonizaciones e Inmigración, encargado de elaborar un reglamento de inmigración en el que debían fijarse las condiciones personales de los inmigrantes, apoyado en los criterios técnicos propuestos por los Ministerios de Relaciones Exteriores y de Guerra. 



Así mismo, este organismo estaba en capacidad de costear el viaje de instalación de los colonos y sus familias, a manera de préstamo, que sería amortizado conjuntamente con el valor de la parcela adjudicada, de acuerdo con los plazos establecidos por la Junta Directiva del Instituto.



En 1956, a través del decreto 1453, se creó como dependencia del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Comité Nacional de Inmigración, que fue facultado para dictaminar todas las políticas de inmigración, estudiar los principios aspectos básicos del fomento a las inmigraciones, establecer las necesidades de mano de obra, la recepción, instalación y asistencia del inmigrante y coordinar la política interinstitucional que hiciera efectiva esta línea de actuación estatal. 



Así mismo, el Comité debía promover la inmigración espontánea de personas útiles para la industria, las ciencias o las artes, pero sin desatender la inmigración dirigida hacia zonas de colonización.



Este Comité creó la visa de inmigrante, exenta del depósito inmigratorio y de todo impuesto directo o indirecto y consideraba los siguientes requisitos para su obtención:



pasaporte o documento de viaje válido y vigente

certificados de conducta y salud

edad menor a 45 años

acreditación de profesión u oficio lícito y conveniente para Colombia

no profesar ideas contrarias al orden jurídico de la Nación



Siguiendo con esta línea, el Gobierno Nacional autorizó la entrada al país de extranjeros cuyo traslado fuera auspiciado por agencias, entidades o instituciones nacionales o internacionales, previo el cumplimiento de ciertos requisitos y subordinado a la discrecionalidad de la Cancillería colombiana. 



Mediante el decreto 1374 de julio de 1958 se reglamentó la contribución de personas jurídicas y naturales para el ingreso de inmigrantes a Colombia, con el fin de propiciar la llegada de extranjeros altamente calificados y de parientes de inmigrantes ya establecidos en el país.



En este orden, Colombia celebró el Acuerdo del 11 de febrero de 1964 con el Comité Intergubernamental para las Migraciones (hoy Organización Internacional para las Migraciones OIM), para la recepción de inmigrantes y refugiados, vigente hasta la fecha.



El decreto 062 de 1976, le asignó al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social la responsabilidad de promover, coordinar y regular la movilidad geográfica y profesional de los trabajadores de acuerdo con las necesidades del mercado de trabajo y estudiar los recursos humanos y proponer las medidas necesarias para lograr una buena utilización de la mano de obra. 



Entre otras direcciones se creó la Dirección General del Servicio Nacional de Empleo en la que el tema migratorio era responsabilidad de una División, entre cuyas funciones se destacan el estudiar, encausar y desarrollar  los movimientos migratorios internos de carácter permanente o estacional, buscando las compensaciones de los excedentes laborales de las diferentes regiones del país.



Regular y controlar el traslado de trabajadores colombianos hacia el exterior y facilitar su retorno; estudiar conjuntamente con la Cancillería las políticas de ingreso de los trabajadores extranjeros al país; levantar y mantener al día el censo de los trabajadores extranjeros en el país, por secciones económicas, niveles de empleo y oficios, para determinar las necesidades y excedentes y por último, implantar con el Ministerio de Relaciones Exteriores y demás organismos competentes un carnet ocupacional para los trabajadores extranjeros en el país.



Posteriormente, Colombia redefinió su política en materia de migraciones hasta la reforma constitucional de 1991, atendiendo acuerdos tales como los llevados a cabo en el contexto del Grupo Andino. 



Igualmente, a través de decretos reglamentarios ha regulado la situación de los extranjeros en Colombia con los decretos 1476 de 24 de mayo de 1983, que creó el Consejo para las Migraciones Laborales, que debía proponer estrategias orientadas a la racionalización y control de la migración de mano de obra, tomando como base la información sobre mercados de trabajo, establecer mecanismos de coordinación e información necesarios para la racionalización del mercado laboral de extranjeros en el territorio nacional, siempre que éste incidiera en el mejoramiento de la población trabajadora.



En lo referente a conocimientos tecnológicos u otro tipo de aportes, el Comité debería proponer normas y concertar sistemas operativos para el ingreso de trabajadores extranjeros al país de acuerdo con las funciones que competen a cada uno de los organismos miembros, estudiar y proponer normas sobre la contratación de colombianos hacia el exterior y coadyuvar en las políticas para el tratamiento de los trabajadores ilegales en el país.



Mediante los decretos 1000 de 1986, 2357 de 1986 y 2000 de 1987 sobre expedición de visas y control de extranjeros, que a su vez derogan al anterior, son estatutos que se consideran muy restrictivos y con serias dificultades en su aplicación. La ley  54 de diciembre de 1987 por la cual se crea el Consejo Nacional Laboral, adscrito al Ministerio de Trabajo y Seguridad ha sido la única hasta norma hasta el momento que contempló el estudio y la proposición de normas  sobre la contratación de trabajadores colombianos hacia el exterior.



Con base en la reforma del 91 y por disposición del decreto  2126/92 orgánico del Ministerio de Relaciones Exteriores, que ordenó la expedición del nuevo Estatuto de visas, y el decreto reglamentario 666 del mismo año, que creó la COMISION NACIONAL DE MIGRACION, órgano de carácter ejecutivo en el cual están representadas nueve instituciones, entre ministerios y departamentos administrativos, por una parte y por otra, simplificaba de manera importante las clases y categorías de visas además de permitir el ingreso de ciudadanos extranjeros con requerimientos básicos lo cual incentivaría la venida de personas, especialmente de inversionistas y personas de negocios.



Lamentablemente fue derogado antes de dos años de vigencia y hasta la fecha se han hecho tres decretos más derogatorios cada uno del anterior. El último estatuto de visas es el decreto 2371 de diciembre de 1996 que retomó la figura  del depósito migratorio, que resulta inoperante e inconveniente en su aplicación y ejecución en la actualidad. 



Además se incrementaron notablemente las categorías y clases de visas lo cual en la práctica ha sido de difícil comprensión y por ende, su aplicación ha sido difícil por parte de los consulados colombianos.



Durante el Gobierno del Presidente Cesar Gaviria (1990 - 1994), la Ministra de Relaciones Exteriores, Noemí Sanín de Rubio, ordenó a la Comisión Nacional de Migración, arriba mencionada, la preparación de un proyecto sobre “La Política Migratoria en Colombia”, fundamentalmente dirigido a promover la venida al país de inmigrantes calificados, medios y técnicos especialmente, procedentes de países como Alemania, en donde se inició un programa piloto que resultó totalmente fallido y de otros países de Europa del Este principalmente, aprovechando el agotamiento y desmonte del sistema socialista y la recomposición de la geopolítica de esa parte de Europa. Había requerimientos y facilidades para el desplazamiento de los interesados, pero el número de quienes se acogieron al mismo fue tan reducido que este piloto podría considerarse un importante fracaso reciente. 



Se elaboró una clasificación amplia que permitía varios tipos de inmigrantes, contándose con el apoyo definitivo para estos programas de un presupuesto asignado específicamente por el CONPES y por la Organización Internacional de Migraciones (OIM). Durante el gobierno del Presidente Samper no se implementó tal programa . Se  formuló el Decreto 2371/96 que no es realmente operativo en la práctica.



Como antecedente a este proyecto se hizo una investigación bajo la responsabilidad del Ministerio del Trabajo y Seguridad Social, con la asesoría directa de expertos de la OIM, con cobertura nacional, cuyo objetivo principal era identificar la necesidad del sector industrial colombiano en la aceptación de personal extranjero calificado. El resultado fue poco satisfactorio, ya que para la gran mayoría de industriales colombianos, contratar extranjeros significaba más problemas que beneficios.



Nuevamente nos encontramos hablando de los procesos de inmigración de extranjeros y no de la emigración de nacionales al extranjero, tema que anteriormente calificamos como de poco o ningún interés para el país y que explica la ausencia de una política clara y concisa sobre la atención a connacionales en el exterior.



C. 5 - MIGRACIONES FRONTERIZAS



Dada la dinámica de las relaciones con los Estados fronterizos, especialmente Venezuela y Ecuador y por los importantes desplazamientos de colombianos hacia estos países, la política migratoria de frontera ha sido una de las de mayor atención de la política bilateral que aunque de manera indirecta trata el asunto al hablarse por ejemplo de los reclusos colombianos en las cárceles del exterior y se ha enfatizado en el paso diario de nacionales y extranjeros que entran y salen, negocian y viven en, y de estas regiones comunes.



Toda vez que Colombia se ha convertido en una nación exportadora de mano de obra hacia otros países y en primera instancia hacia los países limítrofes, la preocupación de la política estatal deja entrever un nuevo acento en la inmigración de extranjeros al territorio, para fijar un poco más su atención hacia flujos de migración de nacionales hacia estos países fronterizos.



Algunas respuestas poco sistemáticas en el tiempo pueden citarse, como en el caso de los acuerdos suscritos en Tonchalá, entre los Cancilleres de Colombia y Venezuela, en noviembre de 1956 y la reunión colombo - venezolana sobre migraciones laborales de 1977, el Acuerdo de Regulación del Tránsito de Personas y Vehículos entre Colombia y Ecuador, de febrero de 1975, su protocolo modificatorio de 1976 y el acuerdo de junio de 1977 que creó la Comisión binacional colombo - ecuatoriana y la reunión binacional sobre migraciones laborales de enero de 1980.



Posteriormente, a través de la Ley 10 de 1983 y del Decreto Extraordinario 3448 de ese mismo año, se establecieron y definieron las zonas fronterizas de Colombia y se crearon organismos encargados de formular y coordinar los planes de acción que contemplaban estímulos e incentivos para su desarrollo económico y social, con una atención particular en temas como la inversión pública, el crédito de fomento, apoyo a los sectores agrícola, industrial, comercial, turístico y tributario.



Con estas políticas se pretendía contribuir al desarrollo general de estas zonas, relativamente poco dinámicas, a fin de contener de alguna manera los procesos de emigración.�



Pueden destacarse los siguientes campos de actuación estatal en materia fronteriza y migratoria:



definición de estímulos e incentivos para la producción en zonas de frontera para recuperar los mercados internos y a nivel bilateral



destinación prioritaria de inversión pública, a fin de mejorar la infraestructura y para contrarrestar la desocupación o despoblamiento de estas zonas



realización de estudios sobre el eventual establecimiento de parques industriales y empresas de ensamble o maquila en estas regiones



promoción de programas de asentamiento y de desarrollo rural integrado en zonas cercanas a la frontera, teniendo en cuenta que se había identificado que la población migrante se dedicaba esencialmente a labores agrícolas



organización de oficinas especializadas para canalizar y atender los problemas derivados de los flujos migratorios en la frontera con Ecuador en Ipiales, con Venezuela en Cúcuta, Maicao y Arauca y con Brasil en el puerto fluvial de Leticia. Algunas de esta zonas cuentan con centros de recepción para deportados especialmente para el caso venezolano



integración de Comisiones binacionales con los países limítrofes, actividad esta realmente novedosa y bastante eficaz para acordar el aprovechamiento conjunto de recursos y el fomento a la creación de empresas mixtas, con el apoyo de las Corporaciones Autónomas Regionales (CAR) ubicadas en las zonas de frontera.



Con base en la experiencia descrita anteriormente, se fueron creando las  Comisiones de Vecindad con los países limítrofes (Brasil, Jamaica, Panamá, Perú y Venezuela) a fin de incluir en las mesas de trabajo los temas más sensibles de interés bilateral. 



Las Comisiones están integradas por subcomisiones de transporte, comercio, migración, y sus actividades incluyen la suscripción de convenios temporales sobre legalización de irregulares de uno y otro país, cooperación técnica, cooperación judicial incluido el traslado de personas condenadas (repatriación), drogas, medio ambiente, educación, desarrollo, cultura y turismo, trabajo y seguridad social, transporte, etc., entre los más relevantes.



Estas Comisiones se reúnen por lo menos una vez al año, habiendo previamente acordado una agenda, que corresponde a los temas de compromiso, a fin de evaluar los adelantos en estas materias en los países y redefinir si es del caso los criterios de trabajo.



En este sentido, puede asumirse que su operatividad resulta del interés del Gobierno Nacional por proteger a sus connacionales en el exterior, por ejemplo a través de un mejoramiento sustancial de la prestación de asistencia consular cuando el caso lo requiere, facilitando apoyo jurídico, información sobre normas, procedimientos, asuntos culturales y en general sobre la situación política y económica del país, además de la promoción de los negocios nacionales.�



C. 6 - POLÍTICA MIGRATORIA EN EL CONTEXTO DE LA SUBREGIÓN ANDINA



En desarrollo del denominado Pacto Andino o Acuerdo de Cartagena que implicaba la integración no sólo económica sino también social y laboral entre las naciones que lo conformaban, se suscribió el Convenio Simón Rodríguez de Integración Sociolaboral, que comprometía a los países firmantes a prestar atención prioritaria a los siguientes asuntos:



coordinación de políticas y acciones conducentes a una adecuada utilización de los recursos humanos y a la solución de los problemas de empleo y subempleo;



coordinación de las políticas y acciones en el campo de la seguridad social



armonización de las normas jurídicas laborales y de seguridad social



ampliación,  mejoramiento y coordinación de los sistemas de formación profesional



participación de los trabajadores y empleadores en los procesos de desarrollo y la integración subregional



establecimiento de un régimen que facilite la movilidad de mano de obra en la subregión



En desarrollo de este convenio, en 1974 se reunió la Tercera Conferencia de Ministros de Trabajo, que se ocupó esencialmente de la migración laboral, acordando las siguientes medidas:



perfeccionar en cada país un sistema unitario de recolección de datos para trabajadores migrantes

gestionar la creación en cada país de mecanismos de coordinación entre las diversas entidades encargadas de la migración, que hicieran posible una política Nacional unitaria

gestionar la elaboración de estudios nacionales sobre recursos humanos y necesidades de formación profesional, técnica y especializada



Como resultado de esta acción subregional se estableció la decisión 116 de 1977, constitutiva del “Instrumento Andino de Migración Laboral”, incorporada al ordenamiento legal colombiano mediante el decreto 0309 de febrero de 1978, que consagraba esencialmente los siguientes puntos de atención:



preferencia en materia de necesidades de mano de obra al mercado laboral de los países miembros del acuerdo subregional



institucionalización en cada país de una Oficina especializada de Migración Laboral



definición de un procedimiento común para trabajadores migrantes y de reglas comunes aplicables a ellos



régimen para trabajadores migrantes indocumentados



régimen especial para trabajadores migrantes fronterizos



Posteriormente y dado que la reforma constitucional de 1991 determinó como postulado general de la política exterior colombiana la integración con América Latina y El Caribe, se ha fortalecido la formulación de una política migratoria en el marco de la integración regional andina, retomando los principios arriba esbozados y la decisión 116 del Acuerdo de Cartagena. 



Es de señalar sin embargo, que en virtud de los recientes cambios en los modelos de desarrollo y las variaciones políticas de los países andinos este tipo de acuerdos se han visto afectados en su aplicación y son prácticamente inoperantes.



C. 7 - LA EMIGRACIÓN DE NACIONALES COLOMBIANOS



Los estudios realizados en Colombia sobre los nacionales en el exterior datan de años 60’s, y fueron dirigidos esencialmente al tema de las migraciones laborales hacia Venezuela, Ecuador y los Estados Unidos, anotándose ya desde ese momento que las restricciones a los mismos no sólo son de orden administrativo o normativo, sino que hay que tener en consideración las causas y motivaciones estructurales (y también las coyunturales) de dichos desplazamientos. 



Algunas aproximaciones proponen que para enfrentar las causas estructurales que definen el fenómeno es posible fomentar y apoyar el desarrollo de zonas como las fronterizas, como se mencionó anteriormente, y la necesidad de tomar conciencia de que quienes están dejando el país son en buena medida, profesionales altamente calificados, con la consecuente pérdida del recurso humano y la inversión en educación que han realizado tanto los emigrantes como el propio Estado.



Para entender esta problemática y tomar medidas a favor del Estado y de los emigrantes que retornaban, en 1972, mediante el decreto 1397, se propuso recuperar el recurso humano “fugado”, con el lamentable resultado del retorno de únicamente 267 personas.� 



Algunas causas de este fracaso fueron que el programa era de corto plazo, por lo que sólo se benefició un grupo reducido de nacionales emigrantes; los beneficios que recibieron sólo se limitaron a facilidades para la importación de artículos con bajos aranceles y no reducciones significativas en términos fiscales y tributarios, ni posibilidades reales de empleo, ni condiciones de vida siquiera comparables a las que estaban teniendo en el exterior y un pobre aval de las entidades estatales para su reinserción en la sociedad que los acogía de nuevo.

		

Otro experimento de retorno igualmente débil e infructuoso, se dio en 1982 y tuvo vigencia hasta 1984, pero se presentaron los mismos problemas que en la década anterior y el único estímulo real era la importación de vehículos con reducidas tasas arancelarias. 



Adicionalmente, el tipo de personal que regresó estaba constituido esencialmente por técnicos y estudiantes que estaban en el exterior adelantando estudios de postgrado y en un caso mínimo se contó realmente con profesionales con altos niveles de capacitación (Maestros y/o Doctores).



La evaluación de estos dos proyectos arrojó la conclusión de que para tener éxito en este tipo de programas era necesario contar con plazas de trabajo estables y acordes con la formación y potenciales de los emigrantes que retornaban al país, prácticamente sin recursos reales de “resocialización”.�



La inexistencia de este tipo de prerrequisitos ha hecho que en lugar de atraer a los emigrantes, se mantenga una creciente necesidad de buscar mejores oportunidades más allá de las fronteras nacionales.



Del mismo modo, y teniendo en consideración que el Estado colombiano sólo se ha preocupado (y esto es aún insuficiente) por el recurso humano calificado, resulta perfectamente comprensible que otros emigrantes (no calificados) no tengan la posibilidad de pensar en retornar al país.



Estas condiciones se mantienen vigentes y aún pareciera que se agravan con el paso de los años, generando más bien el fenómeno inverso, es decir, convirtiendo a Colombia en una nación esencialmente expulsora de sus nacionales.



La insatisfacción de las necesidades básicas de la población, el alejamiento cada día más aberrante entre el Estado y la sociedad civil y el olvido de los habitantes menos favorecidos, han incrementado el potencial de personas interesadas en dejar estas tierras para buscar una mejor fortuna en cualquier otro país o los que apenas alcanzan a “llegar hasta Bogotá” en el caso de los que solo pueden desplazarse a nivel interno.



La violencia endémica y las crisis sucesivas en todos los ámbitos y especialmente en lo que se refiere al creciente desempleo estructural y la carencia de oportunidades para el personal calificado o no en el país, han contribuido a las ansias de cambio de horizonte para una muy buena parte de la población.



En este punto, conviene señalar que las migraciones tienen un importante impacto económico, que a la fecha no ha sido evaluado a cabalidad; sin embargo, se calcula por ejemplo que en toda Asía, el dinero enviado por los trabajadores en el extranjero, alcanzó en 1995 aproximadamente los 75 mil millones de dólares, suma ampliamente superior a la ayuda internacional recibida en esta parte del globo.� Las sumas que envían los emigrantes latinoamericanos a sus países de origen puede ser cercana a la que ofrece el Sur Este asiático.



�

PARTE II



ANÁLISIS DEL TRÁFICO DE PERSONAS





Capítulo I: CONTEXTUALIZACIÓN EN LA AGENDA INTERNACIONAL Y EN LA TEORÍA DE LAS RELACIONES INTERNACIONALES



MUJERES FILIPINAS EN EL JAPON: ATRAPADAS EN LAS REDES DEL NEGOCIO DEL SEXO - 11 de julio de 1997, (Num. 792) Las altas tasas de desempleo o subempleo en Filipinas conducen a sus ciudadanos a buscar empleo en el extranjero. La pobreza y falta de oportunidades para las mujeres en su país, combinada con la constante demanda de trabajadores en el extranjero, son las principales causas del tráfico. Además, el hecho de que el Gobierno de Filipinas recurra a sus exportaciones laborales para compensar el déficit en su balanza de pagos ha contribuido indudablemente a alentar el tráfico de mujeres filipinas al Japón, según una encuesta realizada por la Organización Internacional para las Migraciones que lleva por título "Tráfico de Mujeres al Japón con Fines de Explotación Sexual: Una Encuesta sobre el Caso de las Mujeres Filipinas".



Ejemplos de textos como el anterior, demuestran que en el concierto internacional ha ido en aumento la preocupación por el tema migratorio y en especial por sus desviaciones hacia el ámbito criminal. 



Algunos teóricos contemporáneos de la globalización, entendida como punto máximo de la interdependencia, han asumido como uno de los ejes distintivos de la Agenda del siglo XXI el tema migratorio.� 



En efecto, de la teoría a la práctica, acuerdos como Schengen y las decisiones de Maastricht demuestran la importancia que ha cobrado en el discurso internacional la problemática del desplazamiento de personas, sea éste legal o ilegal.



Con la caída del sistema socialista, el triunfo de la democracia y del modelo capitalista de desarrollo se ha generado una ampliación de los circuitos de circulación de las mercancías, los bienes, los servicios y las personas, ampliando las fronteras y las expectativas de cientos de personas que se ven ahogadas en las realidades que los rodean.



En este sentido, la teoría no puede escapar a la realidad que desvirtúa los condicionamientos teóricos y da cuenta de que en materia de relaciones internacionales éstas aún están sujetas a las modificaciones de los comportamientos humanos y a las variaciones en la prioridades de los tomadores de decisiones.



En palabras de G. Allison, la decisión que se toma en el modelo III, al requerir de la participación de más de dos actores fuertes en la negociación implica una mayor complejidad en las estrategias a aplicar. En el caso de los asuntos migratorios, debido a su trascendencia fronteriza, requieren que la decisión sea tomada de manera concertada y que se aplique de manera racional, de tal suerte que los actores decisores involucrados obtengan soluciones equitativas o por lo menos en términos postmodernos sostenibles y viables.



En este sentido, al entender esta problemática desde la interdependencia, incluyendo la existencia de sistemas interrelacionados por diversos medios, como el político o el económico, se pretende analizar un fenómeno transnacional con graves incidencias en materia social, política, económica y penal.



De hecho para autores como Stanley Hoffman, “la economía mundial es uno de los factores que pueden perturbar la concordancia entre la unidad nacional y los limites territoriales; sea que la unidad y la identidad nacionales se vean amenazadas por fenómenos de inmigración masiva, sea por que masas de pobres y desterrados dejan su patria para alcanzar lugares más afortunados”.�



El enfoque pues que se asumido en el análisis de la información de esta investigación obedece a una lógica enmarcada en este tipo de constataciones y aproximaciones teóricas.



CAPÍTULO II



I - EL TRÁFICO DE MIGRANTES O DE PERSONAS: ALGUNAS PERSPECTIVAS MUNDIALES Y REGIONALES



El Trafico de Migrantes ha llegado a constituir un negocio de alcance mundial, que afecta a una cantidad creciente de países ya sean de origen, tránsito o destino.



Desde el punto de vista de los derechos humanos, el Tráfico de Migrantes suele encarnar una forma especialmente infame y degradante de explotación. Ya durante el tránsito se dan casos de víctimas que se ahogan en el mar, se asfixian en contenedores herméticamente cerrados o son víctimas de tratamientos inhumanos y crueles. Luego, se los obliga con frecuencia a renunciar a sus derechos humanos básicos y a trabajar en condiciones de dura explotación para pagar las deudas que han contraído con los traficantes a cambio de sus servicios para facilitar la inmigración clandestina.



El Tráfico de Migrantes es una actividad ilícita y con frecuencia de índole criminal y organizado, que viola el derecho nacional e internacional y a menudo ambos, mediante la falsificación de documentos para viajar, la facilitación no autorizada del cruce de fronteras y la adulteración de los registros navieros.



Uno de los problemas del incremento del tráfico ilícito de migrantes es la vinculación a este lucrativo negocio de bandas altamente organizadas de delincuentes transnacionales. Es de notar que algunas estimaciones internacionales calculan que anualmente los traficantes de personas ganan alrededor de 5 a 7 mil millones de dólares.� 



El pago no siempre tiene lugar en efectivo, y puede ser exigido por entero ya sea antes de emprender el viaje o al finalizar el mismo. En muchas ocasiones, los traficantes inducen a los migrantes en potencia a optar por un pago en diferido. De tal modo, no sólo se facilita la captación sino que se crea una situación en la cual los traficantes pueden reforzar su dominio sobre sus víctimas y utilizar sus servicios, en condiciones virtuales de servidumbre contractual, para actividades ilícitas e incluso de índole criminal. 



En casos tales como la trata de personas con fines de matrimonio o adopción, son los beneficiarios de dicho tráfico y no las personas objeto del mismo, quienes están obligados a pagar a los traficantes.



Quizá lo más preocupante es que es una actividad en extremo lucrativa y que no ofrece mayores riesgos para los traficantes, en especial porque en muchos países no existen sanciones penales contra este delito o por ser leves y aleatorias cuando están previstas.



En este sentido, es difícil la elaboración y aplicación de medidas apropiadas y eficaces, por cuanto la batalla se libra entre, organizaciones delictivas internacionales muy avezadas y las autoridades migratorias y policiales a menudo sin recursos ni capacitación suficiente para atacar esta manifestación criminal. 



En virtud de lo anterior se hace cada vez más necesaria una cooperación seria y comprometida entre los países tanto de origen como de tránsito y destino. Para ello conviene preguntarse en qué consiste el Tráfico de Migrantes.



No existe una definición generalmente aceptada del mismo. Persisten de hecho considerables malentendidos acerca de la índole exacta de esa actividad, lo cual ha facilitado su auge toda vez que este tipo de vacíos son aprovechados por los traficantes y sus colaboradores. 



El Gobierno de Austria, durante el 52º Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea General de las Naciones Unidas, propuso que la introducción clandestina de migrantes ilegales o tráfico de personas es la acción cometida por cualquier sujeto que, con fines lucrativos procure en forma repetida y organizada la entrada ilegal de personas en un Estado del cuál estas personas no son nacionales ni residentes permanentes. 



Esta definición da cuenta de la perspectiva que se tiene desde las instancias gubernamentales, que catalogan este fenómeno como de índole esencialmente criminal, organizado, ejercido por redes de bandas ampliamente expandidas a través de las fronteras nacionales, en las que se subcontratan los servicios de agentes nacionales, intermediarios, acompañantes, enganchadores y en la mayoría de los casos, a falsificadores profesionales o traficantes de documentación fraudulenta.



Sin duda hay razones coyunturales y subjetivas que incitarían a este comportamiento criminal, pero las víctimas son en la mayoría de los casos migrantes ansiosos de escapar de la pobreza, de la inseguridad política y social y hay también quienes son atraídos por falsas promesas, están desorientados por informaciones distorsionadas y en muchos casos están motivados por situaciones de violencia generalizada.



En la mayoría de los casos, el tráfico implica graves abusos, como la servidumbre por deudas, el confinamiento ilegal y la violencia sexual. Unas veces se engaña a los migrantes o se los obliga a emprender el viaje, mientras que en algunas variedades de tráfico de niños y de mujeres, se procede sencillamente al secuestro y al transporte de las víctimas de un país a otro.



Cómo funciona el Tráfico de Migrantes?



Los traficantes operan mundialmente utilizando el transporte aéreo, terrestre y marítimo y a menudo recurren varias veces a distintos modos de transporte entre el país de origen y el país de destino.



El tráfico por vía aérea requiere del empleo de documentos de viaje fraudulentos. Los traficantes necesitan documentos falsos para que sus víctimas puedan viajar y cruzar las fronteras, para lo que existen empresas ilegales de documentos falsificados y de otros obtenidos por medios delictuosos. 



La documentación fraudulenta puede consistir en documentos auténticos que han sido alterados o robados o bien documentos falsificados; en algunos países existe un floreciente mercado de documentos perdidos; también se da el caso de los migrantes potenciales que obtienen visas auténticas a partir de la presentación de contratos falsos de trabajo o falsas cartas de compromiso de los empleadores del país de destino.



El tráfico por vía marítima reduce los riesgos y ofrece un máximo lucro a las redes transnacionales de traficantes que cuentan con las posibilidades necesarias para modificar los itinerarios y los medios de transporte cada vez que un trayecto habitual es interrumpido por las autoridades.



Es frecuente que las operaciones aéreas y marítimas se complementen con actividades terrestres, casos en los que los migrantes son conducidos a pie hasta la frontera y luego encerrados en contenedores o escondidos en compartimentos secretos de camiones y autobuses, muchas veces dejan a sus víctimas abandonadas cuando aparecen las autoridades.



Los migrantes objeto del tráfico suelen estar motivados por los mismos factores de expulsión y de atracción que generalmente ocasionan las decisiones en materia migratoria. 



Entre las causas básicas se cuentan el incremento demográfico, la desigualdad de ingresos y la pobreza. Es también importante la influencia ejercida por las situaciones personales y familiares, y por los factores políticos, sociales y ambientales.



El tráfico por su parte tiene tres orígenes: 



1) durante las últimas décadas, muchos países de destino han reducido las posibilidades de inmigración legal, mientras que gran número de países expulsores o de origen han ido dejando sin efecto las restricciones a la emigración.



2) la creciente severidad de los procedimientos de asilo ha determinado un incremento general de los intentos de inmigración irregular.



3) muchos países han intensificado sus intentos de fiscalización y controles fronterizos dificultando así las entradas ilegales.



En lo que hace al factor “atracción” es de notar que en muchos países existe una importante demanda de fuerza de trabajo que no es satisfecha por las vías ordinarias ni es objeto de reglamentación en los regímenes de migración legal.



Como parte del fenómeno general del Tráfico de Migrantes Ilegales, va también el incremento del tráfico de mujeres. La feminización de la migración internacional coloca a muchas mujeres en puestos vulnerables, por ejemplo, en el servicio doméstico o en establecimientos de diversión y otras modalidades laborales irregulares e incluso criminales. 



De hecho, uno de los mercados más lucrativos del tráfico de personas es el que tiene que ver con el comercio de los servicios de mujeres jóvenes, que nutren el denominado “comercio de la carne”, a través de trabajos riesgosos y decadentes.�



En algunos países en desarrollo, los traficantes aprovechan la situación subordinada de las mujeres y en particular de las más jóvenes, en la sociedad y en el hogar, para inducirlas a la prostitución o “venderlas” para contraer matrimonio por coerción.



Según algunas entrevistas y estudios realizados por investigadores norteamericanos, en países como Tailandia o las Filipinas, se recluta a las mujeres más jóvenes y bonitas, se las “entrena” y después se las “distribuye” a países cercanos como Japón y Australia en dónde el comercio sexual está ampliamente aceptado por la sociedad. 



El caso de los menores no es menos preocupante, toda vez que ha ido en aumento la demanda de niños y niñas para parejas infértiles y para fines ilícitos como la pornografía con menores, la pedofilia y otros “usos” como la servidumbre, el trabajo doméstico y los trabajos irregulares en fábricas y maquilas que los reclutan para reducir los costos de la contratación de adultos.



La seguridad física de los migrantes víctimas de tráfico puede ser amenazada por viajes inseguros, como los efectuados en navíos que no están en condiciones de navegar o en contenedores cerrados, como los que se emplean para el transporte de mercancías y cargas pesadas. 



Una vez llegados a los lugares de destino, deben hacer frente a la clandestinidad, privados de las condiciones necesarias para vivir normalmente. La dignidad humana básica de los migrantes es socavada por las precarias circunstancias de la clandestinidad, la probabilidad de explotación en el mercado laboral no estructurado (informal) y el temor constante de ser descubiertos y deportados.



Para los países de destino, de tránsito y de origen, la existencia de medios de migración ilegales altamente lucrativos y el incremento de colectividades de emigrantes clandestinos menoscaban los beneficios de la migración ordenada. 



Igualmente, dan lugar a que cunda en la población el temor de que las fronteras no estén bien resguardadas y los sentimientos de xenofobia y las tensiones étnicas en los países de destino se intensifican.



A medida en que éstos últimos aplican con éxito disposiciones para reprimir el tráfico, es mayor el número de migrantes que por largos períodos de tiempo son abandonados “en tránsito”. Además, mientras va en aumento el número de países que imponen mayores restricciones, el tráfico se desplaza al mismo tiempo. 



Es a menudo en los países de tránsito donde se prepara o se obtiene la documentación fraudulenta y donde se soborna a funcionarios o a transportadores para facilitar el cruce de las fronteras. 



Pero el Tráfico de Migrantes engendra corrupción no sólo en los países de tránsito sino también a veces, en los de origen y de destino. Los funcionarios de migraciones y de policía inescrupulósos, o sencillamente mal pagados, son presa fácil para los prósperos traficantes que pueden llegar a ofrecerles sumas muy atractivas.



El ejemplo del tráfico de mujeres migrantes y su aumento alarmante es en extremo diciente. Con esta modalidad se ha propiciado que muchas mujeres, atraídas por la promesa de un empleo lucrativo en el extranjero, acepten sin reticencias los servicios de traficantes de migrantes. Una vez que están atrapadas en el entorno de la migración ilegal del país de acogida, son vulnerables a diversas formas de abuso que van desde el trabajo atado hasta la prostitución forzada. 



La industria del sexo es el objetivo particular de los traficantes puesto que ofrece grandes ganancias. Entre tanto, las mujeres migrantes objeto del tráfico experimentan serias violaciones de los derechos humanos básicos. 



Sólo el 11 por ciento de las mujeres entrevistadas sabía que iba a trabajar como prostitutas, en comparación al 80 por ciento que cayó en las redes de la industria del sexo. Incluso aquellas que sospechaban que podrían estar involucradas en una actividad ilícita no estaban preparadas para el control total de su vida cotidiana y sus actividades por parte de los empleadores. 



En efecto, la mayoría de las mujeres ingresaron al Japón sin encontrar mayores problemas pese a que utilizaron pasaportes falsos. Tras su llegada, los empleadores confiscaron los pasaportes, restringieron sus movimientos y les obligaron a ejercer la prostitución. La mayoría de las mujeres vivían en cuartos sin ventanas, no tenían derecho a salir del mismo sin estar acompañadas y los empleadores retenían por lo menos el 75 por ciento de sus ingresos. 



Casi la mitad de las mujeres se quejaron de la falta de alimentos y calefacción. Prácticamente el 50 por ciento fue víctima de abusos de orden físico o psicológico. Un tercio trabajaba en establecimientos controlados por sindicatos del crimen tales como "Yakuza". Las condiciones opresivas de trabajo les obligaron a intentar escapar; pocas lo consiguieron con la ayuda de ONG, amigos y la Embajada de Filipinas.



De las mujeres entrevistadas por haber sido objeto de tráfico, el 75 por ciento retornó a Filipinas con problemas de salud (aunque no se dispone de información sobre su estado de salud antes de la partida). El 30 por ciento fue despedido de sus “empleos” por razones de embarazo. Algunas tenían enfermedades venéreas, VIH o estaban en tratamiento psicológico.



El Japón, junto con Europa Occidental y América del Norte, han sido el objetivo principal de los traficantes de migrantes desde principios del decenio. El mercado laboral sumamente controlado, de trabajadores extranjeros sin competencias, combinado con las oportunidades económicas y la constante demanda, han dado lugar a considerables cantidades de migrantes ilegales. 



A principios de los años 70, las mujeres Filipinas con visados de artistas empezaron a llegar al Japón y a su industria del sexo. En los años 80, esta tendencia trajo consigo una corriente de mujeres tailandesas, muchas de las cuales ingresaron en el país con un visado de turista o de tránsito. 



Recientemente, se observa una nueva corriente de mujeres objeto del tráfico procedentes de países tales como Colombia y República Dominicana. No obstante, hoy en día, el Japón sigue siendo el principal país de destino para muchos trabajadores de Filipinas con contrato en ultramar, especialmente mujeres artistas.  Se estima que un promedio de 100.000 a 150.000 mujeres filipinas van a trabajar anualmente al Japón. 



Actualmente se desarrolla una nueva tendencia debida a factores tales como la amenaza del SIDA, por lo cual la demanda de prostitutas jóvenes no deja de aumentar y hay cada vez más niñas que son secuestradas, compradas, vendidas y objeto del tráfico a través de fronteras con fines de prostitución.



Habida cuenta de que la mayoría de las mujeres no pudieron encontrar un empleo tras su regreso a Filipinas, decidieron retornar al Japón o trasladarse a otro país para vivir allí. Por ello, una recomendación política que surge de las respuestas a esta encuesta para el Gobierno de Filipinas y las ONG es proporcionar asistencia jurídica, financiera e institucional a las mujeres retornantes que han sido objeto de tráfico.



Las recomendaciones políticas que emanan del estudio abordan la cooperación entre las autoridades del Japón y los países de origen, además de alentar la asistencia al desarrollo con miras a crear oportunidades de empleo para las mujeres. El Gobierno de Filipinas y las ONG locales ya han adoptado medidas con respecto al retorno y la reintegración de trabajadores con contratos en ultramar. 



Por ello, una de las recomendaciones es utilizar las actividades de apoyo en curso, incrementar la eficacia de esta asistencia y velar por qué no se deje de lado a los retornantes que han recurrido a medios ilegales para ir al extranjero, incluidas las mujeres retornantes que han sido objeto del tráfico.



La cooperación política entre los países y la investigación sobre los mecanismos de tráfico son así mismo esenciales y pueden contribuir a la capacitación de funcionarios gubernamentales sobre la cuestión. Además de la adopción de la legislación para luchar contra los traficantes, tanto en el Japón como en los países de origen, es necesaria una política de asistencia para las víctimas. En abril de 1997, el Japón ha elaborado las enmiendas apropiadas a su legislación migratoria con miras a penalizar a los traficantes de migrantes.







II - DE LAS ORGANIZACIONES CRIMINALES DEDICADAS AL TRÁFICO DE MIGRANTES



Hay cada vez más indicios de que los traficantes de personas se están vinculando con redes de organizaciones delictivas internacionales, especializadas también en el contrabando de drogas ilícitas o de armas. Este auge de la delincuencia organizada es un enorme motivo de preocupación internacional. 



De hecho, durante el sexto período ordinario de sesiones de la Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal de las Naciones Unidas (1997), se propuso el proyecto de texto único de la Convención Marco contra la Delincuencia Organizada, que a la letra indica que:





“Artículo 1: 



1. A los efectos de la presente Convención, por “delincuencia organizada”, se entenderán las actividades colectivas de tres o más personas, unidas por vínculos jerárquicos o de relación personal, que permiten a sus dirigentes obtener beneficios o controlar territorios o mercados, Nacionales o extranjeros, mediante la violencia, la intimidación o la corrupción, tanto intensificando la actividad criminal como con fines de inflitrarse en la economía legítima, en particular mediante:



a- tráfico ilícito de estupefacientes o sustancias sicotrópicas y blanqueo de dinero;

b- trata de personas, como se define en el Convenio para la Represión de la Trata de Personas y de la Explotación de la Prostitución Ajena de 1949

c- falsificación de moneda

d- tráfico ilícito o robo de objetos culturales

e- robo de material nuclear

f- actos terroristas

g- tráfico ilícito o robo de armas y materiales o artefactos explosivos

h- tráfico ilícito o robo de vehículos de motor

i- corrupción a funcionarios públicos



2. Para los efectos de la presente Convención, “delincuencia organizada” incluye la comisión de actos por un miembro de un grupo como parte de la actividad criminal de dicha organización.”



El grupo de expertos de alto nivel que propuso los términos de este Proyecto de Convención, señaló la necesidad de actualizar los instrumentos internacionales vigentes y en particular la Convención contra la Esclavitud de 1926, enmendada por el Protocolo de 1953, la Convención suplementaria sobre la Abolición de la Esclavitud, la Trata de Esclavos y las instituciones y prácticas análogas a la Esclavitud de 1956, el Convenio sobre Trabajos Forzosos de 1930 y el Convenio para la Represión de la Trata de Personas y de la Explotación de la Prostitución Ajena de 1949.



A. Convención contra la Esclavitud de 1926, enmendada por el Protocolo de 1953 y la Convención suplementaria sobre la Abolición de la Esclavitud, la Trata de Esclavos y las instituciones y prácticas análogas a la Esclavitud de 1956.



En la Convención sobre la Esclavitud, enmendada por el Protocolo de 1953, se definen la esclavitud y la trata de esclavos y se obliga a los Estados partes a adoptar diversas medidas, incluida la penalización para reprimir estas prácticas. 



En la Convención suplementaria, se definen una serie de prácticas similares a la esclavitud, como la esclavitud por deuda, la servidumbre, las prácticas matrimoniales en que se explota el trabajo de la mujer y la explotación del trabajo de los menores por parte de los padres o tutores; la Convención obliga también a los Estados partes a abolir estas prácticas, a tipificar como delitos ciertas conductas que perpetúan la esclavitud y la trata de esclavos, y a cooperar entre sí en el cumplimiento de los fines de la Convención.



Ni la Convención sobre la Esclavitud ni la Convención suplementaria tratan específicamente, en su forma actual, de la delincuencia organizada. Tampoco pueden interpretarse en el sentido de que imponen a los Estados partes la obligación de penalizar manifestaciones conexas a la delincuencia moderna, como la explotación de los inmigrantes ilegales por parte de grupos delictivos organizados que los introducen ilegalmente en los países de destino y de tránsito, la utilización de la coerción por parte de los grupos delictivos que intentan perpetuar la trata de personas con fines ilícitos como la prostitución internacional o las bandas internacionales que obligan a menores a participar en sus actividades pornográficas. 



En virtud de lo anterior, conviene enmendar estos instrumentos de modo que puedan ser útiles para combatir estas modalidades de la trata de personas.



Para modernizar efectivamente estos tratados es necesario negociar un considerable número de nuevas disposiciones internacionales y consolidar las definiciones propuestas en la Convención Marco de las Naciones Unidas.



B. Convenio sobre el Trabajo Forzoso (1930)



Este convenio limita las condiciones en que puede exigirse “trabajo forzoso u obligatorio” y obliga a los Estados partes a reprimir y penalizar las formas de trabajo no sancionadas por el instrumento.



Es de notar que son pocos los Estados que han tipificado nuevas formas de explotación como delitos concretos o han recrudecido las penas para evitar que ciertos grupos criminales cometan estos delitos. 









C. Convenio para la Represión de la Trata de Personas y de la Explotación de la Prostitución Ajena (1949)



Este Acuerdo obliga a los Estados partes a penalizar el proxenetismo y otras conductas de fomento a la prostitución. El tratado contiene disposiciones de cooperación entre las autoridades que son mucho más amplías que las previstas en la Convención sobre la Esclavitud y el Convenio sobre el Trabajo Forzoso. 



Concretamente, este instrumento exige que los delitos que entren en su jurisdicción y ámbito sean considerados delitos que den lugar a extradición entre los Estados partes, el enjuiciamiento de los delitos por el Estado parte que se niegue a conceder la extradición del delincuente en razón de su Nacionalidad, la cooperación de los Estados partes en la ejecución de las cartas rogatorias relativas a delitos regulados por el acuerdo, el establecimiento de autoridades centrales encargadas de coordinar la aplicación del convenio y de cooperar con otros Estados, y el intercambio de información entre los Estados partes sobre delitos y delincuentes.



La actualización de este instrumento multilateral podría resultar difícil, dado que un considerable número de Estados no lo han ratificado. Por ejemplo Colombia, sólo hasta 1998 lo propuso para su ratificación y suscripción ante el Poder Legislativo.



En cualquier caso, parece necesario modificarlo sustancialmente para asegurar una amplía penalización de fenómenos como la explotación de menores en relación con la producción de material pornográfico o con el turismo sexual, y para asegurar que los Estados partes estén obligados a imponer penas más graves a quienes participen en planes de los grupos delictivos organizados y promuevan tales conductas.



Igualmente, durante el séptimo período ordinario de sesiones de la Comisión de prevención del Delito y Justicia Penal (1998), fueron propuestos dos proyectos de resolución que serán aprobados por el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas (ECOSOC), relativos a este tema.



Proyecto de Resolución IV



Medidas contra el tráfico ilícito de migrantes, incluso por mar,� incluye en sus considerandos el carácter transnacional,  organizado e infrahumano del tráfico y transporte ilícitos de migrantes y por ende la necesidad de luchar contra esta modalidad delictiva a través de la suscripción de acuerdos, bilaterales, regionales y multilaterales, así como la vulnerabilidad de las mujeres y los niños como víctimas potenciales de este delito.



Hace énfasis en la necesidad de considerar la posibilidad de crear un instrumento jurídico internacional eficiente, que tenga en cuenta los derechos humanos reconocidos universalmente, concordante con el proyecto de convención internacional contra la delincuencia transnacional organizada propuesto por las Naciones Unidas.



Proyecto de resolución V



Medidas para combatir la trata internacional de mujeres y de niños�, señala en sus considerandos la necesidad de dirigir los esfuerzos, los recursos y la atención en los países de destino para la prevención y el castigo de las actividades de todos aquellos que organicen y faciliten la trata internacional de mujeres y niños, incluyendo a las agrupaciones de delincuentes, los traficantes individuales, los empleadores y sus clientes, quienes a menudo someten a las víctimas a diversas formas de servidumbre por deudas, de explotación laboral y/o sexual, y otras con carácter delictivo.



Así mismo, alienta a los Estados miembros que aún no la han hecho, a que promulguen normas de derecho penal interno contra este flagelo, teniendo en cuenta que la mayoría de instrumentos vigentes en la materia no amparan suficientemente a las mujeres y los niños contra este tipo de delitos.



Del mismo modo, propone la creación de medidas de prevención destinadas a educar a las víctimas potenciales y a sus familias, así como medidas de vigilancia contra los traficantes y todos aquellos que los ayuden.



También sugiere la resolución, que se dicten medidas de protección para ayudar a las víctimas de la trata, así como de amparo para toda víctima que colabore en la instrucción de la causa penal contra los traficantes (fomento a los programas de protección a testigos).



Destaca igualmente la resolución, la importancia de que los Estados intercambien información, coordinen sus labores de vigilancia y cooperen de cualquier otro modo acorde con su derecho interno, a fin de localizar y detener a los que organizan la trata de mujeres y niños, así como a los que saquen provecho de las víctimas; que impartan capacitación especializada a su personal de vigilancia e inmigración y a todo otro cuerpo competente y a que pongan en marcha campañas de información pública para alertar a las víctimas eventuales y a la ciudadanía en general contra los peligros de explotación despiadada y de pérdida eventual de la vida que son inherentes a la trata de personas.



Señala la necesidad de que tanto los países de origen, como los de destino y tránsito, observen plenamente sus obligaciones internacionales y las normas de su derecho interno, en particular en lo relativo al trato humanitario y la estricta observancia de los derechos humanos de las mujeres y los niños, con independencia de si esas personas han sido víctimas voluntarias o involuntarias de la trata.�



Deja en claro esta resolución que las labores de prevención de la trata internacional de mujeres y niños no deberá inhibir la migración legal o la libertad de viajar, ni menoscabar la protección que ha de brindarse a los refugiados, con arreglo al derecho internacional.



Por último, esta propuesta señala la necesidad de reforzar y dirigir la cooperación internacional y la asistencia técnica con destino a los países en desarrollo y en transición.



Se espera que con estos compromisos la comunidad internacional luche con más ahínco en contra de esta aberrante modalidad delictiva y fortalezcan sus aparatos legislativos a fin de sancionar a cabalidad a los responsables de este tipo de explotación en contra de la persona humana.

�

PARTE III

El Tráfico de Mujeres, Niñas y Niños en Colombia:



Testimonio: 

“Mi nombre es “Samantha”, vivo o mejor nací en Bella Vista, ahí cerca de la cárcel.… yo creo que ese es un ambiente bien duro, claro que nunca es como le toca a uno allá.

Mire yo estuve en Rotterdam cuando llegué, allá me tuvieron como tres meses y después nos cogieron y nos pusieron a acompañar señores a unos sitios que llaman clubes, así para el fin de semana y algunos días también entre semana. Aveces eran así unos monotes hasta bonitos, pero eso si llegaban unos japoneses, con un montón de plata pero también con un montón de mañas y costumbres rarísimas. Aunque eso si lo peor son las vitrinas… ahí si la ve uno grave, me entiende, hay clientes a los que les gusta hacerlo delante de todos, con las cortinas abiertas, osea que usted no sólo se la pasa embola en ese visaje (sic) sino que además no falta el que le gusta que lo miren también haciendo porquerías.

Ahora estoy regresando por que me deportaron de Amsterdam, ya llevaba casi seis meses por que me hice medio amiga de uno de los que nos cuidaban y el tipo se portó bien y me cuidó hasta lo que más pudo, pero como la cosa estaba dura, le llegó la poli (sic) y nos deportaron a todas. En el grupo que volvió conmigo éramos como veinte colombianas. Y si me pregunta en este momento yo hago lo que sea por volver, aquí las cosas no están como para quedarse” 

Cali, junio de 1998.

Entrevista lograda sin grabación  con una mujer de origen vallecaucano



Capítulo I



 Necesidad de elaborar una definición



I - ANTECEDENTES.



Un problema fundamental para responder con políticas preventivas y represivas por parte del Estado frente al tráfico de mujeres es la falta de una definición precisa y sin ambigüedad. El concepto tradicional del tráfico enfoca su interés solamente hacia la prostitución y eventualmente se hace extensiva a la preocupación por niñas inocentes quienes deben ser protegidas contra actividades de reclutamiento hacia los burdeles, ignorando substancialmente los abusos y las condiciones esclavistas dentro de estos establecimientos. 



Además, el concepto tradicional no consigna las formas contemporáneas del tráfico, tales como el tráfico de mujeres a través de las oficinas de matrimonios comerciales y el comercio con empleadas domésticas, de la misma manera no menciona el tráfico de niñas y niños mediante la adopción por vías y pagos ilegales, el alquiler de vientres, el pago directo y la utilización de niños y niñas para el servicio doméstico, como modalidades delictivas que han hecho más sofisticado y cruel este fenómeno.



Así mismo, a nivel internacional, los tratados y convenios no ofrecen una clara definición de tráfico de mujeres, incluso algunos son bastante confusos, por ejemplo, al confundir tráfico y migración ilegal o contrabando de extranjeros o simplemente al equiparar tráfico con prostitución. 



La Convención de las Naciones Unidas sobre Tráfico de Mujeres de 1949 inclusive falla en definir los dos principales términos “Tráfico de Mujeres” y “Prostitución Forzada”. �



I. 1 - Hacia una definición más actualizada



Por esa razón es necesario desarrollar definiciones claras para proyectar medidas que sean efectivas y que no ocasionen efectos secundarios involuntarios e indeseables para las víctimas ni para sus familiares. 



Con el fin de hacer un aporte en este sentido se presenta una definición más actualizada con base en el término propuesto por la Relatora Especial de Naciones Unidas que contiene a su vez un conjunto de definiciones que se acercan a un diagnóstico sobre la complejidad del fenómeno y sus diferentes modalidades�:



- Tráfico de Mujeres: Todos los actos involucrados en el reclutamiento y/o transporte o desplazamiento de una mujer dentro y a través de las fronteras Nacionales para trabajo o servicios por medio de violencia o amenaza de violencia, abuso de autoridad o posición dominante, cautiverio por deuda, engaño u otras formas de coerción.



- Tráfico Internacional de Menores: Es el traslado con fines ilícitos de un menor a un Estado distinto de aquel en el cual tiene su residencia habitual, cualquiera que sea el propósito, ya sea con ánimo de lucro o de cualquier otro beneficio para sí o para cualquier otra persona, grupo de personas u organización.�



- Trabajo Forzado y Prácticas Esclavistas: La extracción de trabajo o servicios de cualquier mujer o la apropiación de la identidad legal y/o persona física o desconocimiento de la personalidad jurídica de cualquier mujer por medio de violencia o amenaza de violencia, abuso de autoridad o posición dominante, cautiverio por deuda, engaño u otras formas de coerción.



- Cautiverio por Deuda: Comprometer los servicios personales o trabajo de una persona indefinidamente por una deuda, cuando la duración y la naturaleza del servicio no están claramente definidas.



- Trabajo o servicio doméstico: Incluye todos los servicios domésticos, sexuales, reproductivos u otros servicios rendidos bajo las condiciones de coerción mencionadas anteriormente, independientemente de que estos servicios se reconozcan como trabajo, así tomen lugar bajo un contrato laboral o bajo un contrato matrimonial. 



- Apropiación de Identidad Legal y/o Persona Física: Se refiere a la propiedad parcial o total según se usa en las Slavery Conventions  pero la palabra “apropiación” se usa para denotar el acto de reclamar el acto de propiedad de una persona actuando como si fuese su dueño.



La apropiación de la identidad legal puede oscilar desde confiscación de los documentos de identidad de una persona hasta proveerle una falsa identidad a una persona con la consiguiente pérdida de la personalidad legal bajo un contrato matrimonial.



- Propósitos ilícitos: Incluyen entre otros prostitución, explotación sexual, servidumbre, trabajo forzado, o cualquier otro propósito ilícito ya sea en el Estado de residencia habitual de la persona o en el Estado dónde la persona se encuentre.



- Medios ilícitos: Incluye entre otros al secuestro, consentimiento fraudulento o forzado, la entrega y/o recepción de pagos o beneficios ilícitos con el fin de lograr el consentimiento de los padres o de la institución (en el caso de que se trate de un menor abandonado), o cualquier otro medio ilícito ya sea en el Estado de residencia habitual de la persona o en el Estado dónde se encuentre.





II - El Tráfico de Mujeres, Niñas y Niños desde la perspectiva de los Tratados Internacionales.



Las posibilidades no sólo de ampliar la definición sobre este delito sino de acercar su comprensión a una fundamentación basada en los tratados internacionales es clara.



Son varios los tratados internacionales ratificados por Colombia, en los que se prevé el compromiso inequívoco del Gobierno Nacional para luchar contra la explotación sexual y el tráfico de mujeres y niños que pueden relacionarse con diversas instancias de las violaciones a los Derechos Humanos, tales como el Pacto de San José de Costa Rica de 1969; la Convención Internacional sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer de 1981 y el Convenio Internacional  para la Represión de la Trata de Mujeres y Niñas de 1921. 



Así mismo, conviene recordar los anteriormente mencionados principios del Convenio para la Represión de la Trata de Personas y de la Explotación de la Prostitución Ajena de 1949.



El Pacto de San José  de Costa Rica, ratificado por Colombia en 1972, en el capítulo II, relativo a los Derechos Civiles y Políticos, artículo 5, circunscrito al Derecho a la Integridad Personal, numeral  1, indica que: “Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad  física y moral.”. De igual manera, el numeral 2 enuncia que : “Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes (...)”. 



Es de notar adicionalmente que el artículo más significativo del pacto de San José es el 6º, relativo a la prohibición de la esclavitud y servidumbre, que dice en el numeral 1, que:  “Nadie puede ser sometido a esclavitud y servidumbre, y tanto éstas como la trata de esclavos y mujeres están prohibidas en todas sus formas.” y consolidando lo anterior, el numeral 2 del mismo artículo indica que: “Nadie debe ser constreñido a ejecutar un trabajo forzoso u obligatorio.(...)”. 



La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer”, suscrita en la Ciudad de Belem do Pará, Brasil, el 9 de junio de 1994,  aprobada mediante la Ley 248 de 29 de diciembre de 1995, en cuyo primer capítulo, relativo a la Definición y Ámbito de Aplicación, en su artículo 2º indica que: “Se entenderá qué violencia contra la mujer incluye la violencia física, sexual y psicológica: a)que tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier otra relación interpersonal, ya sea  que el agresor comparta o haya compartido el mismo domicilio que la mujer, y que comprende entre otros violación, maltrato y abuso sexual; b) que tenga lugar en la comunidad y sea perpetrada por cualquier persona y que comprende, entre otros, violación, abuso sexual, tortura, trata de personas, prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en el lugar de trabajo, así como en instituciones educativas, establecimientos de salud o cualquier otro lugar, y c) que sea perpetrada o tolerada por el Estado o sus agentes, donde quiera que ocurra.”





El Convenio Internacional para la Represión del Tráfico de Mujeres y Niños de 1922,  ratificado el 15 de enero de 1937, que en su artículo 7 indica que: “Las Altas Partes contratantes se comprometen, en relación con la inmigración y la emigración,  a adoptar las medidas administrativas y legislativas que se necesiten para contrarrestar el Tráfico de Mujeres y Niños. En particular se comprometen a expedir las normas que sean necesarias para la protección de mujeres y niños que viajen en barcos de emigrantes, no sólo en los puntos de salida y llegada, sino también durante el viaje y a hacer arreglos para la exposición, en estaciones de trenes y en puertos, de avisos que adviertan a mujeres y niños sobre el peligro del Tráfico e indicando los lugares donde puedan obtener alojamiento y ayuda.”



A este nivel conviene recordar los principios del Convenio para la Represión de la Trata de Personas y de la Explotación de la Prostitución Ajena de 1949, en su artículo 17, que indica que: “Las Partes en el presente Convenio se comprometen a adoptar o mantener en relación con la inmigración y la emigración, las medidas que sean necesarias, con arreglo a sus obligaciones en virtud del presente Convenio, para combatir la Trata de personas de uno u otro sexo para fines de prostitución. En especial se comprometen: a) a  promulgar las disposiciones reglamentarias que sean necesarias para proteger a los inmigrantes o emigrantes, y en particular a las mujeres y a los niños, tanto en el lugar de llegada o de partida como durante el viaje, b) a adoptar disposiciones para organizar una publicidad adecuada en que se advierta al público el peligro de dicha trata y c) a adoptar las medidas adecuadas para garantizar la vigilancia en las estaciones de ferrocarril, en los aeropuertos, en los puertos marítimos y durante los viajes y en otros lugares públicos a fin de impedir la trata internacional de personas con fines de prostitución, a  adoptar las medidas para informar a las autoridades competentes de la llegada de personas que prima facie parezcan ser culpables o cómplices de dicha trata, o víctimas de ella.”

�

III- El Tráfico de Mujeres, Niñas y Niños y la legislación nacional



Sólo recientemente se han adelantado pasos para adaptar la normatividad  colombiana a un tratamiento más integral de este delito.



La Ley 360 de 1997, en lo que hace al desarrollo legislativo nacional en esta materia, dio un paso muy importante al introducir la modificación al Título XI del libro II del Decreto - Ley 100 de 1980 (Código Penal), relativo a los delitos contra la libertad y el pudor sexuales, y la adición del artículo 417 al Decreto 2700 de 1991 (Código de Procedimiento Penal). El siguiente cuadro es ilustrativo de la descripción de los tipos penales y las respectivas sanciones penales en los avances logrados por la mencionada ley.



Ley 100 de 1980  (Código Penal)�Ley 360 de 1997, modifica la anterior��Delitos contra la libertad y el pudor sexual�Sanción punitiva�Delitos contra la libertad sexual y la dignidad humana, Ley 360�Sanción Punitiva��Acceso carnal violento: El que realice acceso carnal con persona mediante violencia  �Prisión de 2 a 8 años�Acceso carnal  violento: El que realice acceso carnal con otra persona mediante violencia

�Prisión de 8 a 20 años��Acto sexual violento: El que realice en otra persona acto sexual diverso del acceso carnal mediante violencia�Prisión de 1 a 3 años�Acto sexual violento: El que realice en otra persona acto sexual diverso del acceso carnal mediante violencia�Prisión de 4 a 8 años��Acto sexual en persona puesta en incapacidad de resistir:  El que realice acceso carnal con persona a la cual haya puesto en incapacidad de resistir o en estado de inconsciencia o en condiciones de inferioridad psíquica que le impida comprender la relación sexual�Prisión de 2 a 8 años�Acto sexual en persona puesta en incapacidad de resistir:  El que realice acceso carnal con persona a la cual haya puesto en incapacidad de resistir o en estado de inconsciencia o en condiciones de inferioridad psíquica que le impida comprender la relación sexual, o dar su consentimiento�Prisión de 4 a 10 años��Acceso carnal mediante engaño:  El que mediante engaño obtenga acceso carnal con persona mayor de 14 años y menor de 18 (estupro)�Prisión de 1 a 5 años�No fue modificado���Acto sexual mediante engaño (estupro): El que mediante engaño realice en una persona mayor de 14 años y menor de 18 acto sexual diverso al acceso carnal�Arresto de 6 meses a 2 años�No fue modificado���Acceso carnal abusivo con menor de 14 años: El que acceda carnalmente a una persona menor de 14 años �Prisión de 1 a 6 años�Acceso carnal abusivo con menor: El que acceda carnalmente a una persona menor de 14 años�Prisión de 4 a 10 años��Acceso carnal abusivo con incapaz de resistir: El que acceda carnalmente a una persona en estado de inconsciencia o que padezca trastorno mental o que esté en incapacidad de resistir�Prisión de 2 a 6 años�Acceso carnal abusivo con incapaz de resistir: El que acceda carnalmente a una persona en estado de inconsciencia o que padezca trastorno mental o que esté en incapacidad de resistir�Prisión de 3 a 10 años��Corrupción: El que realizare acto sexual diverso del acceso carnal con persona menor de 14 años o en su presencia o la induzca a prácticas sexuales,�Prisión de 1 a 4 años�Actos sexuales con menor de 14 años: El que realizare actos sexuales diversos del acceso carnal con persona menor de 14 años o en su presencia o la induzca a prácticas sexuales�Prisión de 2 a 5 años��Inducción a la prostitución: El que con ánimo de lucrarse o para satisfacer los deseos de otro induzca al comercio carnal o a la prostitución a una persona honesta �Prisión de 1 a 3 años�Inducción a la prostitución: El que con ánimo de lucrarse o para satisfacer los deseos de otro induzca al comercio carnal o a la prostitución a una persona�Prisión de 2 a 4 años��Constreñimiento a la prostitución: El que con ánimo de lucrarse o  para satisfacer los deseos  de otros constriña a persona honesta al comercio carnal o a la prostitución�Prisión de 2 a 7 años�Constreñimiento a la prostitución: El que con ánimo de lucrarse o  para satisfacer los deseos  de otros constriña a cualquier persona  al comercio carnal o a la prostitución�Prisión de 3 a 9 años��Trata de mujeres y de menores: El que promoviere o facilitare la entrada o salida del país de mujer o menor de uno u otro sexo para que ejerzan la prostitución�Prisión de 2 a 6 años�Trata de personas: El que promueva la entrada o salida del país de una persona para que ejerza la prostitución, �Prisión de 2 a 6 años ��Estímulo a la prostitución de menores: El que destine casa o establecimiento para la práctica de actos sexuales en que participen menores de 14 años�Prisión de 6 meses a 4 años�Estímulo a la prostitución de menores: El que destine, arriende, mantenga, administre o financie casa o establecimiento para la práctica de actos sexuales en que participen menores de edad�Prisión de 2 a 6 años����Pornografía con menores: El que fotografíe, filme, venda, compre, exhiba o de cualquier manera comercialice con material pornográfico en el que participen menores de edad�Prisión de 4 a 10 años��

Las reformas al título en cuestión se dieron esencialmente en lo que hace al aumento en las penas de los siguientes delitos: acceso carnal violento, acto sexual violento, acto sexual en persona puesta en incapacidad de resistir, acceso carnal abusivo con menor, acceso carnal abusivo con incapaz de resistir, inducción a la prostitución, constreñimiento a la prostitución, trata de personas, estímulo a la prostitución de menores y pornografía con menores. 



Adicionalmente es de notar la supresión del artículo 307, relativo a la extinción de la acción penal por matrimonio válido de la víctima con alguno de sus agresores, especialmente en el caso de la violación.



Sobre el particular debe anotarse que se incrementaron tanto las penas como las multas inclusive hasta 500 veces el valor del salario mínimo legal mensual vigente. Igualmente, la adición del artículo 417 del Código de Procedimiento Penal prohibe la libertad provisional en los siguientes casos, entre otros:



* Ilícita explotación comercial

* Privación ilegal de la libertad

* Tortura

* Acceso carnal abusivo con incapaz de resistir 

* Actos sexuales con menor de 14 años

* Inducción a la prostitución

* Constreñimiento a la prostitución

* Trata de personas

* Estímulo a la prostitución con menores



En esa medida vemos que las definiciones que propone la Relatora Especial de las Naciones Unidas no se alejan en nada a lo establecido en las leyes y tratados internacionales asumidos como Ley de la República, aunque cabe señalar que los vacíos se ubican más bien en la falta de medidas administrativas y jurisdiccionales para hacer efectiva la aplicación de la normatividad existente, pues es evidente, que el fenómeno de la impunidad se debe a la falta de aplicación de los mecanismos legislativos, por razones de interpretación de ley, la falta de especialización y sensibilización de las instituciones y funcionarios encargados de conocer el problema y en el extremo de los casos la ausencia del propio desarrollo legislativo. 



Debe anotarse sin embargo, que a pesar de los esfuerzos del gobierno Nacional por armonizar esta legislación con los cánones internacionales no se especifica ni penaliza el tráfico al interior de las fronteras nacionales.



Adicionalmente debe subrayarse que la legislación en comento no aclara la situación del tráfico de personas destinadas a otras actividades diferentes a la prostitución, pese a que el propio título se refiere a delitos contra la dignidad humana, que deberían incluir aquellas circunstancias en las que se involucra el trabajo forzado y la servidumbre.



Por último, la legislación vigente en lo que se refiere al control, cuidado y deberes y derechos de los niños y las niñas, es decir el Decreto 2737 de 1989 (Código del menor) señala en su capítulo III, artículo 27 que: “El Estado por medio de los organismos competente, tomará todas las medidas necesarias para prevenir y sancionar el tráfico y el secuestro de menores, y las adopciones ilegales”. Las mencionadas medidas aparentemente sólo se han empezado a tomar con la seriedad y el rigor necesarios únicamente a partir de 1996, es decir casi siete años después de que fuera promulgado el Código en comento.



�

IV- El Tráfico de Mujeres, Niñas y Niños y la realidad nacional y mundial



A esto van unidos igualmente fenómenos extrajurídicos que se insertan en una cultura que ha invisibilizado la violencia contra las mujeres, los niños y las niñas haciendo de ello un problema social que desconoce esta realidad tanto en el ámbito de lo público como de lo privado.



A- LA REALIDAD MUNDIAL



Conviene mencionar que la Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal de las Naciones Unidas ha contemplado dentro de sus temas prioritarios, el seguimiento del tema en los siguientes términos: “La prostitución es desde hace tiempo un elemento importante en las actividades de las organizaciones delictivas a nivel Nacional e internacional. (....) Este tipo de tráfico trata a la mujer como un artículo que tiene valor de mercado, el trabajo sexual no existe por casualidad, desempeña una función importante en la economía mundial, donde se considera a las mujeres y a los niños y niñas como fuentes de placer y piezas de repuesto para el mundo desarrollado.” � 



Igualmente, la Comisión plantea que de manera más general uno de los fenómenos más graves relativos a la delincuencia transnacional organizada ha sido el aumento del tráfico de personas, actividad que tiene varias dimensiones, la primera de las cuales está ligada a la cuestión de los migrantes ilegales. 



De acuerdo con estudios realizados por las Naciones Unidas, las organizaciones delictivas tratan en la actualidad de pasar clandestinamente al rededor de un millón de personas al año, provenientes de los países más pobres hacia los más desarrollados, lo que constituye una gran amenaza para algunos elementos básicos de la soberanía nacional y pone en peligro a los propios migrantes. 



En efecto, “Los migrantes sufren considerables penalidades, privaciones y ultrajes. Son en extremo vulnerables, y a las mujeres en particular se las reduce a menudo a la esclavitud sexual. (...) Otra versión de esta actividad es la de los padres que venden a sus hijas como novias, a menudo a hombres ricos de otros países. (…) La adopción exige también un examen minucioso y estricto, dado que según varios informes de UNICEF y otras agencias internacionales, el tráfico de menores y en especial de lactantes ha creado un clima de desconfianza e histeria en algunos países, pues la adopción internacional es un negocio de millones de dólares.”�



Es de señalar en este punto que la comunidad internacional ha incrementado su interés por este fenómeno y en diversos países se ha fortalecido el aparato legislativo a fin de luchar real y eficazmente en contra de esta forma inhumana de la delincuencia.



En este sentido, es posible señalar a continuación algunos de los esfuerzos realizados en diversos países en aras de erradicar o por lo menos de limitar al máximo este tipo de actividades y en particular en lo que se refiere a una de sus manifestaciones más alarmantes: el comercio y turismo sexual con menores.



País�Acciones emprendidas��Suecia�La Agencia Sueca de Ayuda Rädda Barnen contribuyó a la producción de una ingeniosa tarjeta que es introducida en los billetes de avión con destino al Asía. Una cara muestra el lado luminoso, mientras que la otra muestra el lado oscuro del turismo. El eslogan advierte al turista sobre su obligación de proteger a los niños y las niñas, de no abusar de ellos y ellas. Las tarjetas son distribuidas a través de la Asociación Sueca de Agencias de Viaje.��País�Acciones emprendidas��Noruega�Rädda Barnen y Den Norske Reisebransjeforeiningen han cooperado en la producción de un folleto que advierte sobre el SIDA y la prostitución infantil.��Francia�La industria turística francesa y varios ministerios acordaron producir un folleto contra la prostitución infantil. Durante la primera parte del programa se distribuyeron más de 300 mil folletos a través de las agencias de viaje y en la actualidad, el programa ha superado el millón de copias distribuidas.��Australia�Los servicios aduaneros de este país ofrecen folletos informativos en las estaciones y aeropuertos, que están disponibles para todos los viajeros, pero esencialmente se ofrecen a los hombres que se dirigen a destinos asiáticos, reconocidos por ser lugares con elevados índices de turismo sexual. La iniciativa de este proyecto fue asumida por la ECPAT- Australia y es financiada por agencias estatales. El mismo proyecto está instalándose en Nueva Zelandia. ��Alemania�En los vuelos de larga duración, los viajeros son receptivos a informaciones puntuales sobre este tema. Hacia finales de los años 70’s y durante la década de los 80’s se proyectó un documental de 28 minutos sobre el comportamiento adecuado de los turistas, en especial en los vuelos con destino a Sri Lanka y otros destinos del Asía. Igualmente la ONG Terre des Hommes ha firmado aproximadamente una docena de contratos con agencias de viajes a las que se compromete pata garantizar la inexistencia de prostitución infantil en sus hoteles, informar a sus clientes acerca de las consecuencias de este delito y a capacitar a sus empleados sobre este tema.��Italia�La Federación Italiana de Viajes y Turismo ha declarado su disposición de distribuir folletos informativos sobre esta problemática a través de sus vuelos de Alitalia.��Austria�Este es más bien un caso negativo, toda vez que el mensaje de la aerolínea Lauda Air  inscrito en una postal en la que aparecía una niña tailandesa con el torso desnudo, decía a la letra: “Tengo que ir, el placer en el Club infantil me está esperando”, en virtud de las malinterpretaciones que causó el folleto fue retirado de la circulación y el Gobierno de debió presentar disculpas al Gobierno de Bang Gogk.��Estados Unidos�La Guía Fodors y sus vídeos son el medio más acreditado para este tipo de publicaciones, interesándose en la lucha contra la prostitución infantil y ha realizado programas difundidos a través de la televisión. Sus publicaciones incluyen códigos éticos de conducta para los turistas.��Reino Unido�En las exposiciones Nacionales del sector turístico de numerosos países se han mostrado materiales contra el turismo sexual infantil, así como informaciones sobre los cambios legislativos en esta materia en el mundo. Igualmente, en 1995, la Alianza contra el Turismo Sexual y la Prostitución infantil tuvo un stand gratuito, cedido por la asociación británica de Agencias de Viajes, durante la Exposición Mundial de Viajes de ese año.��Tailandia�Grupos y organizaciones no gubernamentales preocupadas por el alarmante incremento del abuso sexual de menores, incluyendo su participación en pornografía, turismo sexual y prostitución infantil, elaboraron en 1995 un folleto que fue distribuido a los turistas extranjeros a través de los hoteles y almacenes para turistas, que señalaban que las relaciones sexuales con menores de edad es un delito en ese país. El folleto fue financiado por la Comisión Nacional de Asuntos de la Mujer.��Taiwan�A partir de los informes producidos por algunas Organizaciones no Gubernamentales, en 1993, se reveló la existencia de un importante número de niños y niñas prostituidos en el país, por lo que la Asociación de Hoteles Kaoshiung y la Asociación de Hoteles de Taipei iniciaron campañas de apoyo a las actividades de la ECPAT para combatir la prostitución infantil en el turismo asiático. Estas asociaciones sancionan a los miembros que permitan, induzcan o fomenten la prostitución infantil en sus hoteles.��India�En 1991, un tripulante de la Indian Airlines notó que una niña estaba llorando, y al preguntarle en su dialecto los motivos la niña le respondió que había sido vendida por sus padres y que se dirigía hacia Arabia Saudita con el hombre sentado a su lado. La tripulación notificó lo sucedido a las autoridades de Delhi, anunció lo que ocurría a los pasajeros, regresando  el vuelo a la India para proceder a arrestar al hombre y liberar a la víctima.��Indonesia�La línea aérea Garuda, preocupada por las actividades sexuales de los turistas en este país insertó un folleto con código ético para los pasajeros que provenían de los Estados Unidos, Europa y Australia.��

Como puede observarse, no hay ningún país latinoamericano que se haya manifestado amplia y claramente en este sentido. Lo anterior podría explicarse por que el interés por este delicado asunto no ha sido suficientemente interiorizado por los tomadores de decisiones de este lado del mundo. En este sentido, es perentorio que se asuma una posición de índole regional y subregional para atacar de manera eficaz y efectiva este tipo de conductas delincuenciales. 



B-  MANIFESTACIONES, TENDENCIAS Y DESARROLLO DEL FENÓMENO EN AMÉRICA LATINA.



En todos los países de América Latina, “la violencia doméstica contra mujeres de todas la edades y la violencia sexual en la calle, el trabajo y los centros educativos ha ido en aumento, esto a pesar de que existen subregistros del 80%”�. Las estadísticas indican que con los diversos desarrollos legislativos, las denuncias se duplican año a año. 



Muchas mujeres y menores que fueron y son abusados cuando niños y adolescentes dejan sus hogares para buscar otro ambiente. En la mayoría de los casos si no logran ubicarse con familiares y amistades, terminan prostituyéndose en el país o engrosando las filas de la trata internacional de mujeres y menores. 



Las redes internacionales de tráfico de personas han empezado un proceso de refinamiento y sofisticación de sus estrategias criminales, desarrollando diversos mecanismos tanto de reclutamiento, como de formas para obligar a las víctimas a aceptar el trabajo en el medio de la prostitución y otras modalidades laborales que atentan contra la dignidad humana.



Anteriormente eran los extranjeros quienes se encargaban directamente de reclutar a las mujeres; hoy en día, estas redes cuentan con la colaboración de Nacionales, quienes invitan a las mujeres a través de avisos en los periódicos que ofrecen vacantes para desempeñar diversos trabajos en Europa, Asia o los países vecinos o a través de amigas que ya están en el medio de la prostitución; otras llegan  a través de un matrimonio con europeo o residente legal en Europa o los Estados Unidos, que después de unos meses de residir en el país la lleva a las zonas de prostitución y la obliga a trabajar para él, lo mismo puede ocurrir a través de agencias de viajes o matrimoniales fantasma que a través del engaño reclutan a las víctimas.



En Europa se ha detectado que las redes movilizan cada mes a las mujeres por los distintos establecimientos ubicados en el mismo país, y cada tres meses de país a país. 



El único contacto que tienen las víctimas con la sociedad de destino es a través del personal de las redes y los clientes. Los clientes aunque son parte de la sociedad se convierten en cómplices del delito lo que no facilita las denuncias por parte de las mujeres que han sido engañadas.



En América Latina y en Colombia, no existe una diferenciación marcada entre el "Chulo", el "Traficante" y /o el "Propietario de establecimiento", ya que en la mayoría de los casos la misma persona puede ejercer las tres funciones al mismo tiempo.



En lo relativo al tráfico de niños y niñas, las cifras que se han podido establecer a nivel latinoamericano, indican que las dimensiones de esta problemática, especialmente en la modalidad de tráfico de menores sobrepasan las medidas de control de los Estados y hacen cada vez más complejo el fenómeno en la medida en que se acude al robo, rapto o secuestro, amenaza, alquiler de vientres, compra directa o engaño. Lo anterior viene a fortalecer el aspecto lucrativo de estas crueles manifestaciones delictivas como se expone a continuación:



En Honduras, entre 1990 y 1991, 622 menores fueron adoptados legalmente, 75% de éstos fueron adoptados por norteamericanos, se establece que el precio de un niño está entre los 5.000 y 36.000 dólares. En El Salvador, las redes de tráfico de menores con destino a la adopción adquieren los niños a 570 dólares y los venden a los adoptantes entre los 10.000 y 15.000 dólares. Argentina vende cada año al rededor de 400 bebés. Las madres reciben entre 1.500 y 83.000 pesos argentinos cuando se utilizan las modalidades de alquiler de vientres y venta directa. En Brasil el precio de un bebé adoptado ilegalmente está al rededor de 12.000 dólares. 



Los niños latinoamericanos que llegan a España son vendidos entre 10.000 y 20.000 dólares dependiendo de la condición étnica del niño, su origen social y el estado sanitario de los padres. En Paraguay, según cifras aportadas por el Presidente de la República General Andrés Rodríguez, cada semana entre 5 y 10 niños son vendidos de manera ilegal a parejas norteamericanas, con la complicidad de jueces y abogados por sumas que alcanzan los 7.000 dólares. Empresas norteamericanas legales cobraban entre 10.000 y 50.000 dólares por cada uno de los 500 niños que anualmente exportaban de Guatemala.



C - EL TRÁFICO DE MUJERES, NIÑAS Y NIÑOS EN COLOMBIA.



En el país, de los 3.000 niños adoptados legalmente el 70% tiene como destino Estados Unidos y Europa, privilegiando a los adoptantes extranjeros sobre los nacionales. En teoría, los costos de los trámites de adopción no superan los 850 dólares, pero en la práctica, dichos precios superan los 10.000 dólares.



Como parte de las modalidades del tráfico doméstico se establece el alquiler de menores con destino a la mendicidad. Se paga entre 700 y 1.000 pesos por cada niño al día, pero el precio puede incrementarse en virtud de los defectos físicos del menor.



C . 1 - ACCIONES CONCRETAS EN COLOMBIA



A través del decreto 1974 del 31 de octubre de 1996, el Gobierno Nacional creó el Comité Interinstitucional para la Lucha contra el Tráfico de Mujeres, Niñas y Niños, como órgano consultor del Estado para la atención, represión, judicialización y reinserción social de las víctimas de este flagelo.�



Presidido por el Ministro de Justicia y del Derecho, el Comité ha venido desarrollando sus actividades a través de las acciones emprendidas por los Subcomités de Política Criminal, de Represión y Judicialización y de Comunicaciones.



Este Comité tiene entre sus funciones más relevantes la revisión de las políticas que se desarrollen para combatir el tráfico de personas, proponer la adopción de programas y medidas para desarrollar una política gubernamental coherente y sistemática que prevenga y reprima la explotación, abuso y tráfico sexual de mujeres, niñas y niños, así como a la ayuda, rehabilitación y resocialización de las personas traficadas.



Igualmente, el Comité debe sugerir las actividades que emprenden las dependencias y entidades del Gobierno Nacional, de acuerdo con su competencia, para combatir las diversas manifestaciones de este delito, así como coordinar las acciones interinstitucionales que las mismas asuman cuando haya lugar a ello y formular recomendaciones orientadas a mejorar los resultados o a corregir las deficiencias advertidas en estos procesos.



También recomienda el desarrollo de las acciones que se requieran para fortalecer la cooperación internacional en la lucha contra esta aberrante modalidad delictiva, incluyendo la suscripción de acuerdos, convenciones, convenios y tratados multilaterales, regionales y bilaterales en esta materia.



Del mismo modo, a través de las entidades que lo conforman, coordina el diseño de estrategias y de sistemas de información y procesamiento de datos de las actividades y desplazamientos de las redes de delincuentes organizados o no, nacionales e internacionales, a fin de trabajar en su desmantelamiento y la penalización de estas conductas. Lo anterior, con el fin de facilitar las labores de prevención, control y sanción por parte de las autoridades nacionales y extranjeras. 



Finalmente, el Comité tiene previsto un capítulo destinado al estímulo a las investigaciones académicas, científicas y técnicas que contribuyan a la prevención, represión y judicialización de los delitos referidos a esta modalidad criminal. Esto incluye, el fomento a estudios que mejoren los resultados de las actividades emprendidas por las diferentes instancias nacionales comprometidas con esta lucha.



En lo que se refiere a la generación de política criminal en esta lucha, se ha procedido a proponer la ratificación de aquellos convenios internacionales que hasta la fecha de la creación del Comité, Colombia no había suscrito. Entre los más significativos, conviene mencionar el Convenio para la Represión de la Trata de Personas y la Explotación de la Prostitución Ajena de 1949, la Convención Interamericana contra el Tráfico Internacional de Menores de 1994, la Convención de La Haya sobre Restitución Internacional de Menores y sobre el Secuestro Internacional de Menores de 1980. 



Igualmente, a través de las acciones de este Subcomité, la Cancillería colombiana solicitó durante el primer semestre de 1998, a la Unión Postal Internacional UPI, que los Estados parte establezcan normas y controles para el tráfico de material pornográfico infantil y con mujeres jóvenes por vía aérea, señalando adicionalmente, la necesidad de proponer mecanismos de control para este comercio por las nuevas vías de comunicación como el Internet.



Por otra parte, se han adelantado algunas campañas de sensibilización a la opinión pública, pero no han sido suficientes especialmente debido a la inexistencia de recursos destinados a estas actividades.



También se han realizado seminarios de capacitación y sensibilización para los servidores públicos con funciones de policía judicial que atienden este tipo de casos.



Del mismo modo pueden señalarse algunas actividades aisladas de las entidades que conforman el Comité, como las investigaciones adelantadas por el ICBF y la Procuraduría Delegada para la Niñez, la Mujer y la Familia, que han pretendido llegar a algunos de los puntos críticos del fenómeno, como por ejemplo la violencia intrafamiliar y los procesos institucionales previstos para la atención a las víctimas de violencia sexual, llegando a conclusiones poco halagadoras para la atención integral de estos delitos.�



La Registraduría Nacional del Estado Civil viene trabajando con el Ministerio de Salud y los hospitales regionales para que se registre allí mismo a los recién nacidos, con el fin de garantizar un efectivo control no sólo a nivel poblacional sino de registro de los padres de los menores, fidelidad de los registros, evitar la extemporalidad y eliminar el sistema de testigos, que no siempre son suficientemente confiables y en numerosos casos empleados para la certificación fraudulenta de nacimientos de bebés comprados a madres de bajos recursos económicos, que potencialmente son víctimas de engaños y abusos por parte de los traficantes de menores.



Igualmente, la Dirección Nacional del Registro Civil realiza brigadas de registro civil en zonas marginadas de la población, como en el caso de los grupos desplazados por la violencia, indigentes, grupos étnicos minoritarios y zonas de frontera, que representan víctimas potenciales de las acciones delictivas organizadas o no.



La Defensoría del Pueblo ha venido participando activamente en la puesta en marcha del Plan Nacional contra el Maltrato Infantil y el Abuso Sexual (considerados como causas ampliamente relacionadas con el tráfico de personas), en coordinación entre otras instancias, con el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, el Ministerio de Justicia y del Derecho, el ICBF y la Procuraduría General de la Nación, entre los más relevantes, a fin de articular los esfuerzos estatales en concertación con la sociedad civil, para desarrollar y ejecutar políticas, planes y proyectos, que optimicen los recursos institucionales (humanos y financieros), que permitan prevenir, atender y luchar contra el problema del maltrato físico, síquico y emocional del que son víctimas los menores abusados, vendidos, secuestrados, prostituidos y en general maltratados tanto en el seno de la familia como en la escuela, los centros de atención médica y en general en sus espacios de socialización.



En lo que hace a las acciones de represión y judicialización, es de señalar que la Fiscalía General de la Nación elaboró un instrumento (formato único) para el registro particular y especializado de los casos de tráfico de personas, que tiene aplicación y cobertura nacional.



Por su parte el Departamento Administrativo de Seguridad DAS, a través de la Oficina de INTERPOL en Colombia ha venido adelantando operaciones de inteligencia a nivel nacional e internacional sobre las actividades de las redes criminales que se dedican a esta modalidad criminal, destacándose especialmente su trabajo con los Oficiales de Enlace de las Embajadas de Japón y del Reino de los Países Bajos (Holanda), así como a través del sistema X400 para el intercambio de información judicializada o no de la INTERPOL en todo el mundo.



También debe considerarse como un importante avance en esta lucha el establecimiento de líneas 9800 para la atención de estos delitos en la DIJIN - Policía Nacional y en el DAS�. 



Sobre este particular, es necesario indicar que según lo reportan estas autoridades las denuncias han aumentado en un 100%, lo que ha sido considerado como un éxito toda vez que estas líneas sólo están en funcionamiento desde mediados de 1997. 



En este punto, debe resaltarse el programa MIDAS del DAS, que a través de la figura de un perro labrador, informa a los niños y las niñas sobre los derechos que tienen y las condiciones de riesgo, a fin de que se creen hábitos de cuidado y respeto por los derechos sexuales y la dignidad humana de estas pequeñas víctimas potenciales. 



El proyecto cuenta con la asistencia de sicólogos y expertos en materia de violencia sexual en menores y con experiencia en la atención a víctimas de violencia intrafamiliar.



A nivel Nacional, el DAS/INTERPOL ha venido estrechando sus lazos y la cooperación ínter - fuerzas, especialmente a través de trabajos conjuntos con el Cuerpo Técnico de Investigación judicial (CTI) de la Fiscalía General de la Nación, especialmente en lo que hace al intercambio de informaciones de inteligencia y a las actuaciones conjuntas como en el caso de los operativos realizados en “zonas rojas”, en las que se ha detectado la presencia de menores dedicados a la prostitución.



Algunos de los resultados más significativos de estas actuaciones son los siguientes:



Las investigaciones judiciales han permitido afirmar que en Colombia existen diversas modalidades de tráfico de menores (0 a 18 años), que incluyen la obtención de menores para nutrir el comercio sexual interno, es decir que no es  sólo para la “exportación”. Establecer un número exacto de redes que actúan en el país, resulta prácticamente imposible, sin embargo, de acuerdo con las informaciones suministradas por las autoridades se ha estimado que:



en Bogotá hay al menos 10 bandas

en Medellín funcionan por lo menos 7 pandillas

en Barranquilla hay aproximadamente 5 organizaciones

en Cartagena se han identificado 4 agrupaciones 

en el Eje Cafetero fueron detectados 15 grupos delictivos

en Cali existen entre 5 y 7 asociaciones criminales de traficantes y

en Pasto fueron identificadas 3, 



para un total aproximado de 54 a 56 bandas de delincuentes dedicados a este aberrante negocio de seres humanos. 



La mayoría de estos criminales tienen relaciones entre sí y por lo general presentan importantes niveles de organización, cuyas actividades trascienden las fronteras nacionales en su mayoría, aunque no es de olvidar el creciente tráfico interno de personas para ejercer la prostitución, hacer parte de espectáculos de pornografía y otras actividades que atentan contra sus derechos sexuales y su dignidad humana.



Las autoridades de represión y judicialización han detectado que frecuentemente estas redes reclutan a sus víctimas de acuerdo con las necesidades de sus “clientes”, teniendo en consideración sus características físicas, la edad y el origen de los menores y las mujeres víctimas de este fenómeno delictivo. En algunos casos incluso, se han descubierto catálogos y colecciones de fotos de estas personas abusadas y violentadas por este oscuro e ilícito negocio.



En desarrollo de estas actividades, el 19 de mayo de 1998, la Oficina de INTERPOL Bogotá, desarticuló una de estas redes, que ofrecía los servicios sexuales de niñas entre los 13 y los 16 años, que eran ofrecidas como “vírgenes” a hombres adinerados. Las investigaciones que duraron aproximadamente un mes, permitieron establecer que las jóvenes mayoritariamente provenían de Bucaramanga y eran llevadas a un prestigioso hotel de Bogotá, en dónde eran alojadas y estaban a la espera de las visitas de los clientes quienes previamente habían pagado a los representantes de la red. Los “precios” de estas niñas oscilan entre los 3.000 y 5.000 dólares, considerando que eran vírgenes.�



A su vez, la Oficina del Programa Presidencial para la Libertad Personal, coordina las actividades de las agencias estatales encargadas de desarrollar funciones y acciones relacionadas con la erradicación de las conductas que atentan contra la libertad personal y en especial las relativas al secuestro y la extorsión, poniendo a disposición de todas las entidades gubernamentales y no gubernamentales sus equipos de profesionales especializados ubicados en todas las secciónales de los GAULAS.

�



V - Mapa  empírico conceptual de las manifestaciones del fenómeno en Colombia



A continuación se describen gráficamente algunos de los perfiles que las autoridades nacionales han podido establecer en la detección de este fenómeno criminal.



En el primer cuadro se puede observar la estructura general del proceso para la comisión del delito de Tráfico de Personas, obviamente este proceso tendrá algunas variaciones dependiendo de la persona y del país de destino. Por ejemplo, para la salida del país a Europa necesariamente tendrá que ser por vía aérea, para los países vecinos se realizará por vía terrestre. Si se realiza el viaje voluntariamente y con conocimiento de la actividad a desarrollar, probablemente no se de la retención de documentos y las amenazas. Tratándose de Tráfico Infantil como adopciones ilegales es casi seguro que no transiten por varios países y muy probablemente nunca regresen a Colombia.



En el cuadro número dos se describe la modalidad del contacto con la víctima, para de esta manera vincularla directa o indirectamente al delito en mención.



En el cuadro tercero se muestran los principales países de destino de las víctimas del Tráfico de Personas, entre los cuales de destacan España, Holanda y Alemania como uno de los principales centros de prostitución y al mismo tiempo como países receptores de menores para adopciones ilegales. Hasta el momento no se ha judicializado este delito en Colombia con actividades diferentes que las mencionadas anteriormente, sin embargo se conocen otras finalidades para este delito, como lo muestra el cuarto cuadro.



El cuadro siguiente muestra la forma de regresar al país de origen - Colombia -, en varios de los casos de deportación se presenta ayuda y protección de las Organizaciones No Gubernamentales a las víctimas, pues en muchas ocasiones presentan éstas graves enfermedades, como infecciones venéreas, lesiones personales por abortos e incluso VHI - SIDA.





En los dos esquemas siguientes se observan tanto el perfil del delincuente como de la víctima. Si bien no se ha hecho un estudio riguroso al respecto, si se han podido observar ciertas constantes que presentan los agentes del delito, sobretodo en el agente pasivo.



En las tres gráficas siguientes vemos el proceso judicial como tal, desde el momento de la denuncia hasta la sentencia, con una serie de aspectos propios del proceso. En la etapa de juicio se hace mas compleja la obtención de información sistemática suficiente para establecer un desarrollo completo del mismo, pues una de las falencias principales para corregir y perseguir este delito es el escaso número de denuncias al respecto, lo que da como resultado una desjudicialización del hecho.�
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VI - ANÁLISIS DE LA INFORMACIÓN CONSULAR SOBRE TRÁFICO DE PERSONAS (julio a septiembre de 1998)



Según las informaciones suministradas por los consulados de Colombia a la Dirección de Asuntos Consulares y Comunidades Colombianas en el Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores, a partir de la circular AC/SC No. 33825 del 03 de julio de 1998 de esa cartera, la siguiente es la situación de esta modalidad delictiva en el mundo:



País�Legislación�Casos de Colombianos y otras Nacionalidades�Comentarios��España�C.P., art. 188, pena de hasta 6 años, se considera necesario interpretarlo como “concurso de delitos”, sentencia del Tribunal Supremo, Sala Penal, No. 314 de marzo de 1995�entre 1996 y 1998 se han reportado 12 casos ante el Consulado, sin embargo estos son sólo subregistros�España es puerto de entrada a Europa y otras latitudes especialmente hacia los países árabes y el Japón. Se ha señalado la presencia de hombres jóvenes que acompañan a viajeros que pasan por España y se dirigen hacia Africa y Asía��Estados Unidos�Mann Act de 1910 actualizada por la Ley 18 USC, secc.2241, hay leyes federales que castigan este delito hasta con la cadena perpetua y la mínima pena en general es de 1 año.�no hay casos reportados�Los EE.UU, no han ratificado un buen número de convenios internacionales, en particular los relacionados con los Derechos Humanos, por lo que eventualmente la cooperación bilateral deberá hacerse a través de la suscripción de acuerdos bilaterales especializados en la materia.���

País�Legislación�Casos de Colombianos y otras Nacionalidades�Comentarios��México�Ley General de Población, art. 138, pena de 1 a 5 años�no hay casos reportados�México es un país expulsor, de tránsito y de destino, aunque no haya una tipificación explícita al tráfico de mujeres y menores��Nicaragua�Ley 240/96�no hay estadísticas�este país SI es considerado país de origen y tránsito de migrantes ilegales��Brasil�C.P. arts.227 y 231, pena de 3 a 8 años; Ley 8069/90, art. 238 y 239 Código del Menor, pena de 1 a 4 años�No hay casos registrados de colombianos�Brasil SI  es considerado como lugar de origen de personas víctimas de tráfico��Honduras�decreto 120/94, penas de 5 a 9 años�no hay estadísticas  �Honduras es un país pionero en asuntos migratorios en Centroamérica��Ecuador�no está tipificado como tal aunque existe normatividad relacionada con el tema, caso del rapto, plagio, corrupción de menores, suplantación de identidad, estado civil del menor, C.P., capítulo III, artes 521 y subsiguientes, con penas de 3 a 6 años�no hay casos reportados por las autoridades�la problemática actual en ese país relativa a este tema son los denominados “coyoteros”, en contra de los cuales se han registrado 124 denuncias��Malta�No se envía�sólo hay reportes de ciudadanos africanos, que fueron repatriados a sus países de origen�La presencia de colombianos es tan escasa que al parecer no habría méritos para una consulta de este estilo��

�

País�Legislación�Casos de Colombianos y otras Nacionalidades�Comentarios��Irán�no se envía�se está a la espera de información�Es probable que no se tenga ninguna información proveniente de este país a pesar del incremento en el número de matrimonios de mujeres colombianas con ciudadanos iraníes��Venezuela�no está tipificado como delito, aunque existe el delito de trata de esclavos, C.P. art.4, ordinal 10, y otros delitos como el rapto, C.P. artes. 384, 385, 386 y 387; corrupción o inducción a la prostitución, C.P., art. 388, 389, 390 y 391, con penas de 3 a 5 años; secuestro, C.P. art. 462 y 463, pena de 2 a 5 años; Ley Tutelar del Menor, art.98, menores en situación de peligro�no hay casos de colombianos traficados, aunque en 1996 se reportó el tráfico de menores de origen ecuatoriano�Se indica que Venezuela no es ni país de destino ni de tránsito de migrantes ilegales, contradiciendo la experiencia empírica de los indocumentados colombianos en ese país, que podrían sobrepasar el medio millón de personas���

País�Legislación�Casos de Colombianos y otras Nacionalidades�Comentarios��Hong Kong�Crimes Ordinances, section 129, pena de 7 años�en 1995 27 casos, 1996, 15 casos, 1997, 1 caso no hay casos reportados durante el primer semestre de 1998�En este país está prohibida la prostitución, aunque hace parte de los mercados negros de servicios.��Curazao�art.260 C.P., pena máxima de 5 años�no hay casos registrados�se considera que la isla no es lugar ni de tránsito ni de destino aunque hay prostitutas colombianas allí. Se hace la anotación de que los menores colombianos son usados por sus padres como “mulas” del narcotráfico. Las autoridades neerlandesas requieren más información sobre la problemática en Colombia��Alemania�C.P. art. 180b y 181�no hay casos registrados�El problema del tráfico en Alemania se ha visto más en mujeres provenientes de Europa del Este, más que de Latinoamericanas���

País�Legislación�Casos de Colombianos y otras Nacionalidades�Comentarios��Malasia�C.P. art. 372, 373 y 373 a, penas de hasta 10 años.

Ley de Inmigración 155 de 1959/63.�3 casos desde septiembre de 1997 y aproximadamente 35 mujeres han sido deportadas por actos relativos a la prostitución�Malasia es considerado como un país de tránsito y luego pasan a los países vecinos, especialmente hacia Filipinas, los lugares de origen son Cali, Medellín y Pereira. También se ha considerado este país como un lugar de origen de personas traficadas��Costa de Marfil�no se envía�no hay registros de casos de colombianos �Se hace alusión a este comercio entre Costa de Marfil y Suiza, así como otros destinos del circuito europeo��



�

PARTE  IV



POLÍTICA MIGRATORIA EN COLOMBIA



CAPÍTULO I

PAUTAS Y RECOMENDACIONES PARA UNA POLITICA MIGRATORIA EN COLOMBIA, CONSIDERANDO COMO UNA DE SUS PRIORIDADES EL TRÁFICO ILÍCITO DE MIGRANTES 



I - DEFINICIÓN DE POLÍTICAS MIGRATORIAS: ASPECTOS GENERALES



El tema de la definición de las políticas migratorias es una constante cuando hay que referirse al tema general de la entrada o salida de personas de una Estado a otro.



La noción básica no cambia pero si los parámetros que el contexto exige. Nos encontramos de esta manera frente a dos opciones: o se fijan políticas a largo plazo con la finalidad de poder llevar a cabo planes y programas, coherentes, a largo plazo efectivos, eficientes y serios cuyos resultados sean benéficos para la población; o se atiende (paradójicamente) lo inmediato, lo coyuntural, lo que el momento histórico - crítico está requiriendo.



Si nos remontamos a la primera parte de este documento, de manera rápida es posible ver que desde que se dio la independencia, prácticamente se habla de planes y programas de inmigración y colonización con todos los pros y contras que se dieron, viables y aplicables en algunos casos que pueden calificarse como los menos y en todo caso, muy restrictivos en su mayor parte. 



Tan sólo en una oportunidad se mencionó oficialmente la existencia de planes y programas por parte del Estado para quienes deseen emigrar y esto muy relacionado con el aspecto laboral, más que como una política de apertura y expansión de la colombianidad en el resto del mundo.



En este sentido el Estado expulsor, hablando de Colombia, tendría que comunicarse con las representaciones consulares o diplomáticas de los países acreditados para conocer y tratar la problemática, proponiendo grupos de trabajo a nivel intergubernamental que provean la información necesaria a nivel legislativo y programático a fin de poder ofrecer a los connacionales emigrantes un apoyo real y efectivo para el logro de sus objetivos. 



Resulta legítimo y es responsabilidad del Estado preocuparse por la suerte y condiciones de vida en las que se encuentran los nacionales que emigran.  



II - HACIA UNA POLÍTICA MIGRATORIA EN COLOMBIA



En la mayoría de estudios sobre nacionales que salen de Colombia, hay   estadísticas, pero básicamente de aquella población por lo general de clase alta o media que viaja con la finalidad de estudiar o porque han recibido ofertas de trabajo interesantes por sus calidades profesionales o contactos científicos.



De la  gran mayoría de personas que se desplazan a “aventurar” so pretexto del turismo, así el proceso de emigración haya sido legal, se cuenta por lo general con estadísticas que son muy relativas o no existen y mucho menos aún de las actividades a las cuales se dedican. La experiencia empírica es que la gran mayoría se emplea de manera ilegal en el sector de los servicios, en los sitios a donde emigran.



Otro aspecto que debe recalcarse y que incide en la obtención de bases de datos es el temor que tiene  el emigrante colombiano de baja clase o condición social y económica de presentarse a los consulados para su registro. El ser colombiano es un estigma para nuestros connacionales en el exterior. Su presencia en el Consulado  se da por la necesidad de solicitar un servicio de carácter consular. 



En muchos casos como en el de quienes delinquen, prefieren al ser detenidos negar su nacionalidad porque ser identificados como colombianos es un agravante adicional a la falta cometida, como ocurre en países fronterizos, especialmente en los costeros donde mimetizarse por el tipo racial y el acento o la “jerga” resulta fácil.



Cuando un Estado llega al punto de la elaboración de políticas migratorias, entra a definirlas y se pueden concebir como formalización de propuestas en unos términos cuya modalidad se decide asumir, o el patrón migratorio al cual se ajusta y obviamente la intención de la misma a través de una determinación de objetivos.



En la experiencia colombiana se podría afirmar que el Estado lleva intentándolo desde hace décadas y no ha sido posible consolidar una política migratoria adecuada a las necesidades y requerimientos del país. Muy seguramente las razones pueden ser las arriba expuestas, o más de una de ellas. 



De cualquier manera también es evidente que dependiendo del contexto político, económico social, dentro del cual se halla un Estado en un momento histórico, el tema migratorio será prioritario o no, pero también podría dársele una importancia relativa que permita un trabajo regular por parte del grupo de expertos a quienes se asignen las tareas de creación de la mencionada política migratoria.



Es apenas lógico que en la medida en que un Estado pueda llegar a una definición clara y coherente se cuente con una base importante sobre la cual se iniciaría una metodología de elaboración de dicha política. 



Si bien es cierto existe un plano teórico básico y fundamental para implementar y llevar a la práctica planes y programas quizás existe en el caso que nos ocupa, un desconocimiento por una parte y por otra la enorme rotación de personal directivo que se lleva a cabo en la Jefatura de Visas de la Cancillería, o los resultados nefastos que puede conllevar una reestructuración del Estado más economisista que temática como la ocurrida en el segundo semestre de 1999,  lo que dificulta el cumplimiento de compromisos de fondo con planes y programas de mediano o largo plazo en este tipo de problemáticas. 



Vale la pena hacer aquí la observación de que Colombia dentro del concierto americano es el uno de los pocos países en los cuales el tema migratorio depende del Ministerio de Relaciones Exteriores, en asocio con otra institución oficial del Estado que es el DAS. 



En la mayoría de los demás países el tema está bajo la responsabilidad de por lo menos una Dirección Nacional, por lo general autónoma aunque adscrita a un Ministerio, y que naturalmente está encargada de la labor de inmigrantes y emigrantes, dependencias de prevención del delito de tráfico de personas, expedición de pasaportes, etc.



Existen, según el experto argentino Lelio Mármora, muchos riesgos cuando se quieren definir políticas migratorias, ya que es factible optar por una tendencia a hacer de menor intensidad o a restringir el concepto, lo que significa excluir  variables importantes y optar por equívocas o falsas posiciones. Mármora habla de tres elementos indispensables para que un Estado llegue a definir una política de migraciones internacionales coherente y efectiva, a saber:   



La ideal: se considera como deseable, en atención a la relación migración   situación socio - económica  - cultural  de la sociedad. Aquí se podría presentar la de aceptar la inmigración y la emigración de personas que deseen hacerlo siendo dichas migraciones favorables a los países, a sus requerimientos y disponibilidades estructurales de orden  socio - laboral  pero siempre armonizando con los miembros de las diferentes sociedades. En Colombia no nos hemos aproximado a tal situación.



La real: es decir, la situación migratoria tal como se produce, incluyendo sus causas, sus características y sus efectos. Podrían presentarse en modalidades planteadas en la situación ideal, todo dentro de una norma migratoria restrictiva que determina que amplios sectores de la población migrante se encuentren en situación ilegal, ante la cual para el Estado expulsor sería imposible controlar efectivamente las salidas y entradas. Es el caso típico colombiano.



La posible: sintetiza la situación ideal y la real, limitada por las normas  relacionadas con los derechos del individuo, las colectividades y el Estado. Aquí se pueden dar las siguientes situaciones: 



a.- Falta de capacidad del Estado para ejercer controles; 

b.- Real capacidad para adecuar la norma  a las necesidades y la posibilidad de orientar las migraciones; 

c.- Capacidad de armonizar normas y controlar los derechos inherentes a las personas; 

d.- Capacidad de lograr una convivencia positiva entre nativos y migrantes. 



En Colombia se puede dar tal situación.



Es interesante ver cómo analiza Mármora una serie de errores en los cuales el Estado puede incurrir cuando está en la tarea de definir sus políticas migratorias con el resultado de asumir alguna  o algunas de las siguientes posiciones: 



absolutistas: se centran en una variable obviamente que excluye otras posibilidades. Es el caso de reducir lo migratorio al control policial por razones de seguridad y es una posición frecuente en los países; Controlarlo todo con base en razones puramente económicas, contando únicamente con el costo - beneficio  sin considerar otras posibilidades. Razones de orden socio - cultural y o racial también cuentan en estas decisiones.

 

dicotómicas : básicamente se reduce a aceptar o a negar la posibilidad de la migración; se abre o se cierra la política. Se define desde el “centralismo” cuando el gobierno central, como ocurre en casi todos los países latinoamericanos decide la política; o “federalismo” que podría ser otra modalidad donde cada estado federado tiene la capacidad jurídica de dictar sus propias normas migratorias.



interpretativas: son producto de una posición poco o nada objetiva, exclusivista y extremista cuyos resultados pueden ser puramente coyunturales o totalmente estructurales. La primera, induce a posiciones pragmáticas muchas veces simples y con deficiencias en la experiencia, que pueden confundir lo urgente con lo importante. La segunda, es decir la que conlleva decisiones estructurales en extremo, implica un riesgo permanente de falta de realismo en lo propuesto así como, dificultades en su aplicación por su rigidez. En el caso colombiano habrá que ser cuidadoso con las tendencias hacia el pragmatismo voluntarista, que trae consigo prejuicios y tendencias xenófobas. 



instrumentales: significa que se privilegia un instrumento o una metodología de trabajo, con lo que tergiversaría la política migratoria a partir de sesgos profesionales, de índole excesivamente jurídico ó administrativo.



Hay que plantearse interrogantes que sintetizan dos aspectos básicos: Por un lado: ¿Qué impacto poblacional se espera de determinado movimiento migratorio en función de políticas más globales de población o socioeconómicas?  Y por otro, ¿Qué respuestas u ofertas institucionales pueden darse a los movimientos migratorios internacionales espontáneos?



Frente a estas tendencias es importante recalcar la importancia que tiene para una apropiada definición de las políticas, el análisis de causas y efectos del fenómeno migratorio internacional, sobre la base de una compleja gama de variables y clasificaciones que el fenómeno conlleva, la correcta caracterización de sus modalidades, el tipo de política que se pretende desarrollar y prioritariamente una definición de objetivos clara que la política esté buscando. 



En este sentido, en el caso colombiano hay una premisa básica que no es posible olvidar en lo que hace a la indiferencia que desde el Estado se ha manifestado por los emigrantes nacionales e incluso en la ausencia o la disfunción de las políticas de atracción de inmigrantes que se han descrito anteriormente. 



Cabe señalar que no ha existido en Colombia una atención significativa a este tema ni en el sentido de quienes ingresan al país ni de los que lo abandonan, independientemente de sus motivaciones. No hay una política de seguimiento a estos individuos ni una cabal atención a sus necesidades, por lo que es posible afirmar que la oferta institucional está plagada de vacíos e insuficiencias.



La política migratoria puede presentarse de dos maneras: programáticas y coyunturales y políticas explícitas o implícitas.



En el momento en que se quiera definir una política migratoria debe tenerse en cuenta la modalidad ya que es allí en donde se hallan esencialmente los alcances y temporalidad de la misma y también sus formas de acción y presentación. La modalidad, por decirlo de otra manera es lo que da claridad a la política migratoria que se decida.



Es importante clarificar que la políticas programáticas y coyunturales  se refieren fundamentalmente a una programación social y económica, las primeras y a reacciones inmediatas de acuerdo con las necesidades, las segundas. 



Significa esto que las reales motivaciones por las cuales se definen las políticas migratorias pueden estar o no relacionadas a unos programas de planificación general o a una orientación de políticas macro económicas y /o de población. 



Se deduce en consecuencia, que las políticas tienen su momento histórico como respuesta a diferentes circunstancias que empleadas por los gobiernos pretenden dar respuesta a situaciones coyunturales o bien a proyectos de largo alcance.   



En cualesquiera de los casos anteriores las políticas migratorias pueden definirse ya sea como un aspecto esencial de una propuesta Nacional o como un medio de políticas socio económicas y /o de relaciones internacionales.



Así visto, los cuestionamientos fundamentales para establecer o definir una política migratoria eficiente podrían ser las siguientes:



¿Qué necesidad de población migrante tiene la sociedad ?

¿Para qué se la requiere?

¿Cuáles son las limitaciones económicas, sociales, culturales, ambientales o territoriales que tiene una sociedad para recibir inmigrantes o para tratar de evitar una emigración?

¿Qué impacto tienen sobre la sociedad los movimientos migratorios que fuera de cualquier voluntad institucional explícita se mueven a través de las fronteras geográficas de esa sociedad?



Por otra parte, al considerar ese impacto esperado de los aportes o expulsiones migratorias, hay que diferenciar su efecto en términos estructurales y coyunturales, siendo los primeros vinculados a políticas de mediano y largo plazo y los segundos, a reacciones a necesidades o excesos de población al corto plazo. 



También plantea Mármora, como algo de mucha importancia, que el impacto de los movimientos migratorios  se produce a través de correlaciones de población - territorio o requerimientos - disponibilidades de recursos humanos, o bien de oferta y demanda de mano de obra o de costo, beneficio social, cultural o político. 



Añade que desde otra perspectiva, se pueden mencionar políticas que ven en la expulsión migratoria un distractor de descomposición a formas de “superpoblación absoluta”.



Sobre la base de la argumentación anterior estamos frente a un planteamiento de carácter migratorio con modificaciones de carácter estructural, donde la población que llega o que se va constituye una variable transformadora de la relación hombre - territorio. 



¿Hasta dónde a la vuelta de unos años muy pocos quizás, Colombia no se va a enfrentar a una falta real de recursos humanos calificados que han emigrado espontáneamente, sin previsión de ninguna naturaleza y a una carencia de recursos humanos extranjeros que no pudieron venir, por falta de motivación, información y en últimas de interés real? Temor a la competencia? Nos encontraremos de seguir así con un país  sin herramientas importantes para hacer una oferta versus demanda de mano de obra ?



¿Cómo se articula toda esta información teórica con la realidad que vive este país cotidianamente del tráfico de personas y concretamente de mujeres y niños y niñas? 



¿Tiene el Estado colombiano  una tarea particular para controlar este ilícito? 



¿Cual es la prioridad que tiene el tema frente a los grandes problemas como el de la paz en Colombia? 



¿Tiene que ver esta investigación con el tema de la paz? 



¿Tiene que ver este trabajo con los graves problemas políticos, económicos y sociales que nos desbordan? 



La respuesta es plenamente positiva. Los enormes problemas socioeconómicos como el desempleo están directamente relacionados con la “trata de blancas”, con la venta de niños con cualquier finalidad. La descomposición familiar por razones socio culturales y económicas inciden e influyen significativamente en la problemática que hemos venido tratando. 



El concepto de paz no puede sustraerse para colocarlo exclusivamente en el ámbito de la “paz política” o la “paz de la guerra” por así llamarla, porque es también y fundamentalmente la paz al interior de la familia acosada por el hambre, la inseguridad, la descomposición , la falta de principios y valores.



En el mundo del trabajo esta problemática es esencial: de una parte la fundamentación del posible aporte o expulsión de migrantes puede referirse a las disponibilidades existentes de recursos humanos frente a los requerimientos de los mismos en la estructura social del trabajo. Por otra parte, a la oferta disponible frente a la demanda insatisfecha de mano de obra en los mercados de trabajo. 



Si vamos a las respuestas institucionales, habría dos situaciones con diferentes modalidades de políticas:



Una primera situación se daría cuando las políticas migratorias se programan en términos de las políticas de  población que adopte una sociedad, las cuales a su vez, están articuladas a los objetivos más generales que se tengan en el plano socioeconómico. 



De lo anterior se desprende que  la promoción o limitación de cualquier corriente migratoria sería planificada de acuerdo con las directrices establecidas, tanto en términos de políticas de población como de desarrollo socio económico, es decir, de acuerdo con las  necesidades o excesos de población y en función de las limitaciones o posibilidades socio económicas actuales y/o futuras.



Una segunda situación aparece cuando se reciben o expulsan migraciones que tienen su propia dinámica y están fuera de todo tipo de planificación o de control.



En estas circunstancias, la definición de las políticas estará orientada a resolver problemas que están produciendo estos grupos  de migrantes, o de  lo contrario, una reorganización en función de los intereses políticos, económicos  y sociales del Estado.



III - INSTITUCIONALIZACION DE LA POLITICA MIGRATORIA



Podría concebirse de manera explícita e implícita. Es explícita cuando la institucionalización de una política migratoria se formaliza en razón de sus objetivos y acciones a través del discurso oficial o de una legislación pertinente. Si no hay esta formalización significa que las medidas asumidas se basan en concepciones   implícitas de los objetivos de las políticas migratorias vigentes y de ninguna manera determinan la no existencia de las mismas.



Se puede observar y resulta frecuente que existen políticas generales expresadas de manera concreta pero que, en su aplicación, se traducen en actuaciones  no coincidentes con los objetivos enunciados ya que, en la práctica, se  ejecutan políticas implícitas pero contrarias. 



Esta incongruencia entre el discurso, la norma, la práctica, no sólo se refiere a los aspectos formales de la definición de las políticas migratorias, sino también a sus efectos. 



Para el caso Colombiano bien podríamos concebir un discurso amplio y generoso en cuanto a legislación se refiere, pero en la practica una política restrictiva y cerrada en su cotidianidad, lo que genera una masa de inmigrantes ilegales. 



También se tiene la experiencia del discurso restringido, contradictorio, con falencias que le quitan consistencia a la norma y cuya aplicación es imposible. Sin embargo a quien corresponde aplicar las normas tiene que enfrentarse a la inconsistencia de lo jurídico y normativo con una realidad tan dramática en donde tan solo cabe apelar a los derechos humanos. 



Igualmente estos modelos restrictivos nutren los inmigrantes irregulares que cada vez más desarrollan su capacidad para mimetizarse y poder pasar muchos años en total ilegalidad.  

�

IV - NECESIDAD DE CREAR UNA UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL EN EL TEMA MIGRATORIO



Dados los antecedentes arriba mencionados y teniendo en consideración la posibilidad administrativa y jurídica de fortalecer los intereses nacionales en materia migratoria, lo que comprende tanto la emigración como la inmigración internacionales y los desplazamientos internos (forzados o no), es posible sugerir la creación de una Unidad Administrativa Especial, encargada de la atención de esta problemática. 



En este sentido, el aporte final de esta investigación se refleja en el Proyecto de Ley por medio del cual se crearía la Dirección Nacional de Migración.



En términos de aplicación de una investigación a las actividades que adelanta el Ministerio de Relaciones Exteriores y teniendo en consideración las facultades que le fueran acordadas al Presidente de la República para reestructurar y hacer más racional el funcionamiento de las entidades del Estado, resulta interesante proponer un instrumento administrativo que recoja de manera integral y concertada las necesidades de la política migratoria y que se adopte un sistema unificado para el tratamiento de estos asuntos.



Lo anterior contribuirá al fortalecimiento de las acciones del Estado colombiano en esta materia y al cumplimiento de los compromisos asumidos a nivel multilateral, regional y bilateral por Colombia.



El anterior análisis de la problemática migratoria podrá servir como insumo para la exposición de motivos que acompañaría el articulado que a continuación se propone para su posterior revisión en las Oficinas Jurídicas de la Presidencia de la República y del Ministerio de Relaciones Exteriores, con el fin de proponerlo ante el Congreso de la República.





�

DECRETO No. XXXX DE …… ?

(Julio )



Por el cual se crea la Dirección Nacional de Migración, se establece su estructura interna y se determinan las funciones de sus dependencias.



El Presidente de la República de Colombia en ejercicio de las atribuciones que le confiere la Ley 489 del 29 de diciembre de 1998, por la cual se dictan normas sobre la organización y funcionamiento de las entidades del orden nacional, se expiden las disposiciones y reglas generales para el cumplimiento de lo previsto en los numerales 15 y 16 del artículo 189 de la Constitución Política de 1991 y



CONSIDERANDO QUE



La Constitución Política de Colombia de 1991 prohibe en el artículo 17 la esclavitud, la servidumbre y la trata de seres humanos en todas sus formas, y que por lo demás se garantiza la protección a los grupos discriminados y/o marginados igualmente previstos según el artículo 13 de esta misma norma;



Que la misma Ley de leyes prevé en su artículo 24 que todo ciudadano tiene derecho a circular libremente por el territorio nacional, a entrar y salir de él y a permanecer y residenciarse en Colombia con las limitaciones que tiene la ley;



Que adicionalmente la Carta de 1991, señala en su artículo 28 que toda persona es libre; que nadie puede ser molestado en su familia ni en su persona y que en ningún caso podrá haber detención, prisión ni arresto por deudas, ni por parte del Estado ni por particulares;



Que es deber prioritario del Estado proteger los derechos fundamentales de los nacionales y de los residentes extranjeros en Colombia, consagrados en el restante articulado constitucional;



Recordando los convenios internacionales de los cuales hace parte Colombia como el Pacto de San José de Costa Rica de 1969; la Convención Internacional sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer de 1981 y el Convenio Internacional  para la Represión de la Trata de Mujeres y Niñas de 1921. La Convención sobre los Derechos del Niño de 1989; la Convención de la OIT que fija la edad mínima para admitir niños en labores industriales de 1919, la Convención de la OIT que fija la edad mínima de admisión de los niños en el trabajo marítimo de 1920, la Convención de la OIT relativa a la edad mínima de admisión de los niños en el trabajo agrícola de 1921, la Convención que fija la edad mínima de admisión de los jóvenes al trabajo en calidad de fogoneros marítimos de 1921; el Convenio 104 de la OIT, relativo a la abolición de las sanciones penales por incumplimiento del contrato de trabajo por parte de trabajadores indígenas de 1954; la Carta Internacional de Derechos Humanos de 1966 y la Convención interamericana sobre conflictos de leyes en materia de adopción de menores de 1984, instrumentos todos que garantizan el respeto por los derechos de las personas que residen en Colombia y su derecho a no ingresar a las filas de la inmigración ilegal o a vulneraciones a la legislación migratoria vigente;



Considerando que las Naciones Unidas han establecido que la introducción clandestina de migrantes ilegales o tráfico de personas, causado por las debilidades de las políticas migratorias nacionales, es un fenómeno criminal de índole transnacional, que atenta contra el desarrollo y la democracia;



Se hace necesario que el Estado genere políticas públicas que propendan por el Bienestar General y el Interés Común y garanticen el cabal desarrollo físico, económico y social de los ciudadanos y ciudadanas de Colombia, 



Que resulta prioritario crear políticas generales, racionales, integrales y firmes  en materia migratoria, incluyendo la atención a los desplazamientos internos y las migraciones nacionales, acorde con las necesidades que afronta la Nación,



Que independientemente de las graves dificultades económicas por las que atraviesa el país resulta viable política y jurídicamente  proponer la creación de una Unidad Administrativa Especial - Dirección Nacional de Migración -, que asuma el desarrollo y cumplimiento de un Plan Nacional de Migración adecuado y concordante con la legislación migratoria vigente,





DECRETA



Artículo 1º . Créase la Dirección Nacional de Migración, adscrita al Ministerio de Relaciones Exteriores, en calidad de Unidad Administrativa Especial, con personería jurídica, autonomía presupuestal y administrativa, patrimonio propio y régimen especial de contratación administrativa.  



Artículo 2º . La Dirección Nacional de Migración será la entidad encargada del diseño y de la presentación al Gobierno Nacional, en cabeza del Presidente de la República, de la política pública en materia migratoria y tendrá como misión la coordinación Nacional, la supervisión, la ejecución parcial y/o programática y el seguimiento del Plan Nacional de Migración.



Artículo 3º . La Dirección Nacional de Migración deberá formular las políticas, planes y programas que adelantarán las entidades Nacionales públicas y privadas para el desarrollo del Plan Nacional de Migración.



Artículo 4º . La Dirección Nacional de Migración dirigirá y supervisará toda campaña destinada a prevenir la violación de la legislación migratoria nacional e internacional vigente.



Artículo 5º (Transitorio) . La Dirección Nacional de Migración deberá propender por el desarrollo de una cooperación concertada, recíproca y sin condicionamientos, como mecanismo esencial en el proceso de ajuste y transición de la actual Comisión Nacional de Migración a su nuevo estatus de Unidad Administrativa Especial. 



Artículo 6º . La Dirección Nacional de Migración deberá armonizar en sus planes, programas y proyectos los avances que hayan sido avalados por la comunidad internacional en la materia .



Artículo 7º . La Dirección Nacional de Migración estará organizada de la siguiente manera :



1. Despacho del Director Nacional de Migración



2.  Secretaria General

2.1 División Financiera

2.2 División de Desarrollo del Talento Humano y Servicios Administrativos



3. Subdirección de Asuntos Migratorios 

3.1 División de Visas

3.2 División de Pasaportes

3.3 División de Migraciones Laborales

3.4 División de Desplazamientos Internos

3.5 División de Adopciones Ilegales

3.6 División de Tráfico de Personas



4. Subdirección Jurídica y de Atención a Connacionales en el Exterior

4.1 División de Asuntos Legales y Contenciosos

4.2 División de traslado de personas condenadas - Repatriación



5. Subdirección de Informática

5.1 División Estratégica y de Investigación 



6. Subdirección de Prevención 



7. Subdirección de Policía y Control Migratorio



8.   Órganos de Asesoría y Coordinación

8.1 Comité Interno de Destinación 

8.2 Comité de Coordinación del Sistema de Control Interno

8.3 Comisión de Personal

8.4 Comité de Planeación



9. Oficina de Divulgación y Prensa 



Artículo 8°. Funciones de la Dirección Nacional de Migración: Son funciones de la Dirección Nacional de Migración:



Coordinar la política migratoria de manera integral, corresponsable y concertada a nivel intersectorial;  



Diseñar y ejecutar el Plan Nacional de Migración; 



Propender por el fortalecimiento institucional y normativo para el cabal desarrollo de la política migratoria Nacional y del Plan Nacional de Migración;



Diseñar, proponer y ejecutar proyectos de atención a la problemática de las adopciones ilegales en coordinación con el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar ICBF;



Canalizar las políticas de reubicación de los grupos desplazados a nivel interno en coordinación con el Ministerio del Interior ; 



Diseñar, difundir, ejecutar y canalizar los resultados y la gestión de los programas de traslado de personas condenadas (repatriación) y coordinar su atención y ejecución con el INPEC y las demás autoridades judiciales y policiales vinculadas;



Diseñar, difundir, ejecutar  y canalizar los resultados y la gestión de los programas de lucha contra el Tráfico de Personas en coordinación con el Comité Interinstitucional para la Lucha contra el Tráfico de Mujeres, Niñas y Niños y



Cumplir con todas las demás obligaciones establecidas en la ley y en las demás normas vigentes.



Artículo 9°. Despacho del Director Nacional. Son funciones del Despacho del Director Nacional de Migración, además de las contempladas en las normas legales vigentes, las siguientes :



Dirigir la Dirección Nacional de Migración con la inmediata colaboración del Secretario General, los Subdirectores y Jefes de División.



Diseñar y asegurar el cumplimiento del Plan Nacional de Migración



Presentar a la Comisión Nacional para la Moralización y a la Comisión Ciudadana para la Lucha contra la Corrupción, dentro de los dos primeros meses de cada vigencia fiscal, un informe sobre los proyectos y acciones que vaya a ejecutar la Dirección durante dicha vigencia, de acuerdo con las metodologías y reglas que defina el Gobierno  Nacional.



Crear, organizar y conformar grupos internos de trabajo, mediante resolución, teniendo en cuenta la estructura interna, las necesidades del servicio, los planes y programas trazados por la Dirección y designar al funcionario que actuará como coordinador de cada grupo.



Distribuir mediante acto administrativo, el personal en los cargos que se establecen en la norma de planta de personal, teniendo en cuenta la estructura interna, las necesidades del servicio y los planes y programas trazados por la entidad.



Crear, conformar y asignar funciones, mediante acto administrativo, los órganos de asesoría y coordinación que considere necesarios para el desarrollo de sus funciones.



Artículo 10°. Oficina de control interno. Son funciones de la Oficina de Control Interno las siguientes :



Asesorar al Director Nacional en la definición de políticas referidas al diseño e implementación de los sistemas de control, que contribuyan a incrementar la celeridad, eficiencia y eficacia de las diferentes áreas de la entidad, así como garantizar la calidad en la prestación de los servicios de la institución.



Diseñar y establecer, en coordinación con las diferentes dependencias de la entidad, los criterios, métodos, procedimientos e indicadores para evaluar la gestión y proponer las medidas preventivas y/o correctivas del caso.



Establecer los parámetros y/o indicadores científicos, técnicos y éticos que permitan evaluar la calidad de los programas del área y la regulación de los factores de riesgo.



Coordinar, implementar y fomentar sistemas de control de gestión administrativa, financiera y de resultados institucionales.



Realizar evaluaciones periódicas sobre la ejecución del plan de acción del cumplimiento de las actividades propias de cada dependencia y proponer las medidas preventivas y/o correctivas necesarias.



Verificar el cumplimiento de los requisitos administrativos y financieros, de acuerdo con los procedimientos y control fiscal establecidos para el movimiento de los fondos, valores y bienes de la entidad.



Velar por la correcta ejecución de las operaciones, convenios y contratos de la entidad y vigilar como se invierten los fondos públicos, e informar al Director Nacional cuando se presenten irregularidades en el manejo de los mismos.



Vigilar que la atención a los ciudadanos para recibir, tramitar y resolver las quejas y reclamos se presenten de acuerdo con las normas vigentes y rendir al Director Nacional un informe semestral sobre el particular.



Diseñar e implantar el sistema de auditoria de sistemas de la entidad, estableciendo normas, metas y objetivos y efectuar el análisis de los resultados para la toma de acciones preventivas y/o correctivas.



Dirigir la elaboración y ejecución de los planes, programas y proyectos de la Dirección.



Las demás inherentes a la naturaleza de la dependencia y que le sean asignadas por las normas vigentes.



Artículo 11°. Secretaría General. Son funciones de la Secretaría General, las siguientes :



Asesorar al Director Nacional en la formulación de normas y procedimientos para la administración del talento humano, y de los recursos físicos, económicos y financieros de la entidad.



Dirigir, programas y coordinar las actividades de administración de personal, seguridad industrial y relaciones laborales del personal de acuerdo con las políticas de la entidad y las normas vigentes establecidas sobre la materia.



Dirigir la elaboración de los Manuales de Procedimientos, de Usuarios y demás formatos que requiera la entidad en coordinación con las diferentes dependencias, con el fin de racionalizar la gestión y los recursos de la Dirección Nacional.



Dirigir la adecuada prestación de los servicios generales para el correcto funcionamiento de la entidad.



Dirigir y controlar los procesos administrativos y financieros de la entidad en todos los niveles.



Dirigir lo relacionado con las hojas de vida y declaración sobre los bienes y actividad económica de las personas que aspiran a ocupar cargos en la entidad, o de quienes celebren contratos de prestación de servicios con la misma, para enviarla al Sistema Único de Información de Personal del Departamento Administrativo de la Función Pública, en los términos y condiciones de que trata la Ley 190 de 1995.



Contribuir al Fondo para la Rehabilitación, Inversión Social y Lucha Contra el Crimen Organizado de conformidad con las normas legales vigentes.



Dirigir la elaboración y ejecución de los planes, programas y proyectos de la dependencia.



Las demás inherentes a la naturaleza de la dependencia y que sean asignadas por las normas vigentes. 



Artículo 12°. División Financiera. Son funciones de la División Financiera , las siguientes :



Organizar, supervisar y controlar la ejecución de las políticas financiera y presupuestales establecidas en la entidad.



Ejecutar las operaciones financiera provenientes del Fondo de Rehabilitación, Inversión Social y la Lucha Contra el Crimen Organizado vinculado a temas migratorios.



Elaborar los estudios para proponer los planes, programas y demás acciones relacionadas con la gestión financiera y presupuestal de la entidad.



Coordinar el proceso de ejecución y control de los recursos financieros de la entidad así como la elaboración y presentación de la información financiera, de conformidad con las disposiciones vigentes.



Establecer los procedimientos para el análisis y evaluación de necesidades y requerimientos presupuestales para las diferentes áreas de la entidad.



Preparar y proyectar en coordinación con las diferentes dependencias de la Dirección Nacional la elaboración del proyecto de presupuesto y el programa anual de caja de la entidad.



Elaborar y analizar los estados financieros de la entidad, preparar y rendir los informes requeridos por los organismos de control que lo requieran.



Presentar propuestas de inversión, efectuar los análisis de rendimiento de los mismos y ejercer control sobre su vencimiento.



Dirigir la elaboración y ejecución de los planes, programas y proyectos de la dependencia.



Efectuar, tramitar y controlar los pagos de acuerdo con las normas legales vigentes.



Las demás inherentes a la naturaleza de la dependencia y que sean asignadas por las normas vigentes.



Artículo 13°. División de desarrollo del talento humano y servicios administrativos. Son funciones de la División de Desarrollo del Talento Humano y Servicios Administrativos, las siguientes :



Organizar, supervisar y controlar la ejecución de las políticas de administración de personal y desarrollo del talento humano de la entidad dentro de los lineamientos dados por la institución.



Adelantar estudios y desarrollar programas de selección, inducción,  capacitación y calidad de vida laboral de los empleados teniendo en cuenta las normas legales vigentes.



Realizar estudios sobre planta de personal, elaborar y mantener actualizado el manual específico de funciones y requisitos y mantener actualizado el registro de las hojas de vida de los empleados de conformidad con la Ley 190 de 1995 y demás disposiciones que la modifiquen o reglamenten.



Proponer, coordinar, ejecutar y evaluar los planes y programas conducentes al desarrollo del personal de la entidad dentro de una acción que incentive su capacidad valorativa, la comunicación, la formación de equipos de trabajo, el clima organizacional y la motivación individual.



Programar y coordinar las actividades de seguridad industrial de los empleados, de conformidad con las políticas de la entidad y las normas legales establecidas.



Coordinar la elaboración de la nómina de personal de la entidad y responder por el oportuno pago de los sueldos, factores salariales, y demás prestaciones y reconocimientos del personal de conformidad con las disposiciones que rigen la materia. 



Diseñar y proponer sistemas de evaluación del desempeño, de acuerdo con las normas legales vigentes sobre la materia y coordinar su ejecución.



Velar por la estricta aplicación de las normas y políticas sobre carrera administrativa, situaciones administrativas, régimen disciplinario y demás disposiciones relacionadas con la administración de personal.



Proponer sistemas de incentivos acordes con la política de la institución y las normas vigentes sobre la materia.



Coordinar y controlar el desarrollo de las actividades  de adquisiciones, suministros y prestación de servicios de apoyo administrativo como transporte, vigilancia, archivo, correspondencia, mantenimiento de equipos de oficina, aseo y cafetería, a todas las dependencias de la entidad.



Elaborar y tramitar, previo estudio jurídico, técnico y financiero los contratos y demás actos administrativos relacionados con la adquisición de bienes y servicios necesarios para el buen funcionamiento del organismo.



Organizar, sistematizar y controlar el archivo general y correspondencia de la institución.



Dirigir la elaboración y ejecución de los planes, programas y proyectos de la dependencia.



Los demás inherentes a la naturaleza de la dependencia y que sean asignadas por las normas vigentes.



Artículo 14. Subdirección de Asuntos Migratorios: Son funciones de la Subdirección de Asuntos Migratorios las siguientes:



Asesorar al Director Nacional sobre las reformas, planes y programas que adelante la Dirección Nacional para el cumplimiento del Plan Nacional de Migración



Establecer los indicadores de gestión y cumplimiento del Plan Nacional de Migración en lo que se refiere a la vigilancia y control de la expedición de visas y pasaportes



Proponer al Director Nacional medidas, planes y programas que fortalezcan la lucha contra el tráfico de personas y las adopciones ilegales



Sugerir la suscripción de acuerdos bilaterales, regionales y multilaterales que fortalezcan la cooperación internacional para el desmantelamiento de las redes organizadas de delincuentes dedicados al tráfico ilícito de personas y a las adopciones ilegales



Fortalecer los programas sobre desplazamientos internos en coordinación con las agencias nacionales e internacionales encargadas de la atención a esta problemática, especialmente a través de la ACNUR y la Consejería Presidencial para los Desplazados y el Ministerio del Interior



Los funcionarios que atiendan los temas de esta Subdirección deberán ser funcionarios de la Carrera Diplomática y Consular colombiana, en comisión ante la Dirección Nacional de Migración.



Artículo 15. División de Visas. Son funciones de la División de Visas las siguientes: 



Estudiar, tramitar y resolver las solicitudes de visas y consultar al Director nacional sobre casos especiales;



Vigilar, instruir, y controlar las misiones diplomáticas y consulares para el cumplimiento cabal de las normas sobre expedición de visas



Coordinar con las autoridades judiciales y de policía migratoria, las acciones encaminadas a no expedir visas en los casos que la legislación vigente así lo prevea



Autorizar con su firma la expedición de visas;



Mantener registro de las visas expedidas por la Dirección y las misiones diplomáticas y consulares;



Sistematizar la información y documentos referentes a la División de visas;



Resolver peticiones de las entidades que así lo requieran;



Las demás inherentes a la naturaleza de la dependencia y que sean asignadas por las normas vigentes.



Parágrafo: Los funcionarios que atiendan los temas de esta división deberán ser funcionarios de la Carrera Diplomática y Consular colombiana, en comisión ante la Dirección Nacional de Migración.



Artículo 16. División de Pasaportes. Son funciones de la División de Pasaportes las siguientes:



Estudiar, tramitar y resolver la solicitudes de expedición de pasaportes de acuerdo con las leyes y los reglamentos vigentes;



Coordinar con las autoridades judiciales y de policía migratoria las acciones encaminadas a no expedir pasaportes en los casos que la legislación vigente así lo prevea;



Autorizar con su firma la expedición de pasaportes;



Mantener el registro de todos los pasaportes expedidos por la Dirección, las gobernaciones y los consulados;



Coordinar, instruir y controlar a los consulados y demás autoridades competentes para el cabal cumplimiento de las normas sobre expedición de pasaportes;



Sistematizar la información y documentos correspondientes de la División de Pasaportes;



Las demás inherentes a la naturaleza de la dependencia y que sean asignadas por las normas vigentes.



Parágrafo: Los funcionarios que atiendan los temas de esta división deberán ser funcionarios de la Carrera Diplomática y Consular colombiana, en comisión ante la Dirección Nacional de Migración.



Artículo 17. División de Migraciones Laborales: Son funciones de la División de Migraciones Laborales las siguientes: 



Asesorar, coordinar y establecer los mecanismos para la ejecución de la política de la Dirección Nacional de Migración en materia de Migraciones Laborales;



Proponer y establecer estrategias conducentes a racionalizar y controlar la movilidad geográfica y profesional de la mano de obra extranjera de acuerdo con las necesidades del mercado de trabajo;



Recomendar planes y programas para la defensa de los trabajadores colombianos que desarrollan actividades laborales en el exterior;



Recomendar la adopción de políticas, para el tratamiento de la migración ilegal;



Establecer mecanismos de coordinación que permitan dar cumplimiento a los Acuerdos internacionales vigentes en materia de migraciones, evaluar el cumplimiento de los mismos, proponiendo modificaciones y nuevos acuerdos que se consideren convenientes;



Las demás que le asigne la Ley



Artículo 18. División de Desplazamiento Interno: Son funciones de la División de Desplazamiento Interno las siguientes:



Promover el diseño y elaboración de programas y proyectos encaminados a prevenir situaciones de desplazamiento interno de la población civil;



Propiciar mecanismos de concertación a nivel descentralizado para la ejecución de medidas sociales, económicas, jurídicas, políticas y de seguridad que adopte la Dirección Nacional de Migración, orientadas a la prevención y superación de los factores que generan el desplazamiento interno;



Coordinar la adopción de medidas humanitarias de emergencia para la atención a la población desplazada, con el fin de asegurar su protección, condiciones necesarias para su subsistencia y adaptación a la nueva situación;



Coordinar con las autoridades competentes la aplicación de mecanismos que brinden asistencia judicial y legal a la población desplazada, a fin de amparar los derechos vulnerados y la defensa de los bienes afectados;



Proponer y gestionar el diseño y la adopción de programas y proyectos que garanticen a la población desplazada su integración a la vida social, laboral, productiva y cultural del país;



Coordinar la ejecución de las medidas necesarias que posibiliten el retorno voluntario de la población desplazada a su zona de origen o su reubicación en otras zonas del país



Coordinar la elaboración de estudios e investigaciones tendientes a determinar los factores sociales y económicos que puedan generar desplazamiento de población en determinadas zonas del país;



Las demás que le asigne el Director Nacional de Migración o el Subdirector de Asuntos Migratorios y las que estén estipuladas por la legislación vigente;



Artículo 19. División de Adopciones Ilegales: Son funciones de la División de adopciones ilegales las siguientes:



Proponer al Subdirector de asuntos migratorios las reformas y modificaciones a que haya lugar para combatir el tráfico de niños y niñas y para evitar las adopciones ilegales por parte de extranjeros y nacionales.



Sugerir la suscripción de acuerdos bilaterales, regionales y multilaterales para fortalecer la cooperación internacional en la lucha contra las adopciones ilegales por parte de extranjeros y que garanticen la restitución internacional de menores en condición irregular en un país que no sea el de su residencia habitual.



Recomendar las acciones que la policía migratoria deberá considerar en la lucha contra las adopciones ilegales



Coordinar con el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar las adopciones de niños y niñas colombianos que serán entregados a padres extranjeros.



Las demás inherentes a la naturaleza de la dependencia y que sean asignadas por las normas vigentes.



Artículo 20. División de Tráfico de Personas. Son funciones de la División de Tráfico de Personas las siguientes: 



Asesorar al Director Nacional sobre los planes, programas y proyectos que se desarrollen en la lucha contra el tráfico ilícito de personas a través de las fronteras Nacionales.



Proponer los indicadores de gestión y cumplimiento del Plan Nacional de Migraciones en lo que se refiere a la lucha contra el tráfico de personas



Coordinar sus acciones con las adelantadas por el Comité Interinstitucional para la lucha contra el Tráfico de Mujeres, Niñas y Niños



Recomendar las acciones que la policía migratoria deberá considerar en la lucha contra el tráfico ilícito de personas a través de las fronteras Nacionales



Sugerir la suscripción de acuerdos bilaterales, regionales y multilaterales que contribuyan a fortalecer la cooperación internacional en la lucha contra la delincuencia organizada dedicada al tráfico ilícito de personas a través de las fronteras Nacionales.



Proponer planes y programas para la reinserción social de las víctimas del tráfico de personas



Armonizar la legislación Nacional en la materia, con la colaboración de la Subdirección de Asuntos Legales de la Dirección Nacional



Las demás funciones inherentes a la naturaleza de la dependencia y que sean asignadas por las normas vigentes.



Artículo 21°. Subdirección jurídica y de atención a connacionales en el exterior. Son funciones de la Subdirección jurídica, las siguientes :



Asesorar al Director Nacional y a las demás dependencias de la entidad en la interpretación de las normas Constitucionales, legales y reglamentarias en los asuntos de carácter jurídico de la entidad.



Resolver las consultas formuladas por organismos públicos y privados así como los usuarios y particulares de conformidad con las normas que rigen los servicios y funciones de la institución.



Representar jurídicamente la entidad en los procesos que se instauren en su contra o que ésta deba promover mediante poder que le otorgue el Jefe de los Organismos y mantenerlo informado sobre el desarrollo de los mismos.



Elaborar y presentar al Director Nacional, proyectos e iniciativas legales relacionadas con la misión institucional.



Elaborar, estudiar y conceptuar sobre los proyectos de ley, decretos, resoluciones, contratos, convenios y demás actos administrativos que deba expedir o proponer la Entidad, y que sean sometidos a su consideración.



Coordinar el desarrollo de las investigaciones que en el campo jurídico requiera la Entidad.



Compilar las normas legales, los conceptos, la jurisprudencia y la doctrina, relacionados con las actividad de la institución y velar por su actualización y difusión.



Sustentar jurídicamente las decisiones que le competa adoptar a la Dirección Nacional de Migración y al Director.



Elaborar los contratos de arrendamiento, fiducia, compraventa de los bienes sobre los cuales ejerza la acción de extinción del dominio conforme a lo dispuesto en los parágrafos 1° y 2° del artículo 25 de la Ley 333 de 1996, por delitos contra el Estatuto Nacional de Migración.



Dirigir las investigaciones necesarias dentro del campo de su especialidad, ejerciendo funciones de Policía Judicial de índole netamente administrativa y encaminadas a los fines de la preparación y trámite de las acciones de extinción del dominio, consagradas en la Ley 333 de 1996.



Dirigir la elaboración y ejecución de los planes,  programas y proyectos de la dependencia. 



Las demás inherentes a la naturaleza de la dependencia y que sean asignadas por las normas vigentes.   



Artículo 22. División de cobro coactivo. Son funciones de la División de Cobro Coactivo, las siguientes :



Efectuar el cobro de multas impuestas a favor de la Dirección por parte de las autoridades competentes a quienes sean declarados responsables de infringir el Estatuto Nacional de Migración.



Instruir los expedientes con el fin de iniciar los trámites pertinentes encaminados a obtener el recaudo de las multas impuestas.



Adelantar la etapa correspondiente al cobro persuasivo con el fin de procurar una mayor celeridad en el recaudo de las sumas adeudadas, motivo por el cual podrán celebrarse acuerdos de pago.



Iniciar y llevar hasta su terminación la etapa de cobro coactivo en todos aquellos casos en los cuales no se logre el recaudo en la etapa de cobro persuasivo o no sea posible adelantar esta etapa.



Adelantar el cobro de las multas impuestas por la Dirección en virtud del incumplimiento de los actos administrativos proferidos por la Entidad.



Dirigir la elaboración y ejecución de los planes, programas y proyectos de la dependencia.



Las demás inherentes a la naturaleza de la dependencia y que sean asignadas por las normas vigentes.

  

Artículo 23. División de asuntos legales y contenciosos. Son funciones de la División de Asuntos Legales y Contenciosos, las siguientes : 



Preparar y apoyar a la Oficina Jurídica del Ministerio de Relaciones Exteriores para contestar las demandas de nulidad y restablecimiento del derecho, reparación directa y otras  que se presenten en la Jurisdicción Contencioso Administrativa contra la Nación - Ministerio de Relaciones Exteriores - Dirección Nacional de Migración.   



Apoyar a la Oficina Jurídica del Ministerio de Relaciones Exteriores para adelantar las audiencias de conciliación que se presentan dentro de los procesos contencioso administrativos, con el objeto de defender los intereses económicos de la Nación, referente a las actuaciones que adelanta la Dirección Nacional de Migración.



Preparar y apoyar a la Oficina Jurídica del Ministerio de Relaciones Exteriores en la interposición y el sustento de los recursos de apelación dentro de los procesos contencioso administrativos ante el Consejo de Estado, respecto de las sentencias favorables o desfavorables a la Dirección Nacional de Migración.



Preparar las demandas y adelantar los procesos relacionados con la extinción del dominio de conformidad con los acuerdos interinstitucionales para ser presentados a consideración de la Subdirección Jurídica de la Entidad.



Participar en las diligencias de secuestro, embargo remate y demás situaciones procesales que se presentan dentro de la ejecución de la Ley 333 de 1996.



Tramitar y recibir los productos de los procesos que se adelanten en virtud de la sentencia de extinción de dominio para ser destinados al Fondo para la Rehabilitación, Inversión Social y la Lucha Contra el Crimen Organizado. 



Preparar y apoyar a la Oficina Jurídica del Ministerio de Relaciones Exteriores cuando sea necesario intervenir como parte o en calidad de tercero en defensa de los intereses de la Dirección Nacional de Migración en los procesos adelantados por autoridades administrativas o judiciales en virtud de la instauración de todo tipo de acciones o recursos de la Entidad.



Dirigir la elaboración y ejecución de los planes, programas y proyectos de la dependencia.



Las demás inherentes a la naturaleza de la dependencia y que sean asignadas por las normas vigentes.



Artículo 24: División de atención a connacionales en el exterior: Son funciones de la División de atención a connacionales en el exterior las siguientes: 



Proteger, en coordinación con las misiones consulares los intereses de los colombianos en el exterior y velar por el respeto a sus derechos fundamentales;



Elaborar las cifras estadísticas del movimiento de los consulados;



Llevar el censo de colombianos residentes en el exterior;



Evaluar los informes semestrales para el Director Nacional



Coordinar con las entidades pertinentes la labor de asistencia a los colombianos en el exterior;



Tramitar las solicitudes de repatriación de colombianos de acuerdo con las disposiciones legales vigentes;



Realizar actividades de promoción de las comunidades colombianas en el exterior de acuerdo con las reglamentaciones vigentes;



Dirigir, supervisar, promover y participar en los estudios e investigaciones que permitan mejorar la prestación de los servicios a cargo de la División o de la Dirección;



Las demás funciones que le sean asignadas y que correspondan a la naturaleza de la dependencia



Administrar los recursos asignados que permitan a los consulados apoyar jurídicamente y en otras circunstancias de dificultad a los nacionales colombianos en el exterior.



Parágrafo: Los funcionarios que atiendan los temas de esta división deberán ser funcionarios de la Carrera Diplomática y Consular colombiana, en comisión ante la Dirección Nacional de Migración.



Artículo 25. División de traslado de personas condenadas en el exterior - Repatriación. Son funciones de la División de traslado de personas condenadas las siguientes:



Coordinar con las entidades y autoridades competentes la ejecución de los Convenios suscritos a nivel bilateral y multilateral en materia de traslado de personas condenadas en el exterior - repatriación -;



Administrar la base de datos de los colombianos detenidos y condenados en el exterior y de los extranjeros detenidos y condenados en Colombia;



Evaluar, proponer y negociar la suscripción de acuerdos bilaterales y multilaterales en materia de traslado de personas condenadas en el exterior - repatriación -;



Las demás funciones que le sean asignadas y que correspondan a la naturaleza de la dependencia



Artículo 26. Subdirección de Informática. Son funciones de la Subdirección de Informática, las siguientes :



Asesorar al Director Nacional en la definición de la política referida a la organización, métodos y procedimientos relacionados con el procesamiento de la información y los análisis estadísticos con el fin de que la Entidad pueda desarrollar adecuadamente su función.



Elaborar y ejecutar el plan estratégico de informática, encaminando a integrar a la Dirección con las demás entidades Nacionales e internacionales involucradas en la lucha contra el tráfico de personas y delitos conexos.



Investigar y fomentar la utilización de nuevas metodologías de informática, así como velar por la mejor utilización de los recursos informáticos de la Entidad.



Diseñar y proponer estrategias para el establecimiento de sistemas uniformes de información que deban aplicar las entidades públicas que tengan relación con las funciones de la Dirección Nacional de Migración. 



Dirigir y supervisar la ejecución de las funciones de sistematización y manejo estadístico de la Entidad.



Coordinar con la dependencia encargada de la capacitación de los funcionarios de la Entidad los programas de adiestramiento necesarios para el óptimo aprovechamiento de los equipos y sistemas computarizados de la Entidad por parte de los funcionarios.



Prestar asesoría a la distintas dependencias de la Entidad en el diseño y establecimiento de métodos de procesamiento de la información, teniendo en cuenta la política de la Institución.



Coordinar el mantenimiento y actualización de las aplicaciones sistematizadas de acuerdo con las necesidades, políticas y desarrollo de la Entidad.



Prestar asistencia técnica, evaluar y coordinar con las diferentes dependencias de la Entidad, los proyectos y convenios de cooperación interinstitucional que en el área de informática adelante el organismo.



Dirigir las colaboración y ejecución de los planes, programas y proyectos de la dependencia.



Las demás inherentes a la naturaleza de la dependencia y que sean asignadas por las normas vigentes.



Artículo 27. Subdirección Estratégica y de Investigaciones.  Son funciones de la Subdirección Estratégica y de Investigaciones, las siguientes:



Asesorar al Director Nacional de Migración en la formulación de políticas a partir de investigaciones y estudios que permitan aumentar el conocimiento y la comprensión necesarios para combatir las violaciones a la legislación migratoria.



Adelantar estudios que permitan identificar la magnitud, características y perfiles de la población vulnerable al tráfico de personas o que sean víctimas de cualquier violación a la legislación migratoria, con el fin de orientar políticas en materia de prevención y reinserción social.



Mantener actualizada la información relacionada con acuerdos Nacionales e internacionales y con organismos  de cooperación internacional con el fin de proponer estrategias para combatir el tráfico ilícito de personas y delitos conexos.



Mantener contacto permanente con diferentes organismos internacionales que permitan intercambiar información existente en materia migratoria y establecer estrategias para combatir el tráfico ilícito de personas y delitos conexos.



Adelantar estudios que permitan identificar la eficacia de los convenios, acuerdos y tratados internacionales para medir el impacto de su aplicación a efectos de proponer medidas tendientes a mejorar la cooperación internacional.



Formular propuestas de política al Despacho del Director para ser sometidas a su consideración. 



Analizar rutas y medios de transporte marítimos, aéreos y terrestres con el fin de identificar las posibles vías para el tráfico ilícito de personas y delitos conexos.



Dirigir la elaboración y ejecución de los planes, programas y proyectos de la dependencia.



Las demás inherentes a la naturaleza de la dependencia y que sean asignadas por las normas vigentes.



Artículo 28. Subdirección de divulgación y prensa. Son funciones de la Subdirección de divulgación y prensa además de las establecidas en la Ley 18 de 1989, las siguientes: 



Elaborar en coordinación con los organismos pertinentes las campañas de publicidad, para lograr el posicionamiento de los mensajes que deba adelantar la Dirección en cumplimiento de su misión institucional.



Divulgar, previa autorización del Director nacional, comunicaciones oficiales sobre las actividades, políticas, planes y programas de la Dirección;



Coordinar con las Subdirecciones de la Dirección Nacional la preparación de los programas relativos al desarrollo de actividades divulgativas



Diseñar boletines y servicios informativos internos en forma periódica, sobre el desarrollo de las funciones y el avance de los programas de la Dirección;



Proponer y ejecutar campañas de divulgación sobre la problemática del tráfico ilícito de personas, la adopción ilegal, y los derechos de las víctimas de cualquier violación a la legislación migratoria;



Coordinar con las Oficinas de Prensa de las entidades del Comité Interinstitucional para la Lucha contra el Tráfico de Mujeres, Niñas y Niños, la difusión de sus actividades y las líneas de atención 9800 que para esos efectos han sido creadas por el Gobierno Nacional;



Dirigir el funcionamiento y mantener actualizado el fondo bibliográfico del Centro de Documentación, con el ánimo de prestar un adecuado servicio de consulta.



Las demás funciones que le sean asignadas y que corresponden a la naturaleza de la dependencia;



Artículo 29. Subdirección de Prevención y Desarrollo. Son funciones de la Subdirección de Prevención y Desarrollo, las siguientes:



Asesorar a la Dirección Nacional en la formulación de políticas relacionadas con la prevención del tráfico ilícito de personas y delitos conexos y en el establecimiento de campañas para la resocialización de los individuos víctimas de esta modalidad delictiva y de los desplazamientos internos.



Coordinar el desarrollo de las funciones de los Consejos Seccionales de Migración, de conformidad con las políticas trazadas por la Dirección Nacional.



Proponer a los organismos que imparten educación, incluir en sus programas académicos información y formación encaminadas a la prevención del tráfico ilícito de personas y delitos conexos.



Dirigir, supervisar y evaluar el desarrollo de planes y programas de prevención, en coordinación con las instancias y entidades competentes.



Dirigir, controlar y evaluar el desarrollo de programas de formación permanente, dirigidos a los funcionarios de organismos gubernamentales y no gubernamentales comprometidos en la ejecución de las políticas integrales para el abordaje del problema del tráfico ilícito de personas y cualquier violación a la legislación migratoria



Dirigir, controlar y evaluar el desarrollo de las asesorías y acompañamiento técnico a los Comités de Prevención Departamentales y Municipales con el fin de que las funciones se cumplan de conformidad con las políticas y las normas legales vigentes sobre la materia.



Dirigir la elaboración y ejecución de los planes, programas y proyectos de la dependencia.



Las demás inherentes a la naturaleza de la dependencia y que sean asignadas por las normas vigentes.



Parágrafo: Los funcionarios que atiendan los temas de esta división deberán ser funcionarios del Departamento Administrativo de Seguridad DAS, en comisión ante la Dirección Nacional de Migración.



Artículo 30. Subdirección de Policía Migratoria. Son funciones de la Subdirección de Policía Migratoria. Son funciones de la Subdirección de Policía Migratoria las siguientes:



1. Coordinar con la Subdirección de Asuntos Migratorios, en especial con las divisiones de visas, pasaportes, adopciones ilegales y tráfico de personas, las acciones que desarrollen el Plan Nacional de migración y todas aquellas que impliquen la participación de autoridades de represión en la lucha contra el tráfico de personas y las adopciones ilegales;



2. Coordinar el control migratorio en las fronteras nacionales y ejercer vigilancia en los terminales aéreos, terrestres y fluviales de todo el territorio nacional, para prevenir y combatir la inmigración ilegal;



3. Llevar el registro de extranjeros en todo el territorio nacional, controlar su ingreso, permanencia y salida del país, proveer su documentación y vigilar en puertos y aeropuertos nacionales e internacionales el cumplimiento de las disposiciones sobre  emigración e inmigración de nacionales y extranjeros;



4. Asistir al Director Nacional de Migración en los diferentes aspectos relacionados con el ingreso, permanencia y salida de extranjeros y el cumplimiento de las normas sobre extranjeros;



5. Coordinar lo inherente a inmigración y emigración de extranjeros, impedimentos de salida de colombianos, captura de delincuentes y fijación de políticas en estas materias;



6. Presentar al Director Nacional las informaciones, programas, evaluaciones y métodos de coordinación relativos al control de extranjeros y al seguimiento de los desplazamientos de connacionales hacia el exterior;



7. Auxiliar al Director Nacional y a las autoridades de Inteligencia del Estado en la búsqueda y obtención de información;



8. Imponer las sanciones a que diere lugar a las personas naturales o jurídicas, por infracciones a las disposiciones vigentes en materia migratoria;



9. Ordenar la deportación y expulsión del territorio nacional de extranjeros, por infracción a las disposiciones migratorias vigentes;



10. Examinar las solicitudes de extranjeros sobre cancelación de antecedentes penales y tomar las decisiones pertinentes;



11. Autorizar los cambios de profesión de los extranjeros.



12. Las demás inherentes a la naturaleza de la dependencia y que sean asignadas por las normas vigentes.



Parágrafo: Los funcionarios que atiendan los temas de esta división deberán ser funcionarios del Departamento Administrativo de Seguridad DAS, en comisión ante la Dirección Nacional de Migración.



Artículo 31.  División de Migración y Documentación: Son funciones de la División de Migración y Documentación las siguientes: 



1. Coordinar los servicios de inmigración y emigración de nacionales y extranjeros en los puertos terrestres, aéreos, fluviales y marítimos habilitados por las disposiciones vigentes ;



2. Dirigir, coordinar, controlar y supervisar las actividades de migración en las Seccionales y Puestos Operativos;



3. Hacer cumplir las normas legales sobre migraciones internacionales;



4. Suministrar al Director Nacional y a la Dirección General de Inteligencia de la INTERPOL la información obtenida en las áreas de su responsabilidad;



5. Solicitar a la Dirección General de Inteligencia de la INTERPOL la información obtenida en las áreas de su responsabilidad;



6. Llevar los registros estadísticos de entrada y salida de extranjeros y el movimiento migratorio de nacionales;



7. Expedir las cédulas, certificados judiciales y demás documentos que requieran los extranjeros para permanecer o salir del país;



8. Identificar a los extranjeros, registrar los cambios de domicilio de los mismos, su estado civil, organizar los prontuarios y cartillas bibliográficas y mantener actualizados los archivos pertinentes;



9. Prestar y solicitar los auxilios dactiloscópicos y técnicos - criminalísticos para el cumplimiento de las funciones de la Subdirección de policía y control migratorios;



10. Las demás inherentes a la naturaleza de la dependencia y que sean asignadas por las normas vigentes.



Parágrafo: Los funcionarios que atiendan los temas de esta división deberán ser funcionarios del Departamento Administrativo de Seguridad DAS, en comisión ante la Dirección Nacional de Migración



Artículo 32. División de Investigación. Son funciones de la División de investigación, las siguientes:



1. Ejecutar las órdenes de captura a extraditados, cuando así lo soliciten los organismos competentes y entregarlos a las respectivas autoridades extranjeras;



2. Velar por el cumplimiento de registros, allanamientos y por la captura de extranjeros, según las órdenes que impartan las autoridades judiciales y prestarle los auxilios correspondientes;



3. Verificar que los extranjeros en el territorio nacional, los patronos, empresas de transporte, viajes, hoteles y las demás personas naturales o jurídicas den cabal cumplimiento a las disposiciones vigentes obre extranjería;



4. Adelantar misiones de búsqueda de información de inteligencia, siguiendo instrucciones de la Dirección nacional de migración y de la INTERPOL y transmitirle las que obtenga en ejercicio de sus funciones;



5. Expedir las resoluciones que impongan sanciones de multas a extranjeros, patronos, empresas de transporte, viajes y hoteles por inobservancia de las normas sobre extranjería;



6. Dictar las providencias relativas a expulsión y deportación de extranjeros, por contravención a las disposiciones respectivas y vigilar su ejecución;



7. Establecer el cumplimiento de las disposiciones sobre cambios de profesión, impedimentos de salida, refugiados y asilados políticos extranjeros;



8. Ordenar misiones de investigación respecto a extranjeros que han solicitado carta de naturalización.



9. Las demás inherentes a la naturaleza de la dependencia y que sean asignadas por las normas vigentes.



Parágrafo: Los funcionarios que atiendan los temas de esta división deberán ser funcionarios del Departamento Administrativo de Seguridad DAS, en comisión ante la Dirección Nacional de Migración.



Artículo 33.  Unidad de Migración Aeropuerto El Dorado. Corresponde a la Unidad de Migración Aeropuerto El Dorado cumplir las siguientes funciones:



1. Dirigir los servicios de inmigración y emigración de nacionales y extranjeros en el aeropuerto internacional El Dorado de Santafé de Bogotá;



2. Cumplir y hacer cumplir las normas y disposiciones vigentes sobre migración, por parte de pasajeros internacionales;



3. Colaborar con las Unidades de Policía Judicial en la ejecución de órdenes de captura y en el tratamiento a deportados;



4. Controlar el arribo de los deportados;



5. Informar a los extranjeros en relación con sus obligaciones, indicándoles las dependencias a donde debe dirigirse para cumplir los requisitos exigidos por la ley;



6. Llenar los cuadros estadísticos diarios de pasajeros que entran y salen del país;



7. Vigilar el cumplimiento de los requisitos para salida de menores del país y controlar sus desplazamientos en el territorio nacional;



8. Presentar informes periódicos a la Subdirección de Asuntos Migratorios de las actividades y novedades que se presenten en la Unidad;



9. Las demás inherentes a la naturaleza de la dependencia y que sean asignadas por las normas vigentes.



Parágrafo: Los funcionarios que atiendan los temas de esta división deberán ser funcionarios del Departamento Administrativo de Seguridad DAS, en comisión ante la Dirección Nacional de Migración.



Artículo 34. Órganos de Asesoría y Coordinación. Son Órganos de asesoría y coordinación de la Dirección Nacional de Migración, los siguientes:



Comité interno de destinaciones. El Comité Interno de Destinaciones actuará como órgano asesor de la Dirección nacional de migración, el cual desarrollará las funciones contempladas en las normas legales vigentes y su conformación la determinará el Director Nacional mediante resolución interna;



Comité de Coordinación del Sistema de Control Interno. El Comité de coordinación del sistema de control interno actuará como asesor de la Dirección nacional de migración, el cual se regirá por las disposiciones señaladas en la Ley 87 de 1993 y en el Decreto 1826 del 3 de agosto de 1994;



Comisión de Personal. La composición y funciones de la comisión de personal de la Dirección nacional de migración se regirá por las disposiciones legales y reglamentarias vigentes;



Comité de Planeación. El Comité de Planeación tendrá la función de analizar, programas y proyectos presentados por las diferentes dependencias de la Entidad teniendo en cuenta la política del Gobierno Nacional, la política sectorial y el Plan Nacional de Desarrollo, evaluar su ejecución y proponer los ajustes que sean del caso.



El Comité de Planeación estará integrado por: El Director Nacional de Migración, quien lo presidirá, o su delegado, por los Subdirectores Generales, el Secretario General, el Jefe de la Oficina de Control Interno y los demás funcionarios que considere el Director Nacional.



Parágrafo. El Comité de Planeación contará con una secretaría técnica, conformada por el Director Nacional, mediante resolución, la que desarrollará las siguientes funciones:



Asesorar a las dependencias de la Entidad en la ejecución de planes y programas institucionales e igualmente en los procesos de planeación y programación.



Elaborar los informes requeridos para presentar a la Comisión Nacional para la Moralización y a la Comisión Ciudadana para la Lucha Contra la Corrupción, dentro de los dos (2) primeros meses de cada vigencia, de acuerdo con las metodologías y reglas que defina el Gobierno Nacional.



Adelantar en coordinación con las dependencias los estudios de costo/beneficio, costo/efectividad, factibilidad y análisis de tendencia, y los demás que sean necesarios para la ejecución de los proyectos.



Consolidar el plan de acción propuesto por las diferentes dependencias y evaluar los resultados tanto del Plan Nacional como estratégico y proponer a la Dirección los ajustes necesarios.



Adelantar los estudios requeridos para celebrar convenios técnicos Nacionales e internacionales relacionados con las funciones de la Entidad.



Artículo 35. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación y modifica en lo pertinente a los Decreto 2371 de 1996 y demás disposiciones que le sean contrarias.



Publíquese y cúmplase.



Dado en Santafé de Bogotá, D. C., a 20 de julio de 1999.



El Presidente de la Republica



El Ministro de Relaciones Exteriores

	

El Director del Departamento Administrativo de la Función Pública



				



�
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Editor�Página�Localiz�Comentario��7�ARMVIG, EVA�Prostitución en Camboya: ¿La ONU podrá desentenderse?�Artículo de Revista 

 (AR)�1993�Tribuna Vol. 10�3�IUS�Situación en Camboya con respecto a la prostitución, estudio descriptivo en la región. No hace referencia a tráfico de personas, más a la destinación.��12�BOQUE MIRO, ROBERTO�El Infame negocio de la adopción internacional�(AR)�24.11.95�La Voz del Interior�1�IUS�La adopción internacional en relación con el tráfico de niños. Argumentos basados en la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño. Ejemplo en Paraguay��16�BOTTE, Marie France y MARI, Jean Paul�El Precio de un niño: Cuatro años en el Infierno de Bangkok�Libro

(L)�1993�Ed. Planeta,

Paris�223�IUS�Investigación realizada en Bangkok sobre prostitución infantil. Se hace referencia al tráfico con fines de prostitución y pornografía, perfil de víctimas, pedófilos y redes de tráfico.��24�Cámara de Comercio de Bogotá�La “Prostitución Infantil” en el Centro de Bogotá�Ensayo 

(E)�Dic. 93�Cámara de Comercio de Bogotá�

99�

IUS�Analiza el fenómeno en cuestión, desde las causas, los objetivos y las modalidades del ejercicio. Aporta un marco jurídico nacional e internacional general sobre los delitos relacionados con la prostitución infantil. Se aproxima a la determinación de un perfil socioeconómico de los menores.��

�

ID/O�AUTOR�TITULO�CATEG�FECHA 

Edición�Nombre

Editor�Página�Localiz�Comentario��21�CASADO,  Marisa�Bélgica: víctimas de una justicia menor�(AR)�2.08.96�Cambio 16, 

España, nº 12 93�2�IUS�Analiza el caso Dutroix y el debate jurídico y la movilización social que generó en Bélgica. No hace referencia al tráfico de personas.��9�DELGADO Gema�Comercio de Niños�(AR)�1.04.96�Cambio 16, 

nº12 71�16 �IUS�Serie de documentos que recoge un análisis sobre tráfico de personas de países en vía de desarrollo y desarrollados, modalidad de adopciones y presentación de las situaciones específicas a nivel regional (Argentina, Guatemala, Brasil, Hungría, Europa del este).��22�HERNANDEZ, Germán�Exportación de Niños�(AR)�22.04.96�Cambio 16, 

nº 149�4�IUS�El tema referido es el de las adopciones, en el cual es líder Colombia. Se aportan algunas cifras de adopciones legales a Europa y se insinúa la existencia de una red de tráfico internacional de menores, con destino a las adopciones��1�JIMENEZ.

Milton�Tráfico de Niños en América Central: el caso de Honduras�(AR)�1993�Tribuna. Vol. 10, nº 1 y 2�

3�IUS�Compendio de un análisis detallado sobre el tráfico de niños, con objetivo de adopción en Honduras��

�

ID/O�AUTOR�TITULO�CATEG�FECHA 

Edición�Nombre

Editor�Página�Localiz�Comentario��19�MARTÍN, Medem, J.M.�Explotación sexual de los niños: vergüenza�(AR)�02.09.96�Cambio 16, 

España nº 1293�3�IUS�Plantea que el escenario que beneficia las mafias dedicadas a la prostitución infantil está dado por: desconocimiento público, inhibición social  y pasividad gubernamental��17�OEA, preparado por el grupo de expertos reunidos en 

Oaxtepec, México�Proyecto de Convención Interamericana sobre tráfico internacional  de  menores�Proyecto de articulado�17.10.93�OEA�11�IUS�La Convención tiene por objeto prevenir y sancionar el tráfico internacional de menores y regular los aspectos civiles y penales del mismo. Define menor  y tráfico internacional de menores.��10�ONU�El comercio de la vergüenza: la venta de niños�Informe de las Naciones Unidas 

(INU)�sep. 91�ONU�4�IUS�Se esbozan las diferentes modalidades del tráfico de niños y niñas, planteamiento de hipótesis, causas y sugerencias con respecto a este tipo de tráfico��13�ONU�Argentina�(INU)�1993�ONU�9�IUS�Regulación normativa referida a las modalidades  de tráfico de niños para adopción y prostitución en los países de Argentina, Libia, Chile, Panamá, España y san Vicente de las Granadinas.��14�ONU�Australia�(INU)�1993�ONU�31�IUS�Informe sobre el tráfico de niños en sus diferentes modalidades en Australia. Informe gubernamental a funcionarios de las N.U.��

�

ID/O�AUTOR�TITULO�CATEG�FECHA 

Edición�Nombre

Editor�Página�Localiz�Comentario��15�ONU�La Lucha contra la Venta de Niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía�Programa de Acción�1992�ONU�8�IUS�Compilación de un programa de acción de las N.U. La compilación se recibe de Chile��18�ONU, 

COOMARSWAM, Radhika�Cuestionario para el Informe de la Relatora Especial sobre Violencia contra las Mujeres�

Doc. de las

Naciones Unidas�

08.11.95�ONU�24�IUS�Plantea la necesidad de realizar la encuesta internacional que anexa, en virtud de la falta de precisión en el lenguaje utilizado por las distintas instituciones y personas aproximadas al tema de tráfico de mujeres. Define trabajo forzado y prácticas esclavistas.��4�RESTREPO

Javier Dario�El niño: una mercancía�Artículo de Periódico

(AP)�

07.10.90�El Nuevo Siglo�2�IUS�Presenta un  análisis de la niñez en Colombia que abarca diversas modalidades de maltrato infantil tales como tráfico para adopción, guerrilla y trabajo.��23�RIVAS,

Julio Cesar�La guerra de los niños�(AR)�15.04.96�Cambio 16,

España, nº 1273�2�IUS�Situación de abandono de menores en Guatemala, como una de las causales para la “exportación” de niños a Europa. Presenta los distintos eslabones de la cadena de tráfico de niños��

�

ID/O�AUTOR�TITULO�CATEG�FECHA 

Edición�Nombre

Editor�Página�Localiz�Comentario��8�RODRI-GUEZ MONJE, Ruben�Quisieron comprar mi hijo ... Cruda historia de 3 madres presionadas por el mercado de las adopciones�(AR)�26.03.91�Rumbo�3�IUS�Referencia de casos con fines de adopción , vinculación de abogados en la venta de niños con o sin dinero y sin la elección voluntaria de las víctimas.��2�S. D.�Adopción internacional y violación de los derechos de los niños en Asia. En estado de alerta�



(AR)�



04.92�TRIBUNA�1�IUS�Conclusiones del seminario organizado en Manila sobre la situación de tráfico de personas con fines de adopción en Asia. Análisis de normatividad sobre adopción.��3�S. D. �La infancia prostituida�(AR)�S.F.�S. D.�1�IUS�Comentario sobre prostitución relacionada con mujeres menores, no presenta estadísticas. No hay relación  con tráfico de personas.��5�S. D.�La explotación de los niños Jockeys�(AR)�1992�Tribuna Vol. 9, Nº 3 �

3�IUS�Reseña sobre el tráfico de niños para explotación  laboral, situación de la región y algunas estadísticas regionales��6�S. D.�El Tráfico de niños en América Latina�(AR)�1992�Crónica de prensa�1�IUS�Tráfico legal e ilegal de personas con fines de adopción en varios países de América Latina���

ID/O�AUTOR�TITULO�CATEG�FECHA 

Edición�Nombre

Editor�Página�Localiz�Comentario��11�S. D. �Basta de traficantes de niños�Artículo�S. F.�S. D.�4�IUS�Situación de tráfico de niños en Bolivia. Crónica de una marcha de niños y jóvenes en protesta.��20�ZORRILLA

Virginia y MANEIRO 

María�Informe de UNICEF: El gran negocio de la pedofilia�(AR)�02.09.96�Cambio 16, España nº 1293�3�IUS�Establece la expansión que el negocio de la pedofilia ha tenido en los últimos años en Europa. A pesar de que la Convención de los Derechos del Niño fue ratificada por 187 países, son muy pocos los países que tienen una legislación adecuada o que estén trabajando en tal sentido��
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Informe para la Relatora Especial sobre Violencia contra las Mujeres, doctora Radhika Coomaraswamy, preparado por la Alianza Global contra el Tráfico de Mujeres, en noviembre de 1995, 
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OIM, Aspectos Jurídicos e Institucionales de las Migraciones, Capítulo Colombiano, 1991.



PATIÑO Carlos y DÍAZ Jorge, “Programa “Retorno de Profesionales y Técnicos especializados”, ICETEX y OIT, 1986, S.L.



Proyecto de Convención Interamericana sobre Tráfico Internacional de Menores, de Oaxtepec, México, octubre de 1993



Revista National Geographic, Vol. 3, No. +4, octubre de 1998



URRUTIA Miguel y ARRUBLA Mario, Compendio de Estadísticas Históricas de Colombia, Bogotá, Universidad Nacional, 197

� La ACNUR es la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados.

� Creados respectivamente por los Decretos 2371 de 1996 y 1974 de 1996.

� Ver Diccionario de Ciencias Jurídicas, Políticas y Sociales, Editorial Heliasta, SRL, Buenos Aires, 1981, p.464.

� Idem, p. 280.

� Idem, p. 384. Casos como las dos guerras mundiales, las numerosas guerras civiles y las persecuciones raciales desencadenadas por Estados de régimen totalitario sin distinción de signo, han producido fuertes corrientes inmigratorias de las víctimas de tales acontecimientos, v.g. los republicanos españoles o los cubanos anticastristas.

� LEROY - BEAULIEU, Paul, La Colonisation, Paris Presses Universitaires de France, 1952. 

� Tomado de Revista National Geographic, Vol. 3, No. 4, octubre de 1998, p. 14.

� Ibid, p. 11.

� Según el ACNUR, Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, la mayoría de los 20 millones de personas o más que reciben su ayuda huyen de la guerra. La cifra fluctúa mucho, en 1991 era de 17 millones, aumentó a 27 millones en 1995 y disminuyó a 22 millones en 1997. Otras migraciones que pueden reseñarse rápidamente son las que se han dado en países como China, dónde casi 100 millones de trabajadores han emprendido un numerosa migración interna, especialmente hacia las costas abiertas al comercio internacional; Palestina, en dónde unos 3.2 millones de personas viven en Gaza, Cisjordania, Jordania, Siria y Líbano, como refugiados de un Estado que no posee un territorio oficialmente; Africa Central, en dónde una serie de conflictos sangrientos ha generado un torrente de refugiados y graves violaciones de los derechos humanos, y se han presentado más de 4 millones de migrantes en los últimos años; la antigua URSS, que al desintegrarse provocó un renacimiento de las nacionalidades y por ende desplazamientos de más de 5 millones de migrantes rusos que constituían minorías étnicas en otras regiones han regresado al hogar de sus antepasados en Rusia. National Geographic, Op. Cit, p.17.

� Los desplazamientos de miles de personas, como los ocurridos en África Central y especialmente en el caso de los más de 450.000 refugiados rwandeses, que retornaron repentinamente desde los campos de Tanzania en diciembre de 1996, son rara vez tan repentinos y notorios. Pero cosas similares tienen lugar  todos los días; en los aeropuertos, puertos marítimos y estaciones de tren, a lo largo de fronteras boscosas e “infranqueables barreras migratorias”, miles y miles de personas van en camino hacia un nuevo hogar; no hacen ruido pero cambian el mundo.

� En este sentido, debe señalarse que no hay asignaciones presupuestales suficientes para la atención de colombianos en el  exterior, a nivel judicial o de asistencia humanitaria, que sería una de las más urgentes necesidades por satisfacer en el mediano plazo. La mayoría de los Cónsules colombianos durante su servicio exterior tienen que participar con sus propios recursos para la atención de casos como repatriación de cadáveres, apoyo a colombianos en situaciones económicas críticas, etc.

� En este sentido, sería interesante proponer a esa instancia gubernamental la realización de un censo a nivel consular a fin de establecer una aproximación al número de connacionales en el exterior registrados en esas dependencias, en aras no sólo de contar con cifras estadísticas algo mas certeras que las existentes actualmente. Del mismo modo se podría proponer una campaña de registro consular teniendo en consideración que durante el año 1999 salieron del país aproximadamente 800.000 connacionales que al parecer dejaron el país de manera definitiva o por lo menos con esa expectativa. (Par más información sobre las cifras es posible consultar las bases de datos de las oficinas de Extranjería del DAS en todos los puertos internacionales).

� Sobre este punto, como se verá más adelante únicamente en la Ley  54 de diciembre de 1987, artículo 3, literal “m”, se propone una atención particular a los emigrantes colombianos, esencialmente relacionado con el tema laboral, que no es suficientemente amplio para cubrir las motivaciones de salida de nuestros connacionales.

� Es de señalar que a pesar de que esa no sea la intención original, muchos de los migrantes que salen en condición de turistas se están quedando en los países “visitados” a fin de conseguir un mejor futuro para ellos y sus familias. Las limitaciones migratorias establecidas en los países en desarrollo están pretendiendo limitar las situaciones de irregularidad, sin embargo muchos de estos migrantes prefieren correr los riesgos de la ilegalidad y quedarse a pesar de que sus visados hayan caducado, exponiéndose así a situaciones de alto riesgo, maltrato, deportación o prisión, empeorando de esta manera su condición inicial.

� Esta última situación es clara en países de alta receptividad de migrantes en los que el aprendizaje del idioma local es costosa, o por su propia naturaleza difícil y compleja como sería el caso de Suecia o Bélgica en la parte Flamenca. 

� Con excepción quizá del periodo dictatorial (1973 a 1989) que por el contrario significó un elemento altamente expulsor que ha desplazado a miles de chilenos hacia Europa, el Norte de América Latina y con menor fuerza hacia los Estados Unidos. Los perseguidos políticos de la dictadura chilena son representativos de migraciones altamente desordenadas y violentas por la celeridad de los acontecimientos que las motivaron.

� De este modo es posible entender porque no han existido verdaderos planes de inmigración hacia Colombia y porqué ha sido dejada un poco en segundo plano esta problemática.

� Es de mencionar que en la actualidad, se vienen aprobando en algunos países del Primer Mundo, reglamentaciones en materia de regulación migratoria, que lejos de asegurar el estatus de “refugiado político o humanitario” de muchos de estos migrantes, establecen cánones de cumplimiento y condiciones previas a la regularización que imposibilitan a los “beneficiarios” de esta particular condición a la de simples inmigrantes ilegales, ejecutando así operaciones de deportación y exclusión de seres humanos que al regresar a su país de origen están arriesgando sus vidas o condenados a una miseria peor a la que dejaron al “huir” hacia occidente. El caso belga es un interesante ejemplo de esta situación. Entre septiembre de 1999 y febrero del año 2000 fueron deportadas más de treinta mil personas provenientes de naciones en conflicto o afectadas por significativas crisis de pobreza, en virtud del incumplimiento de los requisitos migratorios exigidos por las autoridades de ese país.

� Para una información más detallada y profunda, ver la Segunda Parte este documento.

� Esto último siempre y cuando hayan adelantado todos los trámites requeridos para que sus títulos y calificaciones de formación escolarizada estén homologados en el país de destino, de lo contrario entrará muy posiblemente a engrosar las filas de los “jobistas” y trabajadores del sector servicios (aseo, secretariado, obreros industrial, etc.), característico por la importante cantidad de personas tituladas provenientes de países en desarrollo, en la mayoría de los casos, que están sobreviviendo en el exterior con este tipo de empleos.

� Lo anterior puede comprobarse con los recientes acontecimientos electorales ocurridos en Austria en dónde el Partido de la Libertad presidido por Heider, propone tesis y políticas claramente discriminatorias y xenófobas, y hace parte de la coalición de gobierno actualmente en el poder.

� En este sentido, probablemente la grandeza de América del Norte se debió a una buena política migratoria. Diccionario de Ciencias Jurídicas, Políticas y Sociales, Op. Cit, p. 383.

� Lo cual parecería ser un elemento ausente en las recientes negociaciones entre el Gobierno de Colombia y el reino de España en que se le ofreció a los “voluntarios” empleados colombianos ir a destapar las cañerías y lavar los puentes en algunas ciudades de “la Madre Patria”.

� Ver OIM, Aspectos Jurídicos e Institucionales de las Migraciones, Capítulo Colombiano, 1991, p. 3.

� Ver URRUTIA Miguel y ARRUBLA Mario, Compendio de Estadísticas Históricas de Colombia, Bogotá, Universidad Nacional, 1970.

� Tomado de McCULLOUGH, David, El Cruce entre Dos Mares, la Creación del Canal de Panamá 1870-1914, Lasser Press, México, 1977, p. 38

� Esta fecha es ampliamente significativa para la historia política y migratoria de Colombia, pues corresponde a la célebre “Guerra de los Mil Días”,  período en el cual el interés del Gobierno Central por los asuntos de Panamá era inexistente, y poco o nada se participaba en los temas migratorios relativos a la construcción del Canal. Lo anterior explica la inexistencia de registros e informaciones más detalladas a nivel institucional en el país.

� Diario oficial No. 20656

� Para información más detallada en lo económico de este período consultar a NIETO ARTETA Luis Eduardo, en Economía y cultura en la historia de Colombia, Editorial La Oveja Negra, mayo de 1972, tomo II, Capítulo XVIII, “La Quina, el añil y otros productos”, pp.80 a 95.

� Nótese que prevalecen para la época criterios aún de carácter decimonónico que quizá contribuyan en la explicación de los fracasos de la aplicación de estas premisas. El problema de la mentalidad o de la ideología en los procesos de toma de decisiones perturban el desarrollo y crecimiento de lo que Samuel Huntington propone en su obra, Las Sociedades en Cambio atención verificar este título…

� Los resultados desde 1983  y hasta nuestros días no han sido muy notorios, toda vez que estas zonas han sido fuertemente afectadas por los comportamientos de las economías de los países limítrofes; adicionalmente y especialmente durante la segunda mitad de la década del 80, los hechos recesivos tanto en Ecuador como en Venezuela han generado el retorno de quienes emigraron en décadas pasadas. 

� Sobre este punto, conviene señalar que a pesar de las “buenas” intenciones del Gobierno nacional estas iniciativas no son suficientes para atender el volumen de casos de connacionales en el exterior, en gran medida por las dificultades presupuestales que este tipo de apoyo y asistencia requieren. Sólo en algunos consulados como los de Venezuela, Perú, Ecuador y Panamá por ejemplo, es posible afirmar que Colombia atiende convenientemente la situación de los connacionales a través de las gestiones de grupos de abogados que prestan asesorías jurídicas a los detenidos colombianos en esos países.

� Ver “Evaluación del Programa de Retorno  de Profesionales y Técnicos”, publicado por COLCIENCIAS en 1978.

� El programa “Retorno de Profesionales y Técnicos especializados”, fue encomendado al ICETEX, para la aprobación de las solicitudes de regreso de los emigrantes colombianos y la definición de los trámites y procedimientos necesarios para hacerlo realidad. Se aceptaron 2974 solicitudes, de las cuales 1117 correspondieron a estudiantes que estaban en el exterior y 1857 a colombianos y colombianas que ejercían su profesión más allá de nuestras fronteras. El estudio de evaluación del programa fue adelantado por Carlos Patiño y Jorge Díaz y financiado por la OIT, en 1986.

� National Geographic, Op. Cit, p. 31.

� En este sentido recuérdense las conferencias dictadas por el Profesor A. Valladao, invitado por el IAED en 1997, quien expusiera el tema migratorio como una prioridad de la Agenda del Siglo XXI.

� Traducción libre del texto publicado por Marie Francoise Durand, Jacques Levy y Denis Retaillé, Le Monde Espaces et Systèmes, de Presses de la Fondation Nationale des Sciences Politiques & Dalloz, 1992, pg.54.

� Para mas datos estadísticos consultar la documentación del Informe al 8° periodo de sesiones de la Comisión de las Naciones Unidas para la Prevención del Delito y la Justicia Penal, de 1998.

� El caso de las mujeres filipinas hace parte de una tradicional práctica de venta de seres humanos dedicados al divertimento de otros. Es posible afirmar que un empresario “serio” pueda contar con más de 1200 mujeres a su servicio, repartidas en diversos puntos del planeta.

� patrocinada por Alemania, Angola, Arabia Saudita, Argentina, Australia, Austria, Bélgica, Benin, Canadá, Costa de Marfil, Ecuador, Eslovaquia, Eslovenia, Estados Unidos, Federación Rusa, Filipinas, Finlandia, Grecia, Italia, Libia, Kuwait, Lesotho, Líbano, México, Portugal, Reino Unido, Sudáfrica, Sudán, Suecia, Swazilandia, Togo, Turquía, Ucrania y Zimbabwe

� patrocinada por: Alemania, Angola, Arabia Saudita, Austria, Azerbaiyán, Belarús, Bélgica, Benin, Cabo Verde, Canadá, COLOMBIA, Costa Rica, Costa de Marfil, España, Estados Unidos, Federación Rusa, Filipinas, Finlandia, Georgia, Grecia, Italia, Lesotho, Líbano, Mauricio, Portugal, Quatar, Reino Unido, Siria, Sudáfrica, Suecia, Swazilandia, Togo, Túnez, Turquía, Ucrania y Zambia. 

� Tomado del Informe del Séptimo Período de Sesiones Ordinarias de la Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal de las Naciones Unidas,  marzo de 1998, p.24. 

� En efecto, el Convenio en comento se limita únicamente a establecer las medidas represivas que deberán tomar los Estados Contratantes, sin llegar a una definición de ninguno de los términos que se emplean. 

� Las definiciones aquí empleadas fueron extractadas del Informe para la Relatora Especial sobre Violencia contra las Mujeres, doctora Radhika Coomaraswamy, preparado por la Alianza Global contra el Tráfico de Mujeres, en noviembre de 1995, y la Convención Interamericana sobre Tráfico Internacional de Menores.  Marzo 18 de 1994.

  

� Tomado del Proyecto de Convención Interamericana sobre Tráfico Internacional de Menores, de Oaxtepec, México, octubre de 1993. En la misma se define al menor como: “Todo ser humano cuya edad sea inferior a 18 años salvo que en virtud de la Ley de su residencia habitual haya alcanzado antes la mayoría de edad”.

� Tomado del documento del Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas Nº E/Conf. 88/2, del, 18 de agosto de 1984, p.20. 

� Ibid, p.17.

� Tomado de CERDAS, Rodolfo. Et.al, Estudios Básicos de Derechos Humanos, Tomo II, IIDH, Comisión de la Unión Europea, Ed. Prometeo, San José, C.R. 1994. p.255.

� En el Comité participan además del Ministro de Justicia y del Derecho,  el Ministro de Relaciones Exteriores, la Presidenta de la Junta Directiva del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, el Director del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, el Fiscal General de la Nación, el Procurador General de la Nación, el Defensor del Pueblo, el Director General del Departamento Administrativo de Seguridad DAS, el Director General de la Policía Nacional, el Registrador Nacional del Estado Civil, El Director General de la Oficina de INTERPOL  Colombia, la Directora Nacional de Equidad para las Mujeres, el Oidor de los Niños y el Director General del Programa Presidencial para la Libertad Personal.

� Para una información más detallada ver el Proyecto de Informe al Presidente de la República del Comité Interinstitucional para la Lucha contra el Tráfico de Mujeres, Niñas y Niños, que iba a ser presentado el pasado 10 de julio, con motivo de la Segunda reunión anual del Comité, reunión que por lo demás no tuvo lugar por motivos de “fuerza mayor”.

� La línea de atención de la DIJIN es la 9800 19800 y la del DAS es la 9800 10080.

� Según relataron las propias víctimas, luego de tres relaciones sexuales eran sometidas al procedimiento de “himenoplastia” y posteriormente eran “revendidas” como vírgenes a nuevos clientes. Ver Informe al Presidente, Op. Cit, p.15

� Tomado del “Sondeo Exploratorio sobre Tráfico de Personas”, realizado por el Grupo de Formación del Programa de Investigación Sociojurídica IUS del Ministerio de Justicia y del Derecho, enero - junio de 1997. Pp.45 y ss.
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